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INTRODUCCION 

Un aspecto muy importante, que siempre ha sido motivo de discusión dentro de la 
Administración Pública Federal, es la forma de cómo se lleva a cabo el manejo y 
gasto de los recursos económicos de que dispone el Gobierno Federal, con la 
finalidad de satisfacer sus necesidades públicas que permitan el buen desempeño 
de sus funciones hacia los gobernados. 

Por 10 que se refiere al manejo y ejercicio del gasto público tiene su base en el 
artículo 134 de nuestra Carta Magna, el cual dispone cómo serán administrados, y 
además establece los procedimientos que la Administración Pública Federal debe 
seguir a fin de asegurar las mejores condiciones de compra. 

Con el presente trabajo de investigación se aportan consideraciones con la 
finalidad de continuar avanzando en este esfuerzo para el mejoramiento y buen 
aprovechamiento del gasto público, en lo referente a las adquisiciones y 
contratación de servicios que la Administración Pública Federal necesita para el 
desempeño de sus actividades al servicio de la colectividad, abordándose el inicio 
de las compras del Estado a partir de la promulgación de nuestra Constitución 
Politica de los Estados Unidos Mexicanos en 1917. 

En el primer capítulo se describe y analiza nuestra base Constitucional, como es 
el artículo 134, así como su Ley reglamentaria de este precepto, la Ley de 
Adquisiciones y Obras Públicas, la cual regula las acciones relativas a la 
planeación, programación, presupuestación, gasto, ejecución, conservación, 
mantenimiento, y control de las adquisiciones y prestación de servicios de 
cualquier naturaleza que lleven a cabo las distintas dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal; de manera breve se realiza un estudio de la Ley 
de Adquisiciones para el Distrito Federal que regula a sus distintas dependencias, 
órganos desconcentrados y entidades, a partir del día 29 de septiembre de 1998. 
Asimismo, es analizado el Reglamento de la Ley de Adquisiciones, 
Arrendamientos y Prestación de Servicios relacionados con Bienes Muebles, el 
cual tiene una aplicación transitoria en esta materia a la Ley de Adquisiciones y 
Obras Públicas, el cual contiene disposiciones que ya resultan obsoletas e 
inaplicables, toda vez que la Ley antes citada es la que rige actualmente a la 
Administración Pública Federal, pero sin un reglamento propio que facilite su 
correcta aplicación, ya que el mismo data de 1990, por 10 que resulta necesario se 
expida uno ajustado a nuestra realidad que coadyuve con las disposiciones 
vigentes en la materia. 



En este mismo capítulo se señalan las diferentes Leyes que han regido en su 
momento, su fecha de expedición y sus aspectos más relevantes de las mismas, 
así como también son analizados los diferentes acuerdos, decretos, oficios -
circulares y lineamientos que han sido expedidos durante el transcurso de los años 
con la finalidad de coadyuvar al cumplimiento de la Ley en vigor, hasta llegar a la 
Ley de Adquisiciones y Obras Públicas, la cual rige actualmente desde el día 10 
de enerG de 1994. 

También es analizado el programa anual de adquisiciones, arrendamientos y 
servicios, el cual elabora cada dependencia en base a sus necesidades públicas, 
mismo que contiene los requerimientos en materia de adquisiciones y 
contratación de servicios que necesitan para el cumplimiento de sus funciones y 
actividades encomendadas dentro de la Administración Pública para cada 
ejercicio. 

Por lo que se refiere al segundo capítulo, se aborda lo referente a los conceptos 
generales para mayor entendimiento, dentro de los cuales se define a la licitación 
pública, regla general en la materia, así como su naturaleza juridica y los 
principios que la rigen, los cuales deben ser observados estrictamente en todas y 
cada una de las etapas o fases de un procedimiento de esta índole. 

Respecto al tercer capítulo, comprende lo que es la ruta critica de un 
procedimiento de licitación pública, de todas y cada una de sus etapas, 
indicándose en que momento se tiene la necesidad de proceder a llevar a cabo una 
licitación pública, los requisitos que se deben cubrir y cuando resulta conveniente 
proceder por alguna de sus excepciones reguladas por la propia Ley que la rige 
por no ser conveniente llevar a cabo una licitación pública, procedimientos que 
son la base y esencia de ésta investigación. 

El'último capítulo, comprende los aspectos que se proponen sean adicionados a la 
ruta critica de un procedimiento licitatorio, los cuales en la práctica permitirán a 
los distintos proveedores tener una mejor apreciación del contenido de los 
requisitos para poder participar y de los aspectos técnicos solicitados en bases, lo 
cual traerá como consecuencia un mayor número de ofertas, una mejor evaluación 
y análisis de las proposiciones técnicas presentadas, situación que garantizará un 
mejor control del procedimiento, que será eficaz, claro y transparente en la 
adquisición de bienes o contratación de servicios por parte de la Administración 
Pública I'cderal. 



CAPITULO 1 

FUNDAMENTO LEGAL DEL PROCEDIMIENTO DE LICITACION 
PUBLICA 

1.1 LEY REGLAMENTARIA DEL ARTICULO 134 CONSTITUCIONAL (LEY 
DE ADQUISICIONES Y OBRAS PUBLICAS). 
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Para comenzar con el estudio de este trabajo, iniciaremos con el análisis de nuestra 
Ley de Adquisiciones y Obras Públicas, así como de su base Constituóonal, 
evolución y reformas a la misma durante el transcurso de los años. 

Cabe señalar que se le denomina Ley reglamentaria a nuestra Ley de Adquisiciones 
y Obras Públicas vigente tomando como base que se encuentra en el rubro de 
"aquellas que tienen por objeto facilitar la aplicación de los principios 
fundamentales consignados en la Constitución, así como desarrollar dichos 
principios para hacerlos realizables en la práctica,,(l) 

La Ley de Adquisiciones y Obras Públicas, encuentra su base en el artículo 134 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos el cual establece lo 
siguiente: 

" Los recursos económicos de que dispongan el Gobierno Federal y el Gobierno del 
Distrito Federal, asi como sus respectivas administraciones públicas paraestatales, 
se administrarán con eficiencia, eficacia y honradez para satisfacer los objetivos a 
los que estén destinados. • 

Las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, 
prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra que 
realicen, se adjudicarán o llevarán a cabo a través de licitaciones públicas mediante 
convocatoria pública para que libremente se presenten proposiciones solventes en 
sobre cerrado, que será abierto públicamente, a fin de asegurar al Estado las 
mejores condiciones en cuanto al precio, calidad, financiamiento, oportunidad y 
demás circunstancias pertinentes. 

(}) Moto Sala=ar, Efrain. Elemenlos de Derecho. 3r Edición, Edit. Porma, S.A. México 1991. Pág. 44. 



7 

Cuando las licitaciones a que hace referencia el párrafo anterior no sean idóneas 
para asegurar dichas condiciones, las leyes establecerán las bases, procedimientos, 
reglas, requisitos y demás elementos para acreditar la economía, eficacia, 
eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren las mejores condiciones para el 
Estado. 

El manejo de recursos económicos federales se sujetará a las bases de este artículo. 

Los servidores públicos serán responsables del cumplimiento de estas bases en los 
términos del Título Cuarto de esta Constitución". 

De lo anterior, puede desprenderse que el propósito de nuestra Constitución en la 
materia, es el de procurar al Estado un buen manejo de los recursos federales y 
las mejores condiciones de compra en cuanto a precio, calidad, financiamiento, 
oportunidad y demás circunstancias pertinentes. 

Este texto Constitucional de referencia, al igual que su Ley reglamentaria, 
prevalecen sobre cualquier otra disposición juridica de rango inferior. 

El primer párrafo de este artículo, establece los principios sobre los cuales debe 
sustentarse la administración de recursos de la Federación y del Gobierno del 
Distrito Federal. 

El segundo párrafo de está disposición Constitucional, estipula que en cuanto a la 
suscripción de contratos que realice el sector público, comprendiendo 
adquisiciones, arrendamientos, obra pública, servicios y enajenaciones éstos 
deberán derivarse de licitaciones públicas, toda vez que la misma será precedida de 
una convocatoria a la que puedan acudir a la misma todos los interesados. Se prevé 
también el procedimiento para la presentación de las proposiciones por parte de los 
interesados que deberán hacerlas en sobre cerrado que será abierto públicamente 
con el propósito de garantizar la imparcialidad de la decisión. 

Por lo que hace al tercer párrafo, se establecen los casos de excepción a esta regla 
cuando éste no sea el medio más idóneo para asegurar las mejores condiciones de 
la contratación pública. 

En cuanto a los principios que señala este párrafo, cabe establecer lo siguiente: 

En relación a la eficiencia, consideramos que debe entenderse como la virtud 
administrativa que consiste en alcanzar los fines propuestos con el uso más racional 
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posible de los medios existentes, y por lo que respecta a la eficacia, la misma 
responde a la obtención del resultado práctico deseado. Es de entenderse que 
siempre existe una vinculación entre eficacia y eficiencia. 

La honradez es un principio que se explica por sí mismo, a la propia acepción 
gramatical del vocablo, que supone la manera de obrar del que no roba, estafa, o 
bien la forma de comportarse de quién cumple escrupulosamente con sus deberes. 

El cuarto párrafo del precepto Constitucional dispone que el manejo de los recursos 
económicos federales se sujetará a las bases de este artículo, es decir, tendrán que 
derivar de los procedimientos establecidos por la propia Constitución y su Ley 
reglamentaria. El sentido de esta disposición tiene que ver con la participación de 
fondos federales que son administrados por los gobiernos estatales y municipales. 

Finalmente, se establece la responsabilidad que puede ser política, administrativa o 
penal, por el incumplimiento de lo dispuesto en esta norma, de acuerdo a los 
procedimientos señalados en el título IV de la propia Constitución. 

La Ley reglamentaria de este precepto Constitucional, con el paso del tiempo ha 
sufrido constantes reformas, las cuales se han ajustado a las necesidades de la 
Administración Pública Federal, y al depurar los procedimientos para la 
adquisición de bienes o contratación de servicios se ha garantizado con ello las 
mejores condiciones de calidad, precio, financiamiento y oportunidad. 
Consideramos señalar a continuación las legislaciones posteriores a nuestra Carta 
Magna, siendo éstas las siguientes: 

• LA LEY DE INSPECCION DE ADQUISICIONES publicada en el Diario 
Oficial de la Federación en fecha 30 de diciembre de 1965 por la entonces 
Secretaria de Patrimonio Nacional, constaba de 27 artículos. Entre algunos aspectos 
señalaba que corresponderia a dicha Secretaria su aplicación y vigilancia de la 
misma, sobre la adquisición de mercancías, de bienes muebles y de materias primas 
para el servicio de las Secretarias y Departamentos de Estado, Departamento del 
Distrito Federal, Gobiernos de los Territorios Federales, organismos públicos y 
empresas de participación estatal, facultades sin petjuicio e independientemente de 
la intervención y facultades que en esta materia competían a la Secretaria de 
Hacienda y Crédito Público. 

En este ordenamiento se establecían los requisitos para poder inscribirse en el 
registro del padrón de proveedores del Gobierno Federal, las circunstancias en que 
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la Secretaría de Patrimonio Nacional podría cancelar dicho registro y el recurso que 
se otorgaba al proveedor para combatir estas resoluciones. 

Los funcionarios de las dependencias deberían enviar a la Secretaría de Patrimonio 
Nacional los contratos o pedidos correspondientes para su revisión, registro e 
intervención y establecía las sanciones respectivas a este incumplimiento por parte 
de los funcionarios; concedía a esa Secretaría facultades para suspender o cancelar 
cualquier pedido o contrato en caso de alguna irregularidad, así como la imposición 
de multas a los proveedores por incumplimiento en sus obligaciones contractuales 
respectivas, señalando que las dependencias que convocaran a concursos en 
relación con sus adquisiciones estarían obligadas a formular sus pedidos en los 
términos de dicha Ley y de su Reglamento para los efectos de su registro, 
inspección e intervención por la Secretaría de Patrimonio Nacional. 

Establecía que los funcionarios deberían informar a la Secretaria las cancelaciones 
totales de los pedidos o contratos, así como a la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público si el importe de estas tendría que cubrirse con cargo al presupuesto de 
egresos de la Federación. En materia de importación deberían sujetarse a esta Ley y 
su reglamento, así como solicitar la autorización de la entonces Secretaría de 
Industria y Comercio y del Comité de Importaciones del Sector público. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Tesorería del 
Departamento del Distrito Federal, las Tesorerías de los Gobiernos de los 
Territorios Federales, etc., no efectuarían pagos si en las facturas respectivas no 
aparecían las constancias de la Secretaría de Patrimonio Nacional, estableciendo 
por último que los contratos que se celebrarán en contravención a lo dispuesto por 
la Ley, serían nulos de pleno derecho, así como de que los delitos y faltas en que 
incurrieran los funcionarios se sancionarian de acuerdo con la entonces Ley de 
Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la Federación, o del Código 
Penal Federal. Esta Ley entró en vigor el día 10 de enero de 1996, derogando con 
ella todas las disposiciones que se opusieran a la misma. 

• LEY DE INSPECCION DE ADQUISICIONES publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el día 06 de mayo de 1972 por la Secretaría de Patrimonio Nacional, 
constaba de 26 artículos. Dentro de sus principales aspectos establecía que a este 
ordenamiento deberían ajustarse las Secretarías y Departamentos de Estado, 
Departamento del Distrito Federal, Gobiernos de los Territorios Federales, 
Organismos Públicos, Instituciones Nacionales de Crédito, Instituciones Nacionales 
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de Crédito, Instituciones Nacionales de Seguros y Fianzas, Empresas de 
Participación Estatal y Organismos Descentralizados. 

Al igual que la Ley anterior, correspondía su aplicación y vigilancia a la Secretaría 
de Patrímonio Nacional, la cual debería dictar las medidas tendientes a propiciar el 
óptimo aprovechamiento de los recursos que destinarán las entidades para la 
adquisición de mercancías, bienes muebles y materias primas. 

Dentro de las facultades que se otorgaban a esta Secretaría destacaba el exigir a las 
entidades la presentación oportuna de sus presupuestos y programas de 
adquisiciones conforme a las normas que al efecto se les señalara, solicitar 
cualquier información relativa con adquisiciones y almacenes, promover en el seno 
de cada una de ellas la creación de comités de compras a cuyo cargo quedaría la 
aplicación de las medidas que en materia de adquisiciones emitiera la Secretaría, y 
que en dichos comités participarían funcionarios designados por la propia 
Secretaría de Patrimonio Nacional; de igual manera le correspondía revisar los 
sistemas de compras y almacenes, contratar asesoría técnica de expertos, empresas 
e instituciones para la realización de investigación de mercado, solicitar precios, 
calidad y especificaciones a proveedores que concurrieran al abastecimiento de las 
entidades; asimismo debería veríficar la solvencia económica, capacidad de 
producción o abastecimiento de los proveedores de las entidades y cuando lo 
estimará conveniente exigir de los mismos justificación de precios, así como 
muestras de los artículos materia de un pedido o contrato. 

En sí, existen pocas variaciones en relación al ordenamiento anterior, como el 
término para registrar el pedido o contrato por parte de la Secretaría, así como para 
hacer las observaciones pertinentes, que pasaban de 72 horas del ordenamiento 
anterior a cinco días hábiles. 

Esia legislación establecía ciertas obligaciones a las entidades, entre ellas la 
presentación de los presupuestos y programas anuales de adquisiciones a la 
Secretaría conforme a las normas que esta señalará, proporcionar a ella la 
información relativa a operaciones de compraventa efectuadas con los proveedores, 
enviar previamente a su formalización, para su revisión, intervención y registro 
contratos o pedidos de adquisiciones cuyo monto excediera de 10 mil pesos en el 
Distrito Federal y 25 mil fuera de él; deberían abstenerse de formalizar pedidos o 
contratos de adquisiciones de articulos de importación (' de procedencia extranjera, 
sin la pre\ ia autorización del Instituto Mcxicáno de Comcrc:ü E<teriúr. Asimismo, 
tendrían que llenar los requisitos que de acuerdo con sus atribuciones señalaría la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que pudiera autorizarse el pago de 
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pedidos o contratos cuyo importe debía cubrirse con cargo al presupuesto de 
egresos de la Federación. 

De igual manera estipulaba la obligación de abstenerse, sin la previa autorización 
de la Secretaría de modificar o cancelar pedidos o contratos ya registrados, 
señalando al igual que el ordenamiento anterior, que serían nulos de pleno derecho 
los pedidos o contratos que se celebrarán con violación a las disposiciones de dicha 
Ley, así como de que los delitos o faltas en que incurrieran los funcionarios se 
sancionarían conforme a la Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y 
Empleados de la Federación, del Código Penal Federal o las Leyes aplicables al 
caso. Esta Ley entró en vigor a partir de la fecha de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, abrogando la Ley anteriormente analizada y derogando las 
disposiciones que se opusieran a la misma. 

• LEY SOBRE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y ALMACENES DE 
LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL, publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el lunes 31 de diciembre de 1979 por la entonces Secretaria de 
Comercio, misma que entró en vigor a partir del día 10 de enero de 1980, la cual 
abrogaba la Ley de Inspección de Adquisiciones del 6 de Mayo de 1972 tratada en 
el punto anterior. 

Este ordenamiento constaba 6 Capítulos que contenían un total de 39 artículos, en 
su Capítulo primero, Disposiciones Generales, entre los aspectos más relevantes 
señalaba que era una Ley de orden público y de interés social, con el objeto de 
regular las operaciones de la Administración Pública Federal relativas a la 
adquisición de mercancías, materias primas y bienes muebles, arrendamientos y la 
contratación de servicios relacionados con bienes muebles, así como con los 
almacenes, entendiéndose para fines de la misma como dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal las mencionadas en la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal. 

Correspondía la aplicación de la Ley a la citada Secretaría de Comercio, la cual 
contaría con ciertas facultades, entre ellas fijar las normas conforme a las cuales las 
dependencias adquirirían las mercancías, materias primas y bienes muebles, así 
como para la prestación de servicios que requirieran las mismas, promovería la 
creación de comités para que contribuyeran a la elaboración y vigilancia del 
cumplimiento de las nonna, re,pectivas, los que Se integrarían y funcionarían 
conforme a los lineamientos que la misma fijará; de igual modo llevaría el padrón 
de proveedores de la Administración Pública Federal y el registro de los precios e 
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importes máximos de las mercancías, materias pnmas, bienes muebles, 
arrendamientos y servicios. 

Establecía que las normas que sobre adquisiciones expidiera la Secretaría deberían 
incorporar entre otras cosas la forma, términos y modalidades a que se sujetaría la 
adquisición, el procedimiento para la comprobación de la totálidad o 
especificaciones de los bienes, las garantias que deberían otorgar los proveedores, 
los casos en que sería obligatoria la celebración de concursos, los plazos dentro de 
los cuales las dependencias deberían enviar a la Secretaría de Comercio los 
documentos relativos a la adquisición y los formatos e instructivos aprobados por la 
misma para los contratos o pedidos; .asimismo, que la norma sobre concursos que 
expidiera la Secretaría debería prever desde la publicidad de la convocatoria y las 
bases para concursar hasta el procedimiento para la selección del proveedor y los 
requisitos que este debería satisfacer para la respectiva adjudicación. 

Las dependencias y entidades' programarían sus adquisiciones, arrendamientos y 
prestación de servicios en razón de sus necesidades reales y presentarian a la 
Secretaría sus proyectos de presupuestos, programas de adquisiciones y sus 
modificaciones; asimismo deberían celebrar contratos únicamente con proveedores 
registrados en el padrón de proveedores de la Administración Pública Federal, 
prefiriendo a los que ofrecieran' las mejores condiciones respecto a 
especificaciones, calidad, precio, lugar y tiempo de entrega, forma de pago, 
financiamiento, garantías y servicios, considerados en conjunto; concursos que 
celebrarían para la adjudicación en los casos y conforme a las bases que fijará la 
Secretaría. De igual manera verificarian el cumplimiento de los pedidos o contratos 
por parte de los proveedores y, en su caso, notificar a la Secretaría las 
cancelaciones de los mismos. 

La documentación relativa a las adquisiciones, almacenes y prestación de servicios 
tendria que ser conservada por las dependencias y entidades por un periodo mínimo 
de 5 años, teníendo que mantener actualizado el control de sus existencias e 
inventarios, y debiéndose abstener de formalizar pedidos o contratos, si no hubiese 
saldo disponible en la partida correspondiente de su presupuesto, así como de 
contratar adquisiciones a precios superiores a los máximos registrados por la 
Secretaría de Comercio. 

En su Capítulo segundo, De las Adquisiciones, señalaba que las dependencias 
realizarían las adquisiciones de conformidad con lo previsto ca e5ta legislación, en 
la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal y demás disposiciones 
aplicables; y para la adquisición de bienes muebles de procedencia extranjera, ya 
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sean de importación directa o de compra en el país, se requeriria la previa 
autorización de la Secretaria de Comercio. 

La documentación relativa a las adquisiciones tendria que ser remitida a la 
Secretaria, la cual podria exigir la restitución de lo pagado en exceso, la reposición 
de mercancías, el ajuste de precios o las correcciones necesarias, estableciendo 
además que los pedidos o contratos celebrados con proveedores :10 registrados en el 
padrón o cuyo registro no se encontrará vigente seorian nulos de pleno derecho y no 
surtirian efecto legal alguno. En las adquisiciones se preferiria en igualdad de 
circunstancias a las dependencias, entidades, y las empresas ejidales gozarian de 
preferencia según lo establecía la Ley de la Reforma Agraria,' y la Secretaria 
abstendria de la obligación de inscribirse a las personas que proveyeran artículos 
perecederos o adquisiciones urgentes. 

En su Capítulo tercero, Del Arrendamiento de Bienes Muebles y de la Prestación 
de Servicios, sobre la primer modalidad señalaba que éste seria procedente siempre 
y cuando no fuera posible o conveniente su adquisición, y en cuanto a los servicios 
estos serian aquéllos que se relacionarán con bienes muebles respecto a instalación, 
reparación y mantenimiento, aclarando que los contratos sobre estas materias 
quedarían sujetos a la verificación y supervisión de la Secretaria de Comercio. 

En el Capítulo cuarto, De los Almacenes, mencionaba que el control de los 
almacenes sobre las adquisiciones a que se refiere esta Ley quedaría sujeto a partir 
del momento en que estas se recibieran, control que comprendería como mínimo la 
recepción, registro e inventaría, guarda y conservación, despacho, servicios 
complementarios y baja. 

En el Capítulo quinto, Del Padrón de Proveedores de la Administración Pública 
Federal, establecía que el mismo tendría por objeto el registro de las personas 
fisicas o morales que desearán enajenar mercancías, materias primas y bienes 
muebles, o bien arrendar o prestar servicios respecto de dichos bienes a las 
dependencias y entidades, describiendo los requisitos que debería cubrir cada 
proveedor para ser inscrito, el cual se resolvería en un término de treinta días 
hábiles siguientes a la fecha de solicitud, registro que tendría vigencia desde su 
fecha de expedición y hasta que concluyera el año fiscal en que éste se efectuara; 
asimismo, contemplaba los casos de suspensión y cancelación del mismo en que 
pudieran incurrir los proveedores. 

En el Capítulo sexto, De la Vigilancia, Sanciones y Recursos, se señalaba la 
obligación de las entidades de proporcionar a la Secretaría los informes, datos y 
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documentos que está requiriera dentro de un plazo no menor de tres ni mayor de 
treinta días hábiles, y que las infracciones a esta Ley serían sancionadas por la 
Secretaría de Comercio con multa hasta de $500,000,00, Las resoluciones que 
dictará la Secretaría con fundamento en esta Ley y disposiciones derivadas de ella, 
podrían ser recurridas administrativamente dentro de un plazo de 15 días hábiles 
siguientes a su notificación, recurso que sería resuelto por el superíor jerárquico 
inmediato, salvo que la hubiere dictado el titular de la Secretaría de Comercio, en 
cuyo caso le corresponderia a éste resolverlo, interposición que suspendería la 
ejecución de la resolución recurrida, 

• LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y PRESTACION DE 
SERVICIOS RELACIONADOS CON BIENES MUEBLES, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el día viernes 8 de febrero de 1985 por la entonces 
Secretaría de Programación y Presupuesto, la cual abrogaba la Ley anteriormente 
citada y derogaba todas las disposiciones que se opusieran a ella, misma que 
entraba en vigor al día siguiente al de su publicación y constaba de 5 títulos que 
contemplaban un total de 67 artículos. 

En su Título primero, Disposiciones Generales, Capítulo único, señalaba que esta 
Leyera de orden público e interés social, y tenía por objeto regular las acciones 
relativas a la planeación, programación, presupuestación y control que en materia 
de adquisiciones, arrendamientos de bienes muebles y prestación de servicios 
relacionados con los mismos celebrarán las dependencias de la Administración 
Pública Federal; mencionando que el gasto de las adquisiciones se sujetaría a lo 
previsto en la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, así como 
en los presupuestos anuales de egresos de la Federación y del entonces 
Departamento del Distrito Federal. 

Las dependencias deberían abstenerse de formalizar pedidos o contratos sobre las 
materias motivo de esta Ley sino existiere presupuesto en la partida 
correspondiente, y los titulares serían responsables de la instrumentación de 
sistemas y procedimientos que se requirieran para la realización de los actos o 
contratos materia de esta Ley, ya que todas las adquisiciones, arrendamientos y 
servicios con cargo total o parcial a fondos federales estarían sujetos a las 
disposiciones de la misma; y por lo que respecta a las adquisiciones, 
arrendamientos y servicios de procedencia extranjera para ser utilizados en el país 
se regirían por este ordenamiento; asimismo, la Secretada de Pro¡;ramación y 
Presupuesto, la Contraloría y la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial 
contratarían asesoria técnica para la realización de investigaciones de mercado, 
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verificación de precios, pruebas de calidad y otras actividades vinculadas con esta 
norma. 

En su Titulo segundo, De las Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios, Capitulo 
1, De la Planeación, Programación y Presupuestación, establecía que las 
adquisiciones, arrendamientos y servicios que realizarán las dependencias se 
sujetarian a los objetivos y políticas del Plan Nacional de Desarrollo, a las 
previsiones contenidas en los programas anuales que las mismas dependencias 
elaborarán, a los objetivos y recursos establecidos en los presupuestos de egresos 
de la Federación y del entonces Departamento del Distrito Federal, debiendo 
elaborar las dependencias sus programas tomando en consideración las acciones 
previas, durante y posteriores a la realización de dichas operaciones, los objetivos a 
corto y mediano plazo, y remitirlos a la dependencia coordinadora en la fecha que 
la misma los requiriera. 

Las dependencias establecerian comités que coadyuvarian a la observancia y 
aplicación de la Ley, y la Secretaria de Programación y Presupuesto determinaria 
las que deberian instalar comisiones consultivas mixtas de abastecimiento en 
función del volumen e importancia de las adquisiciones, arrendamientos y servicios 
de procedencia extranjera. 

En su Capitulo segundo, Del Padrón de Proveedores, señalaba que la Secretaria de 
Programación y Presupuesto lIevaria el padrón de proveedores de la 
Administración Pública Federal, el cual c1asificaria a las personas inscritas de 
acuerdo con su actividad, capacidad técnica y ubicación, registro que tendria una 
vigencia indefinida, y las dependencias únicamente podrian celebrar pedidos o 
contratos sobre las materias de ésta Ley con los proveedores registrados en él, 
personas que deberían comunicar con oportunidad a dicha Secretaria las 
modificaciones relativas a su capacidad o actividad. Descríbia la forma y requisitos 
para inscribirse en el mismo, y los casos en que la Secretaria podria cancelar y 
suspender dicho registro, las excepciones a proveedores de la inscripción del 
mismo, entre ellos las personas que proveyeran de artículos perecederos, a los 
campesinos, comuneros y grupos urbanos marginados. 

En el Capitulo tercero, De los Pedidos o Contratos, establecía que estos se 
adjudicarian o llevarían a cabo a través de licitaciones públicas mediante 
convocatoria pública, para que libremente se presentarán proposiciones solventes 
en sobJ'e~ (;errados que seIÍan abici:10S públicaraente, a fili de asegurar al Estado las 
mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento y 
oportunidad, quedando exceptuados de ello los pedidos o contratos a celebrarse con 
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determinada persona por ser el titular de la patente de los bienes o servicios. 

EstableCÍa los requisitos que deberían contener las convocatorias que podrían 
referírse a uno o varios contratos o pedidos, y que las bases de cada licitación 
deberían contener la descripción completa de los bienes o servicios, por lo que todo 
interesado que satisfaciera los requisitos de ellas tendría derecho a presentar sus 
proposiciones, señalando a grandes rasgos la manera en que habría de celebrarse el 
acto de apertura de ofertas; de igual modo que para la compra de bienes de 
procedencia extranjera deberían recabar previamente la autorización de la 
Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, misma que quedaría facultada para 
expedir disposiciones generales que orientarán a las dependencias a fin de obtener 
las mejores condiciones en cuanto a precios o importes de los bienes y servicios. 

Los proveedores deberían garantizar la seriedad de las proposiciones, la correcta 
aplicación de los anticipos y el cumplimiento de los pedidos o contratos en favor de 
quién se otorgarán, ya sea de la Tesorería de la Federación, del Distríto Federal, de 
las entidades o de las Tesorerías de los Estados y Municipios, según con quién se 
celebrará el acto o contrato respectivo. Estipulaba que las convocantes emitirían un 
dictamen que servirla de base para emitir el fallo final de la licitación, el cual se 
adjudicaría a la persona que reuniera las condiciones legales, técnicas y económicas 
requeridas por la convocante y si llegase a resultar que dos o más proposiciones 
satisfaCÍan los requerimientos se adjudicaría a quién presentará la proposición 
solvente más baja, fallo que sería dado a conocer en el acto de apertura de ofertas, y 
el cual podría prorrogarse por treinta días hábiles a partir de la celebración de dicho 
acto. 

Las dependencias y entidades bajo su responsabilidad podían fincar pedidos o 
contratos sin llevar a cabo licitaciones, por ejemplo, cuando se tratará de 
adquisiciones de bienes perecederos, cuando peligrará o se alterará el orden social o 
existieran trastornos graves, pérdidas o costos adicionales importantes, y cuando se 
tratará de adquisiciones o servicios con grupos campesinos; para éstos casos se 
convocaría a personas que contarán con capacidad de respuesta inmediata y los 
recursos necesarios, procediendo el titular del comité correspondiente a enviar la 
justificación correspondiente a la Contraloría y a la Secretaría de Programación y 
Presupuesto en un plazo que no excediera de veinte días hábiles. 

Mencionaba que en los presupuestos de egresos de la Federación y del entonces 
Departamemo del Di~trito Federal se especificarían los montos rnáximo5 para 
proceder a adjudicar un pedido o contrato por adjudicación directa, los montos y 
los casos en que debería adjudicarse habiendo convocado a cuando menos tres y a 



17 

ocho proveedores, así como de que los pedidos o contratos que debieran 
formalizarse como resultado de su adjudicación tendrían que suscribirse en un 
término no mayor de veinte días, perdiendo el proveedor ganador en favor de la 
convocante la garantía que hubiere otorgado si por causas imputables a él la 
operación no se formalizará dentro de dicho término. 

Los derechos y obligaciones que derivarán de los pedidos o contratos no podrian 
cederse parcial ni totalmente en favor de otra persona, especificándose de igual 
modo los casos en que las personas no podrian presentar propuestas ni celebrar 
contrato alguno sobre las materias de esta Ley. 

Las dependencias deberían pagar el precio estipulado en el contrato o pedido al 
proveedor a más tardar dentro de los veinte días hábiles siguientes a partir de que 
fuera exigible la obligación, teniendo los proveedores el derecho de inconformarse 
por escrito ante la Contraloria dentro de los diez días naturales siguientes al fallo 
del concurso que recurran, o af día hábil siguiente en los actos relativos a cualquier 
etapa o fase del mismo. 

En su Título tercero, De la información y verificación, Capítulo único, establecía 
que las dependencias deberian remitir a la Contraloria en la forma y términos que 
estipulará la informac,ión relativa a los pedidos o contratos, y conservar cuando 
menos en un término no menor de cinco años la documentación que justificará las 
operaciones en forma ordenada y sistemática, facultando a la Contraloria para 
poder realizar visitas a sus instalaciones que celebrarán los actos relativos a esta 
Ley y solicitar a los servidores públicos dicha documentación. 

En su Título cuarto, De las infracciones y sanciones señalaba que la Secretaria 
impondría sanciones (multas) a los proveedores por incumplimiento a las 
disposiciones de la Ley, de igual manera las impondría a los servidores públicos 
por infringir alguna disposición de la misma, responsabilidades que serían 
independientes del orden civil o penal que pudiera derivarse de la comisión de los 
hechos. 

Por último en su Título Quinto, Del recurso, estipulaba que en contra de las 
resoluciones que dictarán la Secretaría de Programación y Presupuesto y la de 
Comercio y Fomento Industrial, el interesado podría interponer ante la que hubiere 
emitido el acto, el recurso de revocación dentro del término de quince días hábiles 
contados a partir del dia siguiente de la notificación cOITcspondiente, resolución a 
la misma que no excederia de treinta días hábiles. Esta Ley entró en vigor a partir 
del día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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A continuación se citan decretos que derogaron y reformaron disposiciones de esta 
Ley, siendo estos los siguientes: 

-DECRETO POR EL QUE SE DEROGAN Y REFORMAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y 
PRESTACION DE SERVICIOS RELACIONADOS CON BIENES MUEBLES. 

Este fue publicado en el Diario Oficial de la Federación por la entonces Secretaría 
de Programación y Presupuesto con fecha lunes 30 de noviembre de 1987, el cual 
contenía 4 aspectos importantes. El primero de ellos adicionaba al artículo 26 de la 
Ley un tercer párrafo que en esencia señalaba que no se conslderaria como 
financiamiento el otorgamiento de anticipos, los cuales en todo caso deberían 
garantizarse conforme lo disponía la propia Ley. 

El segundo de ellos reformaba el párrafo primero del artículo 27 donde se 
estipulaba que las convocatorias, que podrían referirse a uno o varios pedidos o 
contratos, se publicarían en uno de los diarios de mayor circulación en el país y 
simultáneamente, cuando menos, en otro de la entidad federativa en donde fuera a 
ser utilizado el bien o prestado el servicio. 

El tercer caso reformaba la fracción II del artículo 32, en donde establecía que la 
correcta aplicación de los anticipos que recibieran los proveedores, cuando éstos 
procedieran, deberían constituirse por la totalidad del monto del anticipo. 

En el último de los casos, donde el artículo 37 señalaba que las dependencias 
podrían llevar a cabo pedidos o contratos sin llevar a cabo licitaciones, reformaba 
la fracción 1, estableciendo que se aplicaría lo anterior cuando se tratará de bienes 
perecederos, granos, productos alimenticios y bienes usados, y que tratándose de 
estos últimos el precio de la adquisición no podría ser mayor al que se determinará 
mediante avalúo practicado por instituciones de banca y crédito. Este decreto 
derogaba la fracción II y adicionaba un párrafo a dicho artículo donde señalaba que 
el titular de la dependencia o el comité en un plazo que no excediera de veinte días 
hábiles a partir de la fecha de autorizada la operación, tendría que hacerlo del 
conocimiento de la Contraloría y de la Secretaría de Programación y Presupuesto, 
acompañando la documentación que justificará la autorízación. Este decreto entró 
en vigor al dia siguiente al de su publicación en el Diarío Of:cia! de la Federación. 
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• DECRETO QUE REFORMA LA LEY DE ADQUISICIONES, 
ARRENDAMIENTOS Y PRESTACION DE SERVICIOS RELACIONADOS 
CON BIENES MUEBLES. 

Este fue publicado en el Diario Oficial de la Federación con fecha jueves 7 de 
enero de 1988 por la entonces Secretaría de Programación y Presupuesto, el cual 
reformaba los siguientes artículos: 1 ° fracciones I y n, 2° fracción IV, 5°, 6° prímer 
párrafo, 15, 17,30,31,34 quinto párrafo, 39 fracciones n y 111,50,51 prímer 
párrafo, 53, 54 fracción 1, 58, 61, 66 Y 67 fracciones VI, VII, VIII Y se adicionaba 
el articulo 1 ° con un segundo párrafo, 5° con un segundo y tercer párrafos; 6° con 
un penúltimo párrafo, 15 con un segundo párrafo, 31 con un cuarto párrafo y 34 
con los párrafos sexto y séptimo. 

Entre lo más relevante de este decreto, destacaba la adición del último párrafo de la 
fracción II del artículo 1°, donde señalaba que las disposiciones de esta Ley 
regirían para los actos, pedidos y contratos que celebrarán las entidades 
paraestatales, para cuyo efecto los órganos de gobierno emitirían de conformidad a 
este mismo ordenamiento las políticas, bases y lineamientos para las materias a que 
se refiere dicha Ley, tomando en consideración las características, necesidades, 
objetivos y metas de las propias entidades. 

La adición del penúltimo párrafo del artículo 6°, señalaba que los órganos de 
gobierno de las entidades de acuerdo a las disposiciones legales que les fueren 
aplicables, dictarían los lineamientos y políticas que habrían de observar los 
directores generales de las propias entidades, a fin de que adoptarán e 
instrumentarán las modalidades que éstos determinen. 

La adición del último párrafo del artículo 34 establecía que las dependencias y 
entidades no adjudicarían el pedido o contrato cuando las posturas presentadas no 
fueren aceptables y procederían a expedir una nueva convocatoría. 

La reforma sufrída por el artículo 53 estipulaba que las dependencias, entidades y 
la Contraloría, de oficio o en atención a las inconformidades presentadas por los 
proveedores realizarían las investigaciones correspondientes en un plazo que no 
excedería de cuarenta y cinco días naturales contados a partir de la fecha en que se 
iniciarán; asimismo, la reforma hecha al artículo 58 señalaba que los proveedores 
que incurrieran en infracciones graves p;¡dían ser sancionados por la Secretaría de 
Programación y Presupuesto con la suspensión o cancelación de su registro en el 



20 

padrón de proveedores de la Administración Pública Federal. Decreto que entró en 
vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

* DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y 
PRESTACION DE SERVICIOS RELACIONADOS CON BIENES MUEBLES. 

Este fue publicado en el Diario Oficial de la Federación con fecha jueves 18 de 
julio de 1991 por la entonces Secretaria de Programación y Presupuesto, 
reformando los artículos 29 párrafo primero, 33 fracciones I y 11, 34 segundo 
párrafo, 46 párrafo primero y 58 primer párrafo de la Ley. 

La reforma al artículo 29 citaba que todo interesado que satisfaciera los requisitos 
de la convocatoria, las bases y especificaciones de la licitación tendrian derecho a 
presentar proposiciones, para 10 cual las dependencias y entidades no podrian exigir 
requisitos adicionales a los previstos por la Ley y su reglamento. 

Este decreto derogaba el capítulo 11 del título segundo denominado "Del Padrón de 
Proveedores" que comprendía los artículos 20 a 25, el último párrafo del 38, la 
fracción III del artículo 39 y el segundo párrafo del artículo 58 de la Ley de la 
materia. Decreto que entró en vigor al día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

* LEY DE ADQUISICIONES Y OBRAS PUBLICAS. 

Esta Ley que actualmente rige en materia de adquisiciones y prestación de servicios, 
las cuales son las modalidades de este tema de tesis, fue publicada en el Diario Oficial 
de la Federación por la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, el día jueves 30 de 
Diciembre de 1993, misma que entró en vigor a partir del 10 de enero de 1994. 

Dentro de las disposiciones que abroga esta Ley se encuentra la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Prestación de Ser/icios relacionados con Bienes 
Muebles publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 8 de febrero de 1985, y 
sus reformas del 30 de noviembre de 1987, 7 de enero de 1988 y 13 de julio de 1991; 
Y derogaba todas las disposiciones que se opusieran a la presente Ley. 
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Esta Ley como lo señala su artículo 1°, Título primero, Disposiciones generales, es de 
orden público e interés social y tiene por objeto regular las acciones relativas a la 
planeación, prograrnaclOn, presupuestación, gasto, ejecuclOn, conservaclOn, 
mantenimiento y control de las adquisiciones y arrendamientos de bienes muebles; la 
prestación de servicios de cualquier naturaleza; así como de la obra pública y los 
servicios relacionados con la misma, que contraten: 

1. Las unidades administrativas de la Presidencia de la República; 

11. Las secretarias de Estado y departamentos administrativos; 

III. Las Procuradurias Generales de la República, y de Justicia del Distrito Federal; 

IV. El gobierno del Distrito Federal; 

V. Los organismos descentralizados, y 

VI. Las empresas de participación estatal mayoritaria y los fideicomisos públicos 
que, de conformidad con las disposiciones aplicables, sean considerados 
entidades paraestatales. 

A este respecto es importante establecer que con el "Decreto por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones del Estatuto de Gobierno del Distrito 
Federal; de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; de la Ley 
de Expropíación y de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal(2)", se 
reforma el artículo 26 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, en el 
cual ya no es considerado el entonces Departamento del Distrito Federal, ahora 
Gobierno del Distrito Federal, ni la Procuraduria General de Justicia del Distrito 
Federal; este decreto entró en vigor a partir del día siguiente al de su publicación. 

Asimismo, como lo señala el artículo 6° de la Ley, "solamente estarán sujetas a las 
disposiciones de esta Ley las adquisiciones, arrendamientos y servicios, así como la 
obra pública, que contraten las entidades federativas, cuando se realicen con cargo 
total o parcial a fondos federales, conforme a los convenios que celebren con el 
Gobierno federal, con la participación que en su caso, corresponda a los municipios 
interesados. " 

(2) Publicado en el Diario Qficial de la Federación el día 04 de Diciembre de 1997. 
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En este primer Título, se especifican y determinan cuáles son las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal que serán reguladas por esta Ley, la 
necesidad de sujetar el gasto de las adquisiciones, arrendamientos y servicios a lo 
previsto en la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal y a los 
presupuestos anuales de egresos de la Federación y del gobierno del Distrito Federal; 
otorgando a la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, a la entonces Secretaria de 
la Contraloría General de la Federación, ahora Secretaria de Contraloría y Desarrollo 
Administrativo y a la de Comercio y Fomento Industrial la aplicación y vigilancia de 
la misma; señalando entre otras cosas que los titulares de las dependencias serán 
responsables de la adopción e instrumentación de las acciones que deban llevar a 
cabo en cumplimiento de dicha Ley, observen criterios que promuevan la 
simplificación administrativa, la descentralización de funciones y la efectiva 
delegación de facultades; citando por último que en lo no previsto por esta Ley, serán 
aplicables el Código Civil para el Distrito Federal en Materia Común y para toda la 
República en Materia Federal, yel Código Federal de Procedimientos Civiles. 

En su Título Segundo, De la Planeación, Programación y Presupuestación; señala que 
las dependencias deberán ajustarse a los objetivos y prioridades del Plan Nacional de 
Desarrollo y de los programas sectoriales, institucionales y regionales que 
correspondan y a los objetivos establecidos en los presupuestos de egresos de la 
Federación y del gobie!TI0 del Distrito Federal; establece lo relativo a la elaboración 
de los programas anuales de adquisiciones, arrendamientos y servicios de las 
dependencias, así como las facultades y funciones de los comités de adquisiciones de 
las mismas. 

En su Título Tercero, De los Procedimientos y los Contratos, en su primer capítulo 
establece los diferentes procedimientos de adquisiciones, entre ellos la regla general 
que es la licitación pública y sus excepciones, los requisitos que deberán contener las 
convocatorias y bases de licitación, la forma de presentación de las ofertas por parte 
de los distintos proveedores, las garantías que se otorgan en favor de las dependencias 
de la Administración Pública Federal, así como los casos en que no se podrán aceptar 
propuestas por algunos supuestos especiales en que se encuentren ciertos 
proveedores; en su capítulo segundo establece el procedimiento para el desarrollo de 
una licitación pública y la manera en que deberá otorgarse a un proveedor un pedido 
o contrato por haber cumplido el mismo con lo establecido en bases y garantizar 
satisfactoriamente el cumplimiento de las obligaciones respectivas; su capítulo tercero 
corresponde a la obra pública la cual no es materia del presente trabajo, pero en la 
cual describe el procedimiento para realizar una obra pública, ya ,ea por contrato o 
por administración directa; y en su cuarto y último capítulo cita las excepciones a la 
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licitación pública que son los procedimientos de invitación restringida, cuando se 
celebran éstos y la forma en que se desarrollarán. 

En su Título cuarto, De la Información y Verificación, establece que la Secretaria de 
Hacienda y Crédito Público y la Contraloria, podrán realizar las visitas e inspecciones 
que estimen pertinentes a las diferentes dependencias de la Administración Pública 
Federal, y señala el lapso durante el cual las mismas deberán tener en resguardo la 
información derivada de los diferentes procedimientos de adquisiciones. 

En su Título quinto, De las infracciones y sanciones se estipulan las diferentes multas 
y sanciones que se impondrán a los proveedores por incumplimiento en lo establecido 
por la presente Ley, así como las sanciones o multas que correspondan a los 
servidores públicos que infiinjan las disposiciones de ésta Ley .. 

Por último en su Título sexto, De las Inconformidades y el Recurso, en su primer 
capítulo informa el término que tendrá un proveedor para poder inconformarse en 
contra de actos de las diferentes dependencias, así como la manera de presentación de 
la misma y las consecuencias que podrán surgir con motivo de la resolución de la 
misma; y en su capítulo segundo cita lo referente al recurso de revocación en contra 
de la resolución dictada por la Contraloria con motivo de una inconformidad: 

El estudio más a fondo sobre dicha Ley se irá analizando conforme al desarrollo de 
todos y cada uno de los puntos materia de la presente tesis. 

• LEY DE ADQUISICIONES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 

Esta Ley fue publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el día 28 de 
Septiembre de 1998, entrando en vigor a partir del día siguiente; la cual según su 
Título Primero, Capítulo único, Disposiciones Generales, tiene por objeto regular las 
acciones relativas a la planeación, programación, presupuestación, gasto, ejecución, 
conservación, mantenimiento y control de las adquisiciones, arrendamientos de 
bienes muebles y prestación de servicios de cualquier naturaleza que adquiera el 
Gobierno del Distrito Federal, sus dependencias, órganos desconcentrados y 
entidades, siendo importante destacar lo establecido en su artículo 4°, que a la letra 
dice: " Las Adquisiciones, Arrendamientos y prestación de Servicios relacionados 
con Bienes Muebles con cargo total o parcial a fondos federales o recursos 
procedentes de créditos externos, conforme a los convenios que celebren entre el 
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Jefe de Gobierno del Distrito Federal y el Ejecutivo Federal, estarán sujetos a las 
disposiciones de la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas". 

Esta Ley encuentra su base en el propio artículo 134 Constitucional, ya citado al 
inicio de este trabajo de tesis, y su expedición fue basada en cumplimiento a lo 
dispuesto por el artículo 122 Constitucional(]) en su apartado "C", base segunda, 
fracción n. "El Jefe de Gobierno del Distrito Federal tendrá las facultade, y 
obligaciones siguientes": inciso b) "Promulgar y ejecutar las leyes que expida la 
Asamblea Legislativa, proveyendo en la esfera administrativa a su exacta 
observancia, mediante la expedición de reglamentos, decretos y acuerdos. 
Asimismo, podrá hacer observaciones a las leyes que la Asamblea Legisiativa le 
envíe para su promulgación, en un plazo no mayor de diez días hábiles. Si el 
proyecto observado fuese confirmado por mayoria calificada de dos tercios de los 
diputados presentes, deberá ser promulgado por el Jefe de Gobierno del Distrito 
Federal." 

La Asamblea Legislativa del Gobierno del Distrito Federal con base en este propio 
precepto Constitucional en su apartado "C", base primera, fracción V que señala: 
"La Asamblea Legislativa, en los términos del Estatuto de Gobierno, tendrá las 
siguientes facultades; inciso j) "Legislar en materia de ... adquisiciones", y ton apego 
a lo establecido por el artículo 2° del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal(4) que 
a la letra dice: "La Ciudad de México es el Distrito Federal, sede de los poderes de 
la Unión y capital de los Estados Unidos Mexicanos. El Distrito Federal es una 
entidad federativa con personalidad juridica y patrimonio propio, con plena 
capacidad para adquirir y poseer toda clase de bienes que le sean necesarios para la 
prestación de los servicios públicos a su cargo, y en general, para el desarrollo de 
sus propias actividades y funciones. Las características del patrimonio de la Ciudad 
y su régimen jurídico, estarán determinados por la ley que en la materia expida la 
Asamblea de Representantes del Distrito Federal"; por lo tanto y de igual modo a 
adecuado en cierta manera el texto de la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas al 
ámbito local, a fin de garantizar al Gobierno del Distrito Federal una buena 
administración de los recursos económicos de que disponga a través de su 
presupuesto de egresos del ejercicio que corresponda, y a través de procedimientos 
legales, imparciales, eficaces y eficientes que garanticen las mejores condiciones de 
calidad, financiamiento, oportunidad y precio. 

(3) Decreto mediante el cual se declaran rej?,madns divers')"~ artículos d!! fa CC'nrtitución P"Utica dt> )05 E.stados Unidos 
Mexicanos publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 22 de Agosto de /996. Secretaría de Gobernación. 
(4) Publicado en el Diario Oficial de la Federación el dia 26 deju/io de 1994. 
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Asimismo, en el propio titulo primero establece que el gasto de las adquisiciones, 
arrendamientos y servicios se sujetará a las disposiciones del presupuesto de egresos 
del Distrito Federal, así como a lo previsto en el Código Financiero del Distrito 
Federal y demás disposiciones aplicables, quedando facultadas para la interpretación 
de la Ley para efectos administrativos, la Contraloría General del Gobierno del 
Distrito Federal, la Secretaría de Desarrollo económico y la Oficialía Mayor, ésta 
última que dictará las disposiciones administrativas necesarias para el adecuado 
cumplimiento de la Ley. 

En su Título segundo, De la Planeación, Programación y Presupuestación, Capítulo 
único, señala que la planeación de las adquisiciones debera sujetarse a los objetivos 
y . prioridades del Plan Nacional de Desarrollo y demás programas; asimismo 
establece la manera en que las Dependencias del Gobierno del Distrito Federal 
formularán su's programas anuales de adquisiciones, arrendamientos y servicios. 

En su Titulo tercero, De los procedimientos de adquisición, Capítulo 1, Del Comité 
de adquisiciones, arrendamiento y prestación de servicios, describe las facultades 
que corresponderán a ellos en las materias a que se refiere la presente Ley; 
conteniendo en su Capítulo segundo las atribuciones del consejo consultivo de 
abastecimiento. 

En su Capítulo tercero, De la licitación pública, establece que las adquisiciones, 
arrendamientos y prestación de servicios a que se refiere esta Ley se llevarán a cabo, 
por regla general mediante licitaciones públicas, no pudiendo convocar, adjudicar o 
llevar a cabo alguna operación cuando no se cuente con los recursos disponibles, 
dentro de su presupuesto aprobado en la partida correspondiente; describe los casos 
en que se trata de una licitación pública nacional o una internacional, reduciendo en 
contraposición a la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas el grado de integración 
nacional en una licitación pública de este carácter, de un 50% a un 40%, y en el caso 
de . llevar a cabo un procedimiento internacional, los bienes o servicios deberán 
contar con un contenido de integración nacional mínimo del 35%, el que será 
determinado tomando en cuenta el costo neto de manufactura del bien que significa 
todos los costos menos la promoción de ventas, comercialización y de servicio 
posterior a la venta, regalías, embarque y empaque, así como los costos financieros, 
situación que desde luego pretende impulsar en forma preferente a las empresas 
nacionales constituidas legalmente. 

Detalla los requisitos que deberán contelier las (;ünvoca:or;;i;" mismas qUe se 
publicarán simultáneamente en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario 
Oficial de la Federación, los cuales al igual que los requisitos que deberán contener 
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las bases de licitación, básicamente son los mismos que establece la Ley de 
Adquisiciones y Obras Públicas, los cuales analizaremos más adelante; asimismo 
señala que estas últimas se pondrán a disposición de los interesados para su consulta 
y venta a partir de la fecha de publicación de la convocatoria y hasta siete días 
hábiles previos al primer acto de aclaración de las bases, término desde luego 
diferente al de la Ley de ámbito Federal, ya que la venta de éstas las señala a partir 
del día de su publicación y hasta siete días naturales previos al acto de apertura de 
proposiciones. Respecto a las modificaciones a las propias bases, la presente Ley 
señala que no se podrán modificar la convocatoria y bases de licitación, salvo por 
causas de fuerza mayor y con previa autorización del comité, no señalando término 
a este acto de las convocantes, ya que tratandosé de las convocatorias se harán del 
conocimiento de los interesados a través de los mismos medios utilizados para su 
publicación, y. en el caso de las bases mediante comunicación por escriro a los 
participantes con acuse de recibo así como un aviso a través de la Gaceta Oficial del 
Distrito Federal y del Diario Oficial de la Federación, lo anterior toda vez que la 
Ley de Adquisiciones y Obras Públicas establece que estas se podrán modificar 
cuando menos con siete días naturales de anticipación a la fecha señalada para la 
presentación y apertura de proposiciones, este último día en que se celebra la junta 
aclaratoria de bases para cumplir con los términos de venta de bases y modificación 
a las mismas. 

Al igual que la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas establece los supuestos en 
que las dependencias, órganos desconcentrados y entidades se abstendrán de recibir 
propuestas o celebrar contrato alguno con determinadas personas fisicas o morales; 
así como el caso en que se otorguen anticipos, estos no deberán ser mayores al 50% 
del valor del contrato. 

Un punto importante de citar es que la entrega de propuestas se hará mediante tres 
sobres cerrados que contendrán por separado, la documentación administrativa y 
legal, la oferta técnica y la oferta económica, siendo que, como se verá más adelante 
en el ámbito federal, está primera documentación puede presentarse dentro o fuera 
del sobre que contiene la oferta técnica, ello a elección del participante. 

Con relación a su Capítulo IV, Del procedimiento de contratación de adquisiciones, 
arrendamientos y prestación de servicios, en este se establecen los plazos en que los 
participantes llevarán a caho un procedimiento de licitación pública, los cuales 
computa en días hábiles a partir de la fecha de publicación de la convocatoria en la 
Gacetc Oficial del Di3tritú Federal y en el Dir,rio Oficial del Distrito Federal, siendo 
para la venta de bases 8 días, 10 para la sesión de aclaración de bases, 12 para la 
primera etapa del acto de presentación y apertura de proposiciones, 14 para la 
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segunda, 15 para la emisión del fallo y 17 para su publicación a través de los 
mismos medios utilizados para su publicación. Término de venta de bases de ocho 
días y 10 para la sesión de aclaración de bases que no concuerdan con el establecido 
en su artículo 33 de dicha Ley que a la letra dice: " Las bases que emitan las 
Dependencias, Organos Desconcentrados y Entidades para las Licitaciones públicas 
se pondrán a disposición de los interesados para consulta y venta a partir de la fecha 
de publicación de la convocatoria y hast~ siete días hábiles previos al primer acto de 
aclaración de las bases ... " 

Otro tema importante de mencionar, es al que se refiere el párrafo primero del 
articulo 46 que a la letra dice: "En la fecha en que se proceda a la apertura de los 
sobres que contienen los documentos legales y administrativos, así como las 
propuestas técnica y económica, se efectuará la revisión de la documentación ante 
Notario o Corredor Público, ante los representantes de las Dependencias, Organos 
Desconcentrados y Entidades y ante los participantes que hubiesen presentado 
propuestas, procediéndose a descalificar a los licitantes que no hubiesen cumplido 
con alguno de los requisitos señalados en las bases." 

Por lo que como se desprende de este párrafo, se efectuará un gasto más por parte de 
las convocantes, ya que tendrán que contratar un Notario o Corredor público para 
que este de fe de las. dos etapas de presentación y apertura de proposiciones, no 
obstante que garantizará un procedimiento más eficaz y transparente en la 
adjudicación de contratos y un menor número de inconformidades por parte de las 
personas fisicas o morales participantes, siendo importante señalar que el desarrollo 
del procedimiento y las evaluaciones correspondientes, desde su comienzo hasta el 
fallo final será única y exclusivamente responsabilidad de la convocante. 

Por lo que hace a dicho desarrollo del procedimiento y la manera de evaluación y 
adjudicación de las propuestas, estos son los mismos que los señalados por la Ley de 
Adquisiciones y Obras Públicas. 

Su Capítulo V, De las excepciones a la licitación pública, las cuales señala se trata 
de la invitación restringida a cuando menos tres proveedores y la adjudicación 
directa, mismos supuestos que maneja la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas; 
asimismo, lo relativo a que estas operaciones que se realicen ajustadas a los montos 
de actuación establecidos para cada ejercicio en el decreto de presupuesto de 
egresos del Distrito Federal, no deberán exceder del 20% del presupuesto autorizado 
para cada ejercicio, y el otro 80% ejercerse a través de licitaciones públicas o sus 
excepciones no ajustadas a los montos de actuación. 
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Es importante señalar que para los procedimientos de invitación restringida a 
cuando menos tres proveedores no será necesario que la revisión de las propuestas 
se realice en presencia de un Notario o Corredor público. 

En su Capítulo VI, Del otorgamiento de los contratos, con relación al término para 
la formalización de estos, varia de 20 días que establece la Ley de Adquisiciones y 
Obras Públicas, a 15 días a partir de la fecha en que se hubiere notificado al 
proveedor el fallo, de igual modo cuando por las características del bien o servicio 
se pretenda adjudicar un contrato a través de la figura de abastecimiento simultáneo, 
el porcentaje diferencial que se considerara para determinar los proveedores 
susceptibles de adjudicación no podrá ser superior al 10% respecto de la propuesta 
solvente más baja, y que se deberá conceder preferentemente un 60% a la primera 
propuesta y un 40% a la segunda, según las fuentes de abastecimiento requeridas. A 
este respecto la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas un 5% diferencial en precio, 
no señalando los porcentajes que se preferirán, pero dejándolo en facultad de la 
convocante conforme a sus propias necesidades. 

Otra diferencia con relación a la Ley Federal, es que no señala como ésta un término 
fijo para el pago de los bienes o servicios que en esta es de veinte días naturales a 
partir de ser exigible la obligación a cargo de la dependencia, estableciendo que 
deberán cubrirlo en las fechas pactadas en los contratos. 

Asimismo, en sentido concordante establece que las dependencias podrán optar bajo 
su responsabilidad por incrementar en la cantidad de bienes o servicios solicitados, 
siempre y cuando no rebase el 15% de los conceptos adjudicados originalmente, y 
se cuente con saldo disponible en la partida respectiva; de igual manera señala que 
las dependencias deberán pactar penas convencionales por atraso en las entregas. 

Un aspecto importante de citar es el establecido por el artículo 67 de esta Ley, que 
dispone: " Cualquier modificación a los contratos deberá constar por escrito. Por 
parte de las Dependencias, Organos Desconcentrados y Entidades; los instrumentos 
legales respectivos serán suscritos una vez que hayan sido sancionados y validados 
por la Contraloría." 

A este respecto consideramos se invaden facultades que propiamente no competen a 
un órgano de control como este, ya que el Reglamento Interior de la Administración 
Pública del Distrito Federal(5) en su artículo 22 señala que: "Corresponde a la 

(5) Publicado en el Diario Oficial de la Federación el dia /5 de Sepliembrede 1995. 
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Dirección General Jurídica y de Estudios Legislativos: fracción VI. Revisar y 
sancionar los contratos, convenios, concesiones, pennisos, autorizaciones, de los 
que deriven derechos y obligaciones para el Distrito Federal, con excepción de los 
de materia fiscal." 

En su Capítulo VII, De las garantías, describe que las garantías de sostenimiento de 
las proposiciolles deberán constituirse por un 10% del monto de su oferta 
económica, y de un 15% para garantizar el cumplimiento del contrato, porcentajes 
desde luego más altos con relación a la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas que 
son de un 5 y 10% respectivamente. 

En su Título cuarto, De la información y verificación, otorga a la Secretaría de 
Finanzas del Distrito Federal, a la Contraloría General y a la Oficialía Mayor, 
facultades para verificar en cualquier tiempo que los procedimientos a que refiere la 
Ley se realicen ·ajustados a la misma y a otras disposiciones aplicables. 

En su Título quinto, De las infracciones y sanciones, establece que las sanciones que 
se impongan a los servidores públicos por infringir alguna disposición, serán 
conforme a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; 
asimismo, la Contraloría impondrá sanciones a los proveedores que se encuentren 
en algún supuesto en que no puedan presentar propuestas o celebrar contrato alguno, 
así como la imposición de multas por infringir alguna disposición de la Ley o las 
que se dicten con base en ella; responsabilidades independientes del orden civil o 
penal que corresponda. 

Por último en su Título sexto, De las inconformidades, señala que en materia de este 
recurso será aplicable la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, 
la cual establece que el término para su interposición será de quince días hábiles 
contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación de la 
resolución que se recurra, debiendo interponerse esta ante el superior jerárquico de 
la convocante. 

* DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE ADQUISICIONES PARA EL 
DISTRITO FEDERAL. 

Este decreto fue publicado en la Gacet? Oficial del Distrito Federal, el día 24 de 
Diciembre de 1998, entrando en vigor a partir del día siguiente al de su publicación. 
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Dentro de los aspectos más relevantes de este decreto destaca la reforma al artículo 30 
en su fracción 1, y el segundo párrafo de la fracción II. La reforma a la fracción I es 
referente al grado de contenido de integración de los bienes o servicios para llevar a 
cabo un procedimiento de licitación pública nacional, el cual pasa de una 40 a un 
50%, mismo porcentaje que establece la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas. 
Respecto al párrafo segundo de la fracción II, es en cuánto al porcentaje a cubrir para 
llevar a cabo un procedimiento de licitación pública internacional, reforma que ya no 
exige el 35% de contenido de integración nacional, sino que se procurará que cuenten 
con este, y será la Secretaria de Desarrollo Económico del Gobierno del Distrito 
Federal quién determinara los criterios para la disminución u omisión del porcentaje. 

La reforma a la fracción 33 párrafo primero, establece que las bases de licitación se 
pondrán a disposición de los interesados a partir de la fecha de publicación de la 
convocatoria respectiva, lo anterior con la finalidad de no contraponerse al término 
relativo a la modificación a las mismas. 

Con relación a su fracción VII, cambia el porcentaje diferencial en precio que se 
considerara, para poder llevar a cabo la adjudicación mediante la figura de 
abastecimiento simultaneo, porcentaje que pasa del 10 al 5% respecto de la 
proposición solvente más baja, porcentaje igual manera al establecido por la Ley de 
Adquisiciones y Obras Públicas. Asimismo, se reforma la fracción X, que señalaba 
que las bases contendrán las penas convencionales por atraso en las entregas, y con la 
reforma se establecerán las mismas, no sólo por atraso, sino por incumplimiento en 
las condiciones contratadas. 

Otra reforma es la que establece el artículo 37 en sus fracciones I y n, que disponen 
que se podrán efectuar modificaciones a la convocatoria y bases de licitación que no 
impliquen sustitución o variación sustancial de lo requerido originalmente, cuando 
menos con siete días naturales de anticipación a la presentación y apertura de 
propuestas; tratándose de la convocatoria se harán del conocimiento a través de los 
mismos medios utilizados para su publicación y en el caso de las bases se notificarán 
mediante escrito a todos los participantes con acuse de recibo. De igual manera se 
adiciona un último párrafo a este artículo que estipula que esta comunicación escrita 
no será necesaria si las modificaciones derivan de las juntas de aclaración de bases y 
se entrega copia a los participantes que las hayan adquirido las bases. 

La reforma a los plazos para llevar a cabo un procedimiento de licitación pública, ya 
sea nacional o intcn13cional que establece el articulo 43 de tú Ley ~n cita. Estos 
plazos que se computan en días hábiles y a partir de la convocatoria, para un 
procedimiento de carácter nacional serán los siguientes: 5 para la consulta y venta de 
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bases, I día para la sesión de aclaración de bases, 5 días para el acto de presentación 
de propuestas, revisión de documentación administrativa y legal y apertura de ofertas 
técnicas, 5 para la apertura de ofertas económicas, 5 para la emisión del fallo y 15 
para la publicación del mismo. En el caso de un procedimiento internacional serán los 
mismos plazos a excepción de la consulta y venta que será de diez días. Con relación 
a la reducción de plazo para el acto de presentación de propuestas y apertura de 
ofertas técnicas tendrá que ser autorizada por el comité o subcomité de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios correspondiente, el cual no podrá ser inferior a 3 días 
hábiles, plazo que se computará a partir de la última junta aclaratoria de bases en caso 
de haberse realizado varias; señalando que los demás plazos se podrán reducir sin 
autorización alguna. 

La reforma al .artículo 46 resulta relevante, ya que la apertura de los sobres y la 
revisión de la documentación, ya no se efectuara en presencia del notario o corredor 
público, sino ante el representante de la Contraloria General del Gobierno del Distrito 
Federal. 

Otra reforma es la efectuada al párrafo segundo del artículo 58, la cual en sentido 
concordante a la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas establece que el porcentaje 
diferencial que se considerara, cuando se pretenda adjudicar el pedido o contrato a 
través de la figura de abastecimiento simultaneo, será de un 5%, primera postura a la 
cual se le deberá conceder siempre un mayor porcentaje de adjudicación. 

La reforma al artículo 65, en relación al incremento del 15% de los conceptos y 
volúmenes establecidos originalmente, amplia el término para llevarlo a cabo de 6 a 9 
meses posteriores a la firma del pedido o contrato, la cual se considera conveniente, 
en virtud de que en la mayoría de los contratos su vigencia es anual, lo cual da pauta a 
tener un mayor tiempo para llevarlo a cabo y evitar en cierto momento solicitar una 
prorroga al comité o subcomité de adquisiciones, arrendamientos y servicios a través 
de una adjudicación directa. 

La reforma al artículo 67 de la Ley, omite el que la Contraloría valide y sanciones 
contratos, lo cual consideramos es correcto, ya que esta facultad es propia de la 
Dirección General Jurídica y de Estudios Legislativos del Gobierno del Distrito 
Federal. 

En relación a los porcentajes de las garantías de sostenimiento de las proposiciones y 
de C'u~1p!imiellto del contr2!o, 12 reforma al artku!o73 estzblece que estas se 
constituirán por un 5 y 10% respecti vamente, porcentaje igual al señalado por la Ley 
de Adquisiciones y Obras Públicas. 
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Por último, la reforma al artículo 88 establece que el recurso de inconformidad se 
tramitará y resolverá por la Contraloria General del Gobierno del Distrito Federal, y 
no por el superior jerárquico, situación que es acertada, ya que se trata del órgano de 
control de esta jurisdicción. 

1.2 REGLAMENTO DE LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS 
Y PRESTACION DE SERVICIOS RELACIONADOS CON BIENES 
MUEBLES. 

Primeramente señalaremos que: "el reglamento es una norma o conjunto de normas 
juridicas de carácter abstracto e impersonal que expide el poder ejecutivo en uso de 
una facultad propia y que tiene por objeto facilitar la exacta observancia de las leyes 
expedidas por el poder legislativo".(6) 

Este reglamento fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 13 de 
febrero de 1990, mismo que entró en vigor a partir del día siguiente, el cual 
actualmente tiene una aplicación transitoria en lo que no se oponga a la Ley de 
Adquisiciones y Obras Públicas, ya que el mismo no ha sido abrogado ni derogado 
aún, en virtud de no haberse expedido todavía el reglamento de dicha Ley. 

Este reglamento conforme a lo previsto en el Plan Nacional de Desarrollo 1989-94, 
tiene como objetivo simplificar los trámites en el ejercicio del gasto autorizado a fin 
de que los presupuestos tengan aplicación ágil y oportuna. 

En su Capítulo primero, Disposiciones generales, señala que cuando se refiera a 
bienes muebles serán aquéllos que define el Código Civil para el Distrito Federal en 
Materia Común y para toda la República en Materia Federal; también detalla los 
servicios relacionados con bienes muebles, tales como reparación, mantenimiento, 
limpieza de oficinas, mobiliario, equipo, etc., y las materias sobre las cuales los 
órganos de gobierno podrán emitir las políticas, bases y lineamientos 
correspondientes, dentro de las que destacan: los procedimientos de licitación 
pública, los criterios para adjudicar los pedidos o contratos, evaluación de las 
propuestas, bases y porcentajes de las garantías, etc. 

En su Capítulo segundo, De la programación y presupuestación, detalla los pasos y 
criterios a los que se deben sujetar y tomar en cuenta las dependencias y entidades 

(6) Gabino Fraga. DerecllO AdminiSTrativo. 3r Edición. Edil. Porma, S.A. Mé'áco 1993. Pág. 104. 
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para la planeación y presupuestación de sus adquisiciones, arrendamientos y 
servicios, y se precisan las funciones de los comités de adquisiciones y las comisiones 
consultivas mixtas de abastecimiento. 

En su Capítulo tercero, se omiten comentarios toda vez que las reformas publicadas a 
la Ley en el Diario Oficial de la Federación el18 de julio de 1991, estudiadas en el 
tema anterior, derogan este capítulo correspondiente al Padrón de Proveedores de la 
Administración Pública Federal. 

Su Capítulo cuarto, De los pedidos y contratos, en éste establece la diferencia entre 
una licitación pública nacional y una internacional, previene que las bases o pliego de 
condiciones que emitan las diferentes dependencias y entidades deberán contener 
como mínimo las condiciones específicas. establecidas en las XIII fracciones de su 
artículo 17; describe el desarrollo de los distintos procedimientos materia de la Ley, 
así como algunos aspectos de gran importancia en estos como cuando se procede 
declarar desierta una licitación, los anticipos que se podrán otorgar, condiciones de 
pago, penas convencionales, etc. 

Por último su Capítulo quinto, De la información y verificación, establece que las 
dependencias que celebren actos relativos a dichas materias, deberán remitir a la 
Contraloria copia de las convocatorias y bases de licitación, dentro de los tres días 
siguientes al de su publicación o distribución; asimismo, señala el término dentro del 
cual podrán inconformarse los proveedores en contra de actos de una dependencia o 
entidad, que era de diez días naturales contados a partir del día siguiente a su emisión. 

Ahora bien, los reglamentos son disposiciones que dicta el Ejecutivo y que desde 
luego su objeto es facilitar la aplicación de una Ley, en el caso que nos ocupa, 
actualmente la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas vigente no cuenta con 
reglamento propio que facilite su aplicación, según el tercero transitorio de la misma, 
que a la letra dice: "Los reglamentos de las leyes de Obras Públicas y de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Prestación de Servicios relacionados con Bienes 
Muebles, así como las disposiciones administrativas expedidas en estas materias, se 
seguirán aplicando, en todo lo que no se opongan a la presente Ley ... ". 

En virtud de lo cual, consideramos necesario, que en un futuro próximo se expida el 
reglamento de la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas, el cual se encargue de 
facilitar su correcta aplicación, puesto que muchas disposiciones del reglamento 
materia de este tema, ya no son aplicables a la legislación actual, por lo que 
prácticamente casi ya no es considerado para fundamentar alguna situación que se 
presente en relación con esta materia. 
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Derivado de ello, es que constantemente se han publicado en el Diario Oficial de la 
Federación por conducto de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo 
algunos lineamientos, acuerdos u oficios - circulares que se expiden con el fin de 
coadyuvar al cumplimiento de la Ley de la materia. 

No obstante lo anterior, conforme se vayan analizando los distintos temas materia de 
la presente tesis se observará que existen disposiciones semejantes y la aplicación de 
algunos supuestos establecidos en él, pero que, desde luego no pueden estar por 
encima de lo establecido por la Ley actual y aplicarlas cuando se estime conveniente. 

1.3 MARCO NORMATIVO. 

1.3.1 PROGRAMA ANUAL DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y 
SERVICIOS. 

El programa anual de adquisiciones, arrendamientos y servicios es el proyecto de 
los recursos y metas a alcanzar por cada unidad administrativa para satisfacer sus 
necesidades y funciones sustantivas encomendadas dentro de la Administración 
Pública en cada ejercicio, los cuales deberán presentarse de acuerdo a la 
normatividad vigente, y a las necesidades reales de cada dependencia. 

En los programas se deberán considerar principalmente los bienes o servicios que 
se adquirirán con la calendarización presupuestal que sea asignada a cada 
dependencia o entidad de la Administración Pública. Ejercicio y control del gasto 
público que se realizará conforme las disposiciones y erogaciones previstas en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación de cada ejercicio, siendo la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público la encargada de proyectar y calcular los egresos del 
Gobierno Federal, así como el proyecto de Presupuesto antes mencionado para 
someterlo a la consideración del Presidente de la República. 

El programa anual de adquisiciones, arrendamientos y servIcIOs tiene como 
fundamento legal el artículo 18 de la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas, el 
cual señala lo siguiente: 

"Artículo 18.- Las dependencias y entidades formularán· sus programas anuales de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios, y sus respectivos presupuestos, 
considerando: 
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1. Las acciones previas, durante y posteriores a la realización de dichas 
operaciones; los objetivos y metas a corto y mediano plazo; 

11. La calendarización fisica y financiera de los recursos necesarios; 

III. Las unidades responsables de su instrumentación; 

IV. Sus programas sustantivos, de apoyo administrativo y de inversiones, así 
como, en su caso, aquéllos relativos a la adquisición de bienes para su 
posterior comercialización incluyendo los que habrán de sujetarse a procesos 
productivos; 

V: La existencia de cantidad suficiente de los bienes; en su caso, las normas 
aplicables conforme a la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, las 
que servirán de referencia para exigir la misma especificación técnica a los 
bienes de procedencia extranjera; los plazos estimados de suministro, y los 
avances tecnológicos incorporados en los bienes; 

VI. En su caso, los planos, proyectos, especificaciones y programas de ejecución; 

VII. Los requerimientos de conservación y mantenimiento preventivo y 
correctivo de los bienes muebles a su cargo, y 

VIII. Las demás previsiones que deban tomarse en cuenta según la naturaleza y 
características de las adquisiciones, arrendamientos o servicios." 

En relación con lo anterior el artículo 22 de la Ley de la materia establece: " Las 
entidades que sean apoyadas presupuestalmente o que reciban transferencias de 
recursos federales, remitirán sus programas y presupuestos de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios, así como de obra pública, a la dependencia 
coordinadora de Sector en la fecha que ésta señale. 

Las dependencias coordinadoras de sector y, en su caso, las entidades que no se 
encuentren agrupadas en sector alguno, enviarán a la Secretaría los programas y 
presupuestos mencionados en la fecha que ésta determine, para su examen, 
aprobación e inclusión, en lo conducente, en el proyecto de Presupuesto de Egresos 
correspondiente. n 

A este respecto el Artícdc 23 de la Ley de b materi8 estnbIPcc: "Las depe!1dencias 
y entidades, a más tardar el 31 de marzo de cada año, pondrán a disposición de los 
interesados, por escrito sus programas anuales de adquisiciones, arrendamientos y 
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servicios, así como de obra pública, salvo que medie causa debidamente justificada 
para no hacerlo en dicho plazo. 

El documento que contenga los programas será de carácter informativo; no 
implicará compromiso alguno de contratación y podrá ser adicionado, modificado, 
suspendido o cancelado, sin responsabilidad alguna para la dependencia (, entidad 
de que se trate. 

Las dependencias y entidades remitirán sus programas a la Secretaria de Comercio 
y Foinento Industrial, quién, también para efectos informativos, podrá llevar a cabo 
la integración correspondiente." 

El programa anual de adquisiciones, arrendamientos y servicIos deberá estar 
requisitado conforme a lo dispuesto por el clasificador por objeto del gasto, que es 
la guía general para su formateado, este lo podemos definir como el agrupamiento 
ordenado, homogéneo y coherente de los bienes y servicios que las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal requieren para desarrollar sus 
acciones y en general, de las erogaciones que realizan, atendiendo el fin que los 
destinen. 

Su papel consiste en proporcionar una adecuada descripción de los renglones de 
gasto, para su adecuada identificación a través de los elementos que la conforman: 
capítulo, concepto y partida. 

Los capítulos constituyen conjuntos homogéneos y ordenados de los bienes o 
servicios que el Estado necesita para la consecución de sus objetivos y metas, lQs 
conceptos constituyen subconjuntos homogéneos y ordenados en forma especifica, 
producto de la desagregación de los bienes o servicios contemplados en cada 
capítulo, y las partidas constituyen expresiones concretas y detalladas del bien o 
servicio que. se adquiere o del gasto que se realiza; su primer capítulo el 2000 
"Materiales y Suministros" agrupa las asignaciones destinadas a la adquisición de 
toda clase de insumos requeridos por las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal; su capítulo 3000 "Servicios Generales", en este 
agrupa las asignaciones destinadas a cubrir el costo de todo tipo de servicios 
indispensables para el buen funcionamiento de las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal y que se contraten a particulares o instituciones del 
propio sector público. El capítulo 5000 "Bienes Muebles e Inmuebles" agrupa las 
asignaciones destinadas a la adquisición de toda clase de bienes muebles e 
inmuebles que las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal 
requieran para el buen desempeño de sus funciones, los cuales son denominados 
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bienes restringidos y que para su adquisición hay que someterlos a determinado 
procedimiento, por tratarse de bienes de inversión; por último el capítulo 6000 
"Obra Pública" que se destina a las dependencias y entidades que requieran licitar 
la construcción, remodelación, etc., de inmuebles para su mejor funcionamiento. 

Asimismo, los bienes y servicios contemplados en el capítulo 2000, 3000 y 5000, 
deberán estar identificados conforme al cat~logo de adquisiciones, bienes muebles 
y servicios (CABMS), que es donde se asigna una clave para cada uno de ellos, 
para efectos de los almacenes e inventarios. 

1.3.2 MONTOS DE ACTUACION 

Los montos de actuación, para llevar a cabo los procedimientos legales de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios, para cada operación que observarán los 
comités y subcomités de las dependencias de la Administración Pública Federal, se 
establecerán en los Presupuestos de Egresos de la Federación. 

Estos montos de actuación, únicamente operarán para efectos de los procedimientos 
de invitación restringida (a cuando menos tres proveedores y la adjudicación 
directa), que se realicen al amparo del artículo 82 de la Ley de la materia, y que 
serán analizados en los capítulos siguientes; ello en virtud de que para los 
procedimientos de licitación pública y sus excepciones no son aplicables dichos 
montos, en virtud de ser la primera la regla general en la materia. Lo anterior se 
especificará más a fondo en el estudio de los procedimientos de invitación 
restringida, para su mayor entendimiento. 

1.3.3 ACUERDOS, OFICIOS-CIRCULARES, MANUALES. 

Es importante mencionar en este tema que con frecuencia la Secretaria de 
Contraloria y Desarrollo Administrativo emite lineamientos, acuerdos u oficio­
circulares, mismos que deben ser observados y aplicados por las distintas 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal. 

Estos lineamientos, acuerdos u oficio-circulares que publica esta Secretaría en el 
DIario Oficial de la Federación, están directamente relacionados con el artículo 134 
Constitucional, con las diversas disposiciones que se invocan de la Ley de 
Adquisiciones y Obras Públicas y demás disposiciones aplicables, y el 
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incumplimiento de los mismos da lugar a que la Secretaria y los órganos de control 
procedan en los términos de los ordenamientos en cita y de la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos a fincar responsabilidades e imponer 
sanciones que a cada caso corresponda, asimismo si se cometiese con ello un delito 
se procederá en los términos del Código Penal para el Distrito Federal en Materia 
Común y para toda la República en Materia Federal, así como el fincamiento de 
responsabilidades para resarcir a la propia Hacienda Pública Federal. 

Dentro de los acuerdos, lineamientos y oficios - circulares más relevantes y de los 
cuales su observancia debe ser inmediata por regular los procedimientos materia de 
la Ley vigente, y que se encuentran en vigor son los siguientes: 

• ACUERDO QUE ESTABLECE LAS BASES DE INTEGRACION y 
FUNCIONAMIENTO DE LOS COMITES DE ADQUISICIONES, 
ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON BIENES 
MUEBLES Y DE LAS COMISIONES CONSULTIVAS MIXTAS DE 
ABASTECIMIENTO DE LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA 
ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL. 

El presente acuerdo fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 03 de 
Mayo de 1990, el cual fue emitido para dar cumplimiento a lo establecido por el 
artículo 17 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Prestación de Servicios 
relacionados con Bienes Muebles, vigente en ese tiempo, mismo que entró en vigor 
a partir del día siguiente al de su publicación, en el cual como su propio nombre se 
indica señala como se integrarán y funcionarán los comités de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios que son los órganos que tendrán por objeto determinar 
las acciones conducentes para la optimización de los recursos destinados a estos 
rubros y coadyuvar al cumplimiento de las metas establecidas por la propia Ley. De 
igual manera establece cuando se integrarán las comisiones consultivas mixtas de 
abastecimiento en razón del volumen e importancia de las adquisiciones y servicios 
de procedencia extranjera. 

Ahora bien, nosotros consideramos que dada la naturaleza de los comités y 
comisiones consultivas mixtas de abastecimiento, como órganos de control de esta 
materia, lo relacionado a ellos será analizado en los siguientes capítulos y más 
específicamente en lo relaciClmdo a los <'-rganos intemCls y extemos de CClntrol. 
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• LINEAMIENTOS PARA EL OPORTUNO Y ESTRICTO CUMPLIMIENTO 
DEL REGIMEN JURIDICO DE LAS ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS, 
PRESTACION DE SERVICIOS DE CUALQUIER NATURALEZA, OBRAS 
PUBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON ESTAS. 

Estos lineamiento~ fueron publicados en el Diario Oficial de la Federación por la 
Secretaría de Contraloria y Desarrollo Administrativo el día viernes 15 de marzo de 
1996; los cuales son derivados de que las atribuciones de vigilancia competen a 
esta Secretaria, la cual ha observado un número considerable de inconformidades 
que se originan por imprecisiones u omisiones en la elaboración y contenido de las 
bases para las licitaciones o bien, en su aplicación. Asimismo, dichas imprecisiones 
según la Secretaria también se observan en los actos de presentación y apertura de 
proposiciones; en la evaluación de propuestas técnicas y económicas, ya sea para la 
descalificación o emisión del fallo e igualmente por la inexacta aplicación de las 
disposiciones que regulan el libre acceso e igualdad de oportunidades entre los 
concursantes. 

Por lo que ésta Secretaria, previa consulta con la Secretaria de Hacienda y Crédito 
Público, y de Comercio y Fomento Industrial, determinaron que es preciso que se 
adoptarán las medidas preventivas tendientes a garantizar que los recursos 
económicos del Estado que se eroguen en las materias de la Ley de Adquisiciones y 
Obras Públicas, se destinen a los fines a que están afectos, en las mejores 
condiciones para el Estado y con la transparencia y honradez que exige el ejercicio 
de la función pública. 

Ahora bien, muchos de los aspectos que establece este acuerdo son considerados en 
este trabajo de tesis dentro del desarrollo de sus capítulos como se verá más 
adelante, no obstante ello cabe destacar de entre los aspectos más relevantes que 
señala este acuerdo se encuentra el numeral 1.3, que establece: "La publicación de 
las convocatorias de las licitaciones públicas deberá efectuarse atendiendo a lo 
dispuesto por el artículo Cuarto Transitorio de la Ley de Adquisiciones y Obras 
Públicas, esto es, en la sección especializada del Diario Oficial de la Federación y 
simultáneamente en un diario de la Entidad Federativa donde haya de ser utilizado 
el bien, prestado el servicio o ejecutada la obra. 

Cuando los supuestos a que se refiere la última parte del párrafo anterior se 
requieran en el Distritc Federal, la conv.:'cat'Jrla ~erá Pilbl1c?da ~';cl~¡~i\'aniente en 
la sección especializada del Diario Oficial de la Federación. 
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En la hipótesis de que las convocatorias se refieran a requerimientos consolidados 
que abarquen tres o más Entidades Federativas aquéllas se publicarán únicamente 
en la sección especializada del Diario Oficial referido y en un diario de circulación 
nacional. 

En las convocatorias de las licitaciones públicas en que se haya autorizado una 
reducción en el plazo para la presentación y apertura de proposiciones, deberá 
indicarse quién autorizó dicha reducción y la fecha en que ésta se otorgó. 

Cuando en los ténninos del párrafo cuarto del artículo 15 de la Ley de 
Adquisiciones y Obras Públicas se pretenda pactar cláusula arbitral en los contratos 
respectivos, deberá recabarse, previamente a la publicación de la convocatoria de 
que sé traté, la autorización de la Secretaria de Contraloria y Desarrollo 
Administrativo, la que recabará la opinión de las Secretarías de Hacienda y Crédito 
Público, y de Comercio y Fomento Industrial". 

Con respecto al segundo párrafo de este numeral, como se observó anterionnente al 
tratar lo relativo a la Ley de Adquisiciones para el Distrito Federal, las 
dependencias, órganos desconcentrados y entidades deberán publicar las 
convocatorias simultáneamente en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el 
Diario Oficial de la Federación, por lo que el referido numeral resulta inaplicable 
ya para el Distrito Federal. 

Otro aspecto importante de citar es el que contempla el numeral 1.6, el cual señala: 
"La fonnulación de las bases de la licitación se rige por el artículo 33 de la Ley de 
Adquisiciones y Obras Públicas. Los requisitos y condiciones de éstas serán iguales 
para todos los participantes, a efecto de propiciar mayor competencia y 
transparencia entre ellos, particulannente en lo relativo a tiempo y lugar de entrega, 
plazo para la ejecución de trabajos, así como en la fonna de pago, como lo 
establece el antepenúltimo de la disposición en cita. A este respecto las áreas que 
en las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal desarrollen la 
función de preparar y conducir las diversas etapas de la licitación deberán de 
inmediato proceder a la revisión de las disposiciones que rigen estos actos, con el 
objeto de eliminar de dichos documentos requisitos que no sean esenciales en las 
proposiciones, tales como la utilización de sobres de colores en que se contengan 
las ofertas, protección de datos con cinta adhesiva transparente, presentación de 
ofertas engargoladas o encuadernadas, varias copias de las propuestas, yen general 
cuaJq'.!ier requisito cuyo prc'pósito PO sea esencial p2f3 el objeto de I~s bases. 
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Cabe señalar que de ser indispensable solicitar tales requisitos por la naturaleza de 
los bienes a licitar, deberá precisarse exactamente en las bases que si bien para 
efectos de descalificación no es indispensable su cumplimiento, si lo es para la 
mejor conducción del procedimiento de que se trata". 

Por lo que con este numeral se pretende que las di ferentes dependencias y entidades 
de la Administración Pública, eliminen requisitos que no son indispensables ni 
influyen para el desarrollo y adjudicación del contrato respectivo, pues'to que no 
varia la naturaleza y esencia de ser del procedimiento. 

El numeral 1.7 que también es importante citar establece: "Las convocan tes no 
podrán establecer en las bases de las licitaciones la previsión relativa a "reservarse 
el derecho" de descalificar o no a los concursantes, ya que es causa de 
descalificación el incumplimiento de alguno de los requisitos de las bases, excepto 
los indicados como optativos y por lo tanto, la descalificación no es un acto 
discrecional de la convocan te, sino que se trata de un acto regulado por los articulas 
33 fracción Ill, 45 y 58 de la Ley de la materia." 

Este numeral es bastante claro, ya que como el mismo lo describe las dependencias 
no podrán reservarse el derecho de descalificar a un proveedor ya que el mismo 
deberá ser descalificado en la etapa donde incumpla con alguno de los requisitos de 
las bases de licitación.' 

Un numeral más que merece señalarse es el 1.8 mismo que menciona lo siguiente: 
"No es admisible establecer como requisito para participar en las licitaciones, que 
la persona que asista a entregar la propuesta cuente con poderes de representación 
de la empresa en cuyo nombre presente aquélla. En este caso, será suficiente contar 
con una carta poder simple e identificación, toda vez que la persona que suscriba la 
propuesta en la licitación es la que debe contar con los documentos notariales que 
lo acrediten como apoderado o administrador de la empresa con las facultades 
legales expresas para comprometerse y contratar en nombre y representación de la 
misma". 

Este numeral al igual que el anterior, en el sentido literal del mismo es entendible 
que para efecto de que en muchas ocasiones el representante legal de una empresa 
no pueda asistir a un evento, con este numeral da la pauta a efecto de que asistan a 
los eventos cualquier persona con carta poder simple emitida en su favor y para los 
efectos que correspondan, siempre y cuando la misma sea firmada por dicho 
representante legal, así como presentar original y copia de una identificación 
oficial. 
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Las principales disposiciones que contemplan estos lineamientos aplicables en esta 
materia sobre los procedimientos a que se refiere la Ley de la materia, son 
considerados en el desarrollo de los capítulos siguientes de este trabajo de tesis, 
mismos que en virtud de su gran apoyo a la Ley, deben ser considerados por las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal. 

• OFICIO-CIRCULAR POR EL QUE SE. DAN A CONOCER LOS 
LINEAMIENTOS Y CRITERIOS PARA QUE EN LOS PROCEDIMIENTOS DE 
LICIT ACION PUBLICA E INVIT ACION RESTRINGIDA y EN LO 
RELACIONADO CON LA EJECUCION y CUMPLIMIENTO DE LOS 
CONTRATOS DE ADQUISICIONES, OBRAS PUBLICAS Y SERVICIOS DE 
CUALQUIER NATURALEZA, SE OBSERVE ESTRICTAMENTE LO 
DISPUESTO POR LA LEY DE ADQUISICIONES Y OBRAS PUBLICAS. 

Estos lineamientos y criterios fueron publicados por la Secretaria de Contraloría y 
Desarrollo Administrativo en el Diario Oficial de la Federación el día miércoles 2 
de octubre de 1996, la cual oyendo la opinión de las Secretarías de Hacienda y 
Crédito Público y de la de Comercio y Fomento Industrial, instruyó diversas 
medidas, cuyo propósito fue coadyuvar al debido cumplimiento de la Ley de 
Adquisiciones y Obras Públicas y facilitar en la práctica su aplicación. 

Tal y como lo establecen los propios lineamientos se tuvo la finalidad de orientar a 
los servidores públicos responsables de aplicar la Ley en la conducción de los 
procesos, tanto de licitación pública como de invitación restringida a actuar con 
eficacia, eficiencia, transparencia y honradez en la adjudicación de los actos y 
contratos que en ese contexto realicen o celebren las dependencias o entidades de la 
Administración Pública Federal. 

Los temas relacionados con este oficio-circular serán considerados durante el 
análisis de este trabajo en sus siguientes capítulos, sólo cabría establecer que dentro 
de lo más relevante del mismo es lo aplicable a la invitación restringida a cuando 
menos tres proveedores, por lo que es importante su aplicación en está excepción a 
la licitación pública, la cual es materia del capítulo JJJ de este trabajo de tesis. 
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* ACUERDO QUE ESTABLECE LA INFORMACION RELA TIV A A LOS 
PROCEDIMIENTOS DE LICIT ACION PUBLICA QUE LAS DEPENDENCIAS 
Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL DEBERAN 
REMITIR A LA SECRETARIA DE CONTRALORIA y DESARROLLO 
ADMINISTRATIVO POR TRANSMISION ELECTRONICA O EN MEDIO 
MAGNETICO, ASI COMO LA DOCUMENTACION QUE LAS MISMAS 
PODRAN REQUERIR A LOS PROVEEDORES PARA QUE ESTOS 
ACREDITEN SU PERSONALIDAD EN LOS PROCEDIMIENTOS DE 
LICIT ACION PUBLICA. 

Este acuerdo fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el día viernes II 
de abril de 1997 por la Secretaria de Contraloria y Desarrollo Administrativo, 
mismo que entró en vigor al día siguiente al de su publicación, derogando todas las 
disposiciones que se opusieran al presente acuerdo. 

Este acuerdo es lo más nuevo en la materia, por lo que ésta Secretaria tomando en 
cuenta la opinión de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, y considerando 
que es necesario modernizar los procedimientos de las contrataciones 
gubernamentales para que el gobierno federal pueda disponer de los bienes y 
servicios a menor costo y con la oportunidad necesaria, ha implantado un sistema 
electrónico denominado COMPRANET (Sistema electrónico de contrataciones 
gubernamentales de la Contraloría), donde se genera toda la información derivada 
de las licitaciones publicas, de igual manera con el mismo se eliminarán requisitos 
y documentación que resultan inadecuados para el correcto desarrollo y control de 
los procedimientos licitatorios en mención. 

Ahora bien las nuevas disposiciones de este acuerdo se irán desglosando dentro del 
estudio y análisis de este trabajo de investigación, no obstante ello hablaremos un 
poco más acerca de este nuevo sistema de compras por este sistema electrónico. 

Cabe señalar antes que todo, que la Secretaría de Contraloría y Desarrollo 
Administrativo dentro de las facultades que le otorga la Ley de la matería es el de 
vigilar la estrícta observancia y aplicación de la misma y de las disposiciones 
vigentes en la materia, pero ello únicamente se daba cuando existía alguna 
inconformidad por algún proveedor ante la misma Secretaria en contra de actos u 
omisiones por parte de las dependencias y entidades convocantes. 

Con la implementación de este sistema electrónico denominado COMPRANET, la 
Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, tiene más control acerca de 
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las distintas etapas y desarrollo de los mismos, toda vez que como se verá durante 
el desarrollo del presente trabajo las convocantes remitirán cierta documentación a 
dicha Secretaría en los términos que señala el presente acuerdo, por transmisión 
electrónica o en medio magnético y en que versiones del programa word para 
Windows (Procesador de textos), a efecto de que la misma pueda verificar el 
desarrollo de los eventos, 

Al hablar de transmisión electrónica según el propio acuerdo, su numeral 2,8 señala 
que se refiere al envío de datos a través de medios de comunicación electrónica 
como líneas telefónicas, enlaces dedicados, microondas y similares, y por medio 
magnético según el numeral 2,9 se refiere al dispositivo de almacenamiento de 
información conocido como disco flexible en formato de 3,5 pulgadas compatible 
con computadoras personales, 

Por COMPRANET como lo establece el numeral 2,5 de este acuerdo debe 
entenderse como el sistema electrónico de contrataciones gubernamentales de la 
Contraloría, con dirección electrónica en internet http://rtn,net,mx/compranet o 
http://compranet,gob,mx; y al programa de captura según el numeral 2, II como el 
programa informático desarrollado por la Contraloría que las dependencias y 
entídades utilizarán como único medio de captura y entrega de información relativa 
a los puntos 3,1, 33, 3,5 Y 3,6 del presente acuerdo para efectos de COMPRANET, 

Derivado de lo anterior, los proveedores que se interesen en participar en 
procedimientos de licitación pública, pueden conectarse a INTERNET y en el 
mismo verificar el sistema COMPRANET, y por medio de este corroborar los datos 
que crean convenientes respecto de la modalidad del bien o servicio que puedan 
ofertar, 

Con esto los proveedores tienen de la ventaja de ahorrarse el dirigirse a la 
dependencia o entidad a conocer algunos aspectos del procedimiento, ello más aún 
cuando son proveedores que se ubican fuera del Estado donde se convoque la 
Licitación, 

De igual manera, aunque será tema de un punto de análisis del capítulo siguíente, 
cabe señalar que en relación a la compra de las bases de los concursos, las mismas 
podrán adquirírse en la entidad convocan te como regularmente se hace, o en su 
caso adquirirlas por medio del sistema de pago en bancos que para el efecto genera 
este sistc~'.", debiendo para ello bs dependencias y entid8de, > tGI Y cerno 10 señala 
el párrafo segundo de este acuerdo, donde establece que dentro de los 20 días 
naturales siguientes a la entrada en vigor del acuerdo deberán remitir a la 
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Contraloría la relación de las cuentas bancarias destinadas para el pago de bases en 
bancos. Este punto sea abundará más a fondo en el siguiente capítulo en lo 
referente a la venta de las mismas. 

No obstante la entrada en vigor de este acuerdo, el numeral 3 del mismo señala 
que: "a partir del día 10 de junio del año en curso, las dependencias y entidades 
deberán remitir a la Contraloria a través del programa de captura, mediante 
transmisión electrónica o en medio magnético, la información derivada de las 
licitaciones públicas". 

El numeral 4.2 de este acuerdo establece que: "a partir del trigésimo día natural 
siguiente a la fecha de entrada en vigor de este acuerdo, las dependencias y 
entidades deberán recoger en la Subsecretaria de Atención Ciudadana y Contraloria 
Social de la Contraloria, el programa de captura indicado en el punto 2.11 
(Programa informático desarrollado por la Contraloria), el cual estará personalizado 
por cada unidad compradora o de obra pública y que servirá para enviar la 
información a que aluden los puntos 3.1, 3.3, 3.5 Y 3.6." 

Los puntos señalados en el último párrafo del numeral antes descrito, se refieren a 
la información que se enviará a la Secretaria por los medios antes citados, que en 
resumen son los siguientes: las convocatorias de las licitaciones públicas en el 
Diario Oficial de la Federación, las bases de licitación, los avisos de 
modificaciones a estos, las actas de las juntas de aclaraciones de bases, los fallos de 
las mismas y los cambios que sufran éstos en los supuestos que prevea la Ley, así 
como los datos relevantes de los contratos; estos en los plazos que el mismo 
acuerdo estipula. 

Es importante señalar, que este sistema asigna una clave de identificación a cada 
dependencia, por lo que la numeración correspondiente a cada procedimiento de 
licitación pública va de manera progresiva. 

Entre otros aspectos estipula en el numeral 8 de este acuerdo, que las dependencias 
ya no requerirán documentación alguna a los proveedores para efecto de acreditar 
su personalidad, sino que bastará con el llenado del formato que se anexa en este 
acuerdo, mismo que es materia de análisis del punto 3.5.1 de este trabajo de tesis, 
donde se abundará más a este respecto. 

Por ú1t;mu cstalJ1cce \3n su párrafo priíllero uel nun-,clal 11 qut!: "los sef\·idúres 
públicos de las dependencias y entidades que incumplan con las disposiciones 
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establecidas por este acuerdo, serán sancionados, en su caso, confonne a lo previsto 
por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos." 

Este acuerdo de lo más reciente en la materia, tiene finalidad mantener más en 
contacto a la Contraloria a efecto de que esta verifique que los procedimientos de 
licitación pública se llevan a cabo confonne a lo dispuesto por la Ley de la materia. 
Asimismo, a través de este se observa el desarrollo de la tecnología cada vez es 
más avanzado y con lo cual se trata de un mecanismo integral, transparente, en todo 
momento auditable y de amplia difusión de rendición de cuentas a la sociedad 
sobre los procedimientos de contrataciones gubernamentales del ámbito federal. 

Es importante señalar que las disposiciones del presente acuerdo, como ya quedó 
mencionado en el inicio de este tema, es única y exclusivamente para el desarrollo 
de los procedimientos de licitación pública, exceptuando de ello a la invitación 
restringida a cuando menos tres proveedores y la adjudicación directa. 

No obstante, que las dependencias y entidades del Distrito Federal se rigen por la 
Ley de Adquisiciones para el Distrito Federal a partir del día 29 de septiembre de 
1998, continúan remitiendo la infonnación a que se refiere este ordenamiento a la 
Secretaria de Contraloria y Desarrollo Administrativo, ello consideramos con la 
finalidad de mantener actualizado el sistema en mención. 

Todos los aspectos a observarse del presente acuerdo, serán analizados 
minuciosamente en el capítulo siguiente en el punto que corresponda para el mejor 
entendimiento del mismo. 

En relación a lo anterior, también las diferentes dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal elaboran sus manuales que contendrán las políticas 
internas y lineamientos en la materia, mismas a aplicarse por el comité 
correspondiente, estos toman su base en el párrafo segundo del articulo 10 de la Ley 
de la materia que establece lo siguiente: 

"Los titulares de las dependencias y los órganos de gobierno de las entidades 
emitirán, bajo su responsabilidad y de conformidad con este mismo ordenamiento, 
las políticas, bases y lineamientos para las materias que se refieren en este artículo" 

De igual modo encuentra su fundamento en la fracción lI1 y VI del artículo 24 de la 
Ley, qt:c a la ktra dice" 
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"Artículo 24.- Las dependencias deberán establecer comités de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios que tendrán las siguientes funciones: 

111. Proponer las políticas internas, bases y lineamientos en materia de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios ... " 

Asimismo, en la fracción VI del mismo artículo de la Ley, establece la elllboración 
del manual de integración y funcionamiento de los distintos comités, misma que 
señala: 

VI. Elaborar y aprobar el manual de integración y funcionamiento del comité, 
conforme a las bases que expida la Secretaria. 

Las dependencias y entidades deberán por conducto de su comité o subcomité 
correspondiente, cumplir con estricta observancia y aplicación los procedimientos a 
que se refiere la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas, a través de las 
disposiciones que ellos mismos establezcan en sus manuales. En sus políticas, 
bases y lineamientos establecerán los casos y circunstancias que la propia Ley deje 
a su consideración la aplicación de ciertos preceptos contenidos en la propia Ley y 
demás normatividad, de acuerdo a sus necesidades, tales como condiciones de 
pago, cuando exentar a un proveedor de presentar la garantía de cumplimiento de 
contrato, etc. De igúal manera, con respecto a su manual de integración y 
funcionamiento de cada comité o subcomité, éste deberá estar ajustado al Acuerdo 
que establece estas bases y que acabamos de citar anteriormente, asimismo en él se 
señalarán las funciones, actividades, objetivos, metas e integración del mismo de 
acuerdo al fin, estructura y necesidades de cada dependencia. 
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CAPITULO 11 

CONCEPTOS GENERALES 

2.1 DEFINICIONES: 

2.1.1 CONCEPTO DE PROCEDIMIENTO 

A este respecto, señalaremos varios criterios sobre este término, desde el punto de 
vista meramente gramatical, así como dentro de la esfera administrativa, que es la 
materia que nos ocupa. 

El Maestro Carlos Arellano García, señala que: "el procedimiento es el desarrollo 
real de un caso en que se ha planteado una determinada controversiaYI 

El procesalista mexicano, Eduardo Paliares lo define como "el modo como va 
desenvolviéndose el proceso, los trámites a que está sujeto, la manera de 
sustanciarlo, que puede ser ordinaria, sumaria, sumarisima, breve o dilatada, escrita 
o verbal, con una o varias instancias, con periodo de prueba o sin él, y así 
sucesivamente".(8) 

Los conceptos anteriormente citados, definen lo que es el procedimiento en general, 
derivado de lo cual podemos señalar que se trata de la acción o modo de obrar, el 
caso concreto, la serie de etapas que conllevan a un fin que puede ser o no el 
supuesto deseado, ya que cada procedimiento es diferente, cada uno tiene sus 
características. 

El Maestro Gabino Fraga, ubica al procedimiento dentro de la esfera 
administrativa, señalando que: "el acto administrativo requiere normalmente para 
su formalización estar precedido por una serie de formalidades y otros actos 
intermedios que dan al autor del propio acto la ilustración e información necesarias 
para guiar su decisión, al mismo tiempo que constituyen una garantía de que la 
resolución, no de un modo arbitraría, sino de acuerdo con las normas 
legales. Ese conjunto de formalidades y actos que preceden y 

(7) Teoria General del Proceso. 19". edición. Edit. Porma S.A., México 1992. pag.!J. 
(8) D,ccionario de Derecho Procesal Ci\'il, 20". edición, Edit. Porma.S.A., México 199/. pag 602. 
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preparan el acto administrativo es lo que constituye el procedimiento 
administrativo". (9) 

A nuestro juicio, este autor al definir este concepto lo hace de lo general a lo 
especifico. 

Tomando en cuenta los conceptos antes. mencionados, y ajustados a nuestra 
materia, nosotros lo consideramos como un procedimiento fonmativo, es decir, una 
serie de etapas mediante las cuales se llega a un fin, la celebración del contrato 
respectivo y la satisfacción de las necesidades públicas. Para la Administración 
Pública el procedimiento debe ser obligatorio, debido a que si esté faltara, o se 
llevara a cabo de manera irregular daría lugar a la nulidad absoluta o relativa del 
procedimiento administrativo, y por lo tanto del contrato mismo. La serie de etapas 
que constituye el procedimiento administrativo varía de acuerdo a la materia de que 
se trate o al acto administrativo que se pretenda, es decir el procedimiento 
administrativo debe ajustarse a cada caso en especifico. 

2.1.2 LICITACION. 

Los conceptos de los doctrinarios sobre este tema son muy similares, ya que 
contienen en esencia la naturaleza de ella, su razón de ser, por lo tanto a 
continuación citaremos algunos. 

El Maestro Lucero Espinosa Manuel, señala que: "la palabra "Licitación" ha sido 
usada de manera confusa en nuestra legislación, puesto que para referirse a ella se 
usan como sinónimos los de "concurso" o "subasta", las cuales resultan impropias 
desde el punto de vista jurídico, en cuanto que para el Derecho tales ténminos 
tienen una acepción diferente". (10) 

Es importante mencionar que la palabra licitación es un ténmino propio de la Ley 
de Adquisiciones y Obras Públicas, materia que nos ocupa, es decir, sólo pueden 
convocar a licitación las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, ya que ésto es regulado por esta nonma. 

(9) Gabino Fragtl. O¡"l. Cir. P,íg. 279- }80 
(lO) La Licitación Pública. Edit. POI"nía S.A .. Mé.tico 1993. Pago 27. 
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Para el Maestro Manuel S. Marienhoff, la licitación "consiste en un procedimiento 
de selección del cocontratante de la Administración Pública que, sobre la base de 
una "previa" justificación de idoneidad moral, técnica y financiera, tiende a 
establecer qué persona o entidad es la que ofrece el "precio" más conveniente para 
el Estado". (11) 

Sayagués Laso Enrique, la define como "un procedimiento relativo a la forma de 
celebración de ciertos contratos, cuya finalidad es determinar la persona que ofrece 
condiciones más ventajosas; consiste en una invitación a los interesados para que, 
sujetándose a las bases preparadas (pliego de condiciones), formulen propuestas, de 
las cuales la administración selecciona y acepta la más ventajosa (adjudicación) con 
lo cual el contrato queda perfeccionado; y todo el procedimiento se funda para 
alcanzar la finalidad buscada, en los principios de igualdad de los Iicitantes y 
cumplimiento estricto del pliego de condiciones". (12) 

Como se desprende de los conceptos anteriormente citados, conllevan a diferentes 
criterios, conteniendo en esencia la naturaleza de la licitación, por lo cual podemos 
señalar que se trata de un procedimiento, regla general en la materia de la Ley de 
Adquisiciones y Obras Públicas, relativo a la forma de celebración de los contratos 
de la Administración Pública Federal, misma que debe ajustarse a la Ley 
reglamentaria y normatividad vigente en la materia, a efecto de que a través del 
mismo sea seleccionada la persona que ofrezca las mejores condiciones legales, 
técnicas y económicas requeridas por la entidad convocante para el suministro de 
ciertos bienes o contratación de servicios. 

Desde nuestro punto de vista muy personal, consideramos que la licitación es un 
procedimiento regulado por normas administrativas, a través del cual la 
Administración Pública elige para contratar a cierta persona física O moral para la 
celebración de un contrato determinado, sobre la prestación de un servicio o el 
suministro de ciertos bienes necesarios para cubrir las necesidades y el óptimo 
desempeño de las funciones sustantivas de la convocante, ésto siempre y cuando 
durante el desarrollo de dicho procedimiento haya ofrecido en tiempo y forma los 
requisitos solicitados para participar, las condiciones técnicas requeridas por la 
convocante y ofrezca el precio más conveniente para ello. 

(1 J) n'ülado dI! Derecho AdminiSfrativo. 30. edición Tomo /JI·A .. Edicion.'s Abeledo-Pe"ot. Bueno.\" Aires 1983. 
!ujg 18/ 
(L') Sa,Hlgués Laso. Ellliqlll? Trafado de Derecha Administrarivo. Ja. edición. Tomo J. Edit. Afartin Bianchi, 
MOn(eüdt'o L'rugllo\'/963, pago 552-553. 
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Lo anterior cabe establecerlo, únicamente nos abocamos a una definición teórica, 
pero es importante manifestar como se verá en el capítulo siguiente que para llevar 
a cabo un procedimiento de esta índole, es necesario que la dependencia o entidad 
cuente con los recursos presupuestales disponibles para llevar a cabo el mismo. 

Las ventajas de la licitación son indudables, pues aseguran las condiciones más 
ventajosas, elimina los favoritismos, y pennite un control eficaz en esta materia, 
aunque como todo, no únicamente podemos hablar de ventajas, ya que también en 
ciertos casos no es conveniente llevarla a cabo, y es por ello que existen 
procedimientos excepción a esta regla, los cuales se estudiarán en el siguiente 
capítulo y como se analizará en su momento, son llevados a cabo cuando no sea 
conveniente o idóneo realizar o llevar a cabo una licitación. 

Otro tema importante es mencionar en este punto, el de establecer el signi ficado de 
los vocablos "licitante" y "licitador" que en muchas ocasiones son usados de 
manera confusa, ya que licitante se utiliza para referirse a los órganos de la 
Administración Pública. 

A este respecto Miguel S. Marienhoff resuelve dicha confusión y señala que: 
"La real Academia Española distingue entre ambos vocablos y da la acertada 
solución. Según ella "licitante" significa "que licita", y es el participio activo de 
"licitar"; en cambio, "licitador" es "el que licita". En una licitación pública. "licita" 
el Estado - o sus organismos -, y "los que licitan" son los oferentes (personas 
individuales o juridicas). "Licita" el que llama a licitación, y por ello debe 
designársele "licitante"; en cambio, los que acuden a ese llamado, "los que 
licitan", haciendo sus ofertas, son los referidos oferentes. Siendo "licitante" el 
participio activo de licitar, va de suyo que "licitante" es aquél de quién parte la 
acción o el movimiento, o sea el que "llama a licitación", vale decir el Estado O sus 
órganos". "Por tanto, licitante es el Estado - o sus organismos -, licitador es el 
oferente, el que hace oferta o propuesta,,(3) 

Estas posiciones, las consideramos acertadas, ya que como lo señala este autor, 
"licita" el Estado, quien llama o convoca, y los que acuden a licitar son los 
oferentes, esto aún y cuando nuestra Ley vigente maneje el ténnino "licitante" para 
referirse a la persona fisica o moral que concurre a presentar ofertas, o 
incluso hable de participante y/o proveedor, de lo cual se observa no 
existe un criterio definido, es decir, en todo procedimiento existen básicamente dos 

(/3/ Loc. cit pugs_ 225 - 226 
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partes, a las cuales debe denominársele cierto vocablo que sea propio de la materia 
que se trate, y nuestra legislación actual no unifica este criterio, ya que en la 
práctica se ha hecho costumbre el manejo de dichos términos. Esto debe ser tomado 
en cuenta en próximas legislaciones o reformas y adoptar un criterio propio, que 
sea básico en la materia que nos ocupa, a fin de que las dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal usen acertadamente estos vocablos que tienen 
diferentes acepciones, y evitar confusiones respecto a ellos, una vez definido en 
nuestra legislación dicho criterio. 

2.1.3. L1CITACION PUBLICA 

Ya establecido el concepto "lato" de licitación, ahora definiremos lo que debe 
entenderse por licitación pública, que es la base del presente trabajo de 
investigación. 

"Por licitación pública debe entenderse el procedimiento de selección del 
cocontratante de la Administración donde el número de oferentes o licitadores no 
tiene limitaciones, dado que pueden concurrir a ella todas aquellas personas o 
entidades que, de aC\lerdo a las normas vigentes, estén en condiciones de 
presentarse a la licitación de que se trate".(14) 

El Maestro Lucero Espinosa, señala que: "este tipo de licitación tiene como 
caracteristica fundamental que es un procedimiento abierto, toda vez que la 
invitación hecha por la Administración Pública se realiza a personas 
indeterminadas, de tal manera que el número de oferentes, que pueden 
concurrir a formular sus ofertas no se encuentra limitado, ya que puede hacerlo 
cualquier interesado que reúna los requisitos legales". (15) 

En la licitación pública el número de oferentes o licitadores no tiene limitación, 
toda vez que una entidad convocante al realizar o publicar su convocatoria en el 
Diario Oficial de la Federación, da libertad para que puedan presentarse 
A adquirir las bases de la licitación pública todos aquellos 
proveedores que quieran participar y presentar sus propuestas sobre la 
modalidad de la licitación. 

(/4) Op ej¡. pág 181. 
r / 5) Loe. ClI pág. 39 
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Algunos autores señalan que la licitación pública es una limitación establecida por 
la Ley o reglamentación a la discrecionalidad o amplitud de facultades que la 
Administración tiene para elegir las personas con las cuales contrata, lo cual 
consideramos es analizado desde un punto de vista muy estricto, ya que: "la 
generalidad o frecuencia con que el Derecho positivo exija la licitación como 
procedimiento para la celebración de contratos administrativos, en modo alguno 
convierte, pues, a dicha exigencia en el principio o regla aplicable er. la especie,,(16) 

Cabe señalar que en la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas, se establece que 
.... .las dependencias y entidades señaladas en las fracciones anteriores, se 
abstendrán de crear fideicomisos, otorgar mandatos o celebrar actos o cualquier 
tipo de contratos, cuya finalidad sea evadir lo previsto en este ordenamiento,,(17); 
por lo que la Administración Pública deberá tener cuidado en la omisión de cumplir 
con lo anterior, ya que se podria incurrir en responsabilidad, y por ello es que 
nuestra legislación establece bases y lineamientos como el anterior con el efecto de 
veri ficar que los recursos económicos de que dispone para la satisfacción de sus 
necesidades sean aprovechados y guiados para fines lícitos, y desde luego 
ejercitados de la manera más transparente posible. 

En nuestra opinión, aún cuando el Derecho vigente no la exigiere como requisito 
esencial, la Administración Pública puede recurrir a la licitación, requisito que lejos 
de viciar el acto lo rodea de juridicidad, dadas las garantías de seriedad y las 
condiciones que la misma ofrece al Estado. 

Por ello, el Maestro Jose Canasi, señala que: "en materia de contratos 
administrativos la licitación pública es la regla general, siendo la excepción la 
licitación privada o contratación directa".(18) 

La licitación pública en los contratos administrativos, como todo negocio jurídico, 
en que están en juego los intereses públicos o generales del país, equivale a 
asegurar o gozar lo que es de valor propio para todos. 

A nuestro juicio, la licitación pública es el procedimiento administrativo por medio 
del cual la Administración Pública, previo la convocatoria impersonal de la misma 
a los interesados para que puedan acudir a presentar ofertas en sobre cerrado, 

(1(¡) .1.1anlle! S. MurienhojJ Loc, cit. pág. J 73-Jí4. 
(J 7) Artículo }O penúltimo párrafo de la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas. 
(18) Derecho Adminú;tralivo, ¡'al, 11. Ediciones de Palma., Buenos Aires 1974. pág. 513 



54 

determina la persona que cumple con los aspectos legales y técnicos solicitados; y 
ofrece el precio más bajo para la adquisición o servicio según sea el caso, la cual se 
vincula jurídicamente con la formalización del contrato respectivo. 

Es importante mencionar que las palabras licitación y licitación pública van 
vinculadas, es decir, se utiliza la palabra licitación como general, ello porque los 
distintos maestros de la materia señalan en SJlS diversos trabajos sobre esta materia 
que existen varios.tipos de licitación, como son: pública y privada, no obstante que 
en la actualidad la Ley reglamentaria del artículo 134 Constitucional (Ley de 
Adquisiciones y Obras Públicas) sólo establece la licitación pública y otros 
procedimientos "excepción" a ésta, tales como la invitación restringida a cuando 
menos tres proveedores y la adjudicación directa, el primero de éstos que los 
teóricos consideraban como licitación privada, ya que como se observará más 
adelante en este trabajo de investigación únicamente asisten a él los proveedores 
invitados, por. lo cual la diferencia establecida por los teóricos radica 
principalmente en que Licitación es el género del cual derivan varias especies, una 
de ellas la Pública que es el tema a tratar en este punto. 

Por lo que, como ya mencionamos anteriormente, pública se refiere principalmente 
en que a dicho procedimiento podrán asistir todas las personas físicas o morales 
que se encuentren en posibilidades de prestar el servicio solicitado o el suministro 
correspondiente, es decir, un llamado impersonal al público. 

2.1.4. LIClT ACION PUBLICA NACIONAL E INTERNACIONAL. 

Nuestra Legislación actual, asi como la normatividad aplicable en la materia 
reconocen dos tipos de licitación pública, la nacional y la internacional. 

Podemos considerar a la licitación pública nacional como la regla general, ello toda 
vez que las entidades de la Administración Pública Federal deberán dar preferencia 
a la utilización de los bienes o servicios de procedencia nacional, asimismo deberán 
preferir los insumas, materiales, equipos, sistemas y servicios que tengan 
incorporada tecnología nacional, la excepción a ello es la licitación pública 
internacional, ya que sólo puede celebrarse cuando no sea. posible la celebración de 
una licitación pública nacional. 
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Al respecto, el artículo 31 de la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas, señala los 
aspectos que caracterizan y distinguen a estos dos tipos de licitación, como a 
continuación se describe: 

"Las licitaciones públicas podrán ser: 

A. Tratándose de adquisiciones, arrendamientos y seryicios: 

1. Nacionales, cuando únicamente pueden participar personas de nacionalidad 
mexicana y los bienes a adquirir cuenten por lo menos con un cincuenta por ciento 
de contenido nacional. La Secretaria de Comercio y Fomento Industrial, mediante 
reglas de carácter general, establecerá los casos en que no será exigible el 
porcentaje mencionado, así como un procedimiento expedito para determinar el 
grado de integración nacional de los bienes que se oferten, para lo cual tomará en 
cuenta la opinión de la Secretaria y de la Contraloria; o 

n. Internacionales, cuando puedan participar tanto personas de nacionalidad 
mexIcana como extranjeras y los bienes a adquirir sean de origen nacional o 
extranjero. 

Solamente se realizarán licitaciones de carácter internacional, cuando ello resulte 
obligatorio conforme a lo establecido en Tratados; cuando, previa investigación de 
mercado que realice la dependencia o entidad convocante, no exista oferta en 
cantidad o calidad de proveedores nacionales o los contratistas nacionales no 
cuenten con la capacidad para la ejecución de la obra de que se trate; cuando sea 
conveniente en términos de precio; o bien, cuando ello sea obligatorio en 
adquisiciones, arrendamientos, servicios y obra pública financiados con créditos 
externos otorgados al Gobierno Federal o con su aval. 

Podrá negarse la participación de proveedores o contratistas extranjeros en 
licitaciones internacionales, cuando con el país del cual sean nacionales no se tenga 
celebrado un Tratado o ese país no conceda un trato recíproco a los proveedores o 
contratistas o a los bienes y servicios mexicanos. 

La Secretaria de Comercio y Fomento Industrial, tomando en cuenta la opinión de 
la Secretaria, determinará los casos en que las licitaciones serán de 
carácter nacional en razón de las reservas, medidas de transición u otros supuestos 
establecidos en !os tratados". 
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Como se desprende del artículo anteriormente citado, la diferencia principal entre 
ellas, la determina el origen del grado de integración de los bienes que se pretendan 
adquirir. Por lo cual, algunas de las circunstancias que pueden dar origen a la 
celebración de una licitación pública internacional, son las siguientes: 

• Cuando los bienes a adquirir no se produzcan en el país, no puedan ser 
sustituidos por otros de producción nacional, de acuerdo con el uso que se 
destinarán, o no cumplan con la calidad requerida. 

• Cuando haya sido declarada desierta la licitación pública nacional, en virtud de 
no haberse inscrito ningún proveedor para participar en el procedimiento, o 
cuando ninguna de las ofertas presentadas reúna los requisitos establecidos en 
las bases de .licitación o que sus precios no sean aceptables, para que opere esto 
último es menester que exista previamente investigación de mercado. 

• Cuando exista financiamiento y el organismo financiero exija la celebración de 
un concurso internacional. 

• Cuando, en general, sea conveniente en razón de precio, calidad, cantidad, 
tiempo de entrega, servicios, garantía y otros aspectos procedentes. 

Además de ello, es importante mencionar que esta decisión e investigación de los 
aspectos que conllevan a una licitación pública internacional. es propia del comité o 
subcomité de adquisiciones, arrendamientos y servicios de cada dependencia, el 
cual deberá estudiar previamente estos aspectos, debiendo justificar ampliamente el 
por qué de la necesidad de llevar a cabo un suministro o contratación de un servicio 
a través de una licitación pública internacional. 

2.2 NATURALEZA JURIDICA. 

Este tema reviste especial importancia, ya que como quedo mencionado 
anteriormente, consiste en un procedimiento llevado a cabo por la Administración 
Pública Federal, ajustado a ciertas formalidades. y que tiene como finalidad 
garantizar para ella. las mejores condiciones de compra y contratación en cuanto a 
precio y calidad. 

Por lo anterior, debe analizarse desde los siguientes puntos de vista: 
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A) Se trata de un procedimiento o de un acto condición. 

"La generalidad de los autores hallase conteste en que la licitación pública 
constituye un "procedimiento" relativo a la forma de celebración de ciertos 
contratos, surgiendo el vínculo contractual al finalizar el procedimiento con la 
resolución de la adjudicación notificada al interesado. Pero algunos autores, si bien 
afirman que se trata de un procedimiento, terminan sosteniendo que se .trata de un 
acto condición, porque condiciona la regularidad del ejercicio de la competencia de 
la autoridad pública autorizada para concluir el contrato.,,(19) 

El Maestro Manuel M. Diez, señala que: "la licitación pública, no puede 
considerarse como un acto condición, ya que consiste, como hemos visto en 
una serie de actos... como que es un conjunto de actos, en realidad es un 
procedimiento, y porque el acto condición como categoria juridica específica, 
carece de vigencia en el Derecho Administrativo actual,,(20) 

B) Otro punto de vista desde el cual debe ser analizada, es en razón de donde debe 
ubicársele a la licitación en la Teoria General del acto administrativo. 

Para un sector de la doctrina debe ubicársele dentro del elemento esencial del acto 
administrativo denominado "competencia" y la cual es estudio del elemento 
"sujeto", el Maestro Jeze Gastón, señala que "la licitación es un acto juridico que 
condiciona la regularidad del ejercicio de la competencia del órgano público 
autorizado para concluir el contrato,,(21) 

Al respecto, el Maestro Bercaintz Miguel Angel, vincula la licitación a. la 
competencia, señalando que: "si sólo fuera un requisito formal como la escritura 
pública, podría cumplirse sin afectar por ella la aptitud del órgano para elegir a su 
cocontratante. Pero no es así, la Licitación impide al agente la libre elección del 
cocontratante; traba su libertad de acción, la disminuye, restringe su competencia; 
por lo tanto, él no es competente para contratar con quién quiera,,(22) 

Asimismo, para otro sector doctrinario la licitación pública no corresponde al 
elemento competencia, sino al elemento esencial "forma". 

(9) Sayagués Laso Enrique. La Licitación Pública. Edit. Marlín Dial/ehi, Montevideo /940. pág.46 
(20) Derecho Administrarivo, Tomo 11. Edit. Onpba. Buenos Aires 1963. pág, 484. 
(2/) PrincipIOS Generales de! Derecho Administrativo. Tomo IV. Ediciones De Palma. Buenos Aires /950. pág. 72 
(22) Teoría General de los contra/os administrativos. 2". edición, Ediciones De Palma. Buenos Aires 1980, pág. 261. 
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Ahora bien, consideramos que la licitación pública es un procedimiento vinculado 
al elemento forma y que constituye desde luego un pedido de ofenas que garantizan 
al Estado las mejores condiciones, aunque cabe establecer que de algún modo se 
restringe la competencia o decisión de éste para elegir la persona con la cual 
contratará, toda vez que si la norma lo establece como obligatorio ésta debe 
cumplirse dejando atrás la libre elección del Estado, cumpliéndose con ello a través 
de un procedimiento establecido por la propia Ley, es decir, con el elemento 
esencial forma. 

Al ser establecida la licitación pública como regla general para los contratos 
administrativos de la Administración Pública Federal, en nuestra legislación actual 
el elemento esencial es la forma, derivado del cual es obvio que restringe la 
competencia del Estado para contratar. 

Los elementos forma y sujeto (competencia) van vinculados estrechamente, pero 
como ya quedó señalado, al ser establecida la licitación como regla general en 
nuestra Legislación actual, el elemento competencia pasa a ser secundario. 

Por otro lado, en caso contrario, si la licitación no fuera establecida por nuestra 
Legislación como regla general, un contrato administrativo celebrado por el Estado, 
sin la formalidad de la licitación no seria nulo por forma y por lo tanto, no se 
restringiria la competencia de éste, ya que podria contratar con quien crea 
conveniente, pero sin garantizar las condiciones que ofrece un procedimiento de 
esta naturaleza como es la licitación, y además daria lugar a un ejercicio indebido 
de los recursos económicos de que dispone la Administración Pública Federal y 
una falta de control y manejo de los mismos. 

Por lo cual consideramos, que al ir vinculados estos dos elementos y estar 
establecidos en nuestra Legislación, necesariamente la forma restringe a la 
Administración Pública su competencia para contratar. 

En este orden de ideas, el Maestro Manuel S. Marienhhof señala que: "la licitación 
aún cuando no sea requerida por la norma, en modo alguno restringe la aptitud del 
órgano administrativo competente para celebrar el contrato, pues, en casos como el 
indicado, si el contrato se efectuase sin cumplir con el requisito de la licitación, el 
órgano administrativo no habria excedido su competencia: habria omitido la forma 
del acto requerida al respecto, lo cual nada tiene que ver con la aptitud 
(competencia) para contratar. Si la licitación impide al agente público la libre 
elección de su cocontratante no es porque ello implique una limitación de la 
competencia, sino porque la emisión válida del acto administrativo requiere el 
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ineludible cumplimiento de las fonnas establecidas, una de las cuales, en tales 
casos es la licitación. Esta última incide sobre el elemento fonna, no sobre el 
elemento competencia. Un contrato administrativo llevado a cabo sin licitación, 
cuando está sea menester, es un contrato nulo por vicio de fonna, no por vicio de 
competencia. Adviértase por lo demás que el incumplimiento del requisito fonnal 
de la licitación no es intrascendente, produce nada menos que la nulidad absoluta 
del respectivo contrato(23) 

No obstante, que la licitación limita la libre elección de la Administración Pública 
para contratar, garantiza un procedimiento transparente, las mejores condiciones de 
compra para ella y aunado a ello existe un control más eficaz del ejercicio del gasto 
público. 

C) Otro aspecto importante sobre la naturaleza jurídica de la licitación es 
mencionar, si ésta constituye o no una oferta. 

Una de las finalidades y ventajas que ofrece un procedimiento de licitación pública, 
es el que se tenga el número mayor de participantes posibles, que pennitan a la 
Administración Pública Federal evaluar todas y cada una de las condiciones 
ofrecidas y en base a los críteríos de adjudicación elegir la más conveniente para 
ella, en cuanto a precio, calidad, oportunidad, etc.; por lo que, "la licitación no es 
una "oferta", sino un pedido de ofertas, un llamado impersonal para que, todos los 
que se encuentren en condiciones legales de hacerlo, fonnulen ofertas para la 
contratación respectiva." (24) 

2.3 PRINCIPIOS FUNDAMENTALES. 

Ahora nos avocaremos a analizar, de acuerdo con la razón jurídica de la licitación, 
los principios esenciales o fundamentales que la rigen, los cuales son: la 
concurrencia, la igualdad, la publicidad y la oposición o contradicción, razón por la 
cual, el incumplimiento de cualquiera de ellos lo vicia de nulidad, ya que el 
cumplimiento de todos y cada uno de ellos garantizan al Estado un procedimiento 
transparente que pennitirá la obtención del fin deseado, por tanto a continuación 
analizaremos los mismos. 

(23) Manuel S Mal"ienhuff. Loc. cit. pág. 193-194 
(24) Op. cil. pág. 196 
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2.3.1 PUBLICIDAD 

Son los medios empleados para dar a conocer cierta situación al público en general, 
"el principio de publicidad implica la posibilidad de que los interesados conozcan 
de todo lo relativo acerca de la licitación correspondiente, desde el llamado a 
fonnular ofertas hasta sus etapas conc\usivas. 

La publicidad es un principio rector de todo procedimiento administrativo, pues 
ello implica el leal conocimiento de las actuaciones administrativas, requisito 
esencial del debido proceso y que a su vez presupone una caracteristica de la 
garantía de audiencia del gobernado, prevista en el artículo 14 Constitucional,,(25) 

Por lo tanto, el objeto de que los eventuales interesados adquieran conocimiento de 
la licitación y puedan acudir fonnulando sus ofertas, el referido llamado debe 
hacerse público, ostensible y mediante una adecuada publicación, la cual deberá 
ajustarse a la legislación y normatividad vigente en la materia, y ésta debe ser 
satisfecha en todas las fases del procedimiento, debiendo realizarse en audiencias 
públicas. 

Para el Maestro Manuel S. Marienhoff, "el incumplimiento del reqUIsIto de 
"publicidad" o su irregular incumplimiento, constituyen un vicio, que es de "forma" 
- nulidad absoluta o relativa, según los casos -, del mismo modo que se produce un 
vicio de "forma" (nulidad absoluta) por quebrantamiento del requisito o principio 
de "igualdad" en la licitación.,,(26) 

2.3.2 IGUALDAD. 

Este principio consideramos que es uno de los más importantes de la licitación 
pública, el cual debe de respetar la Administración Pública Federal, a efecto de que 
todos los licitadores u oferentes se hallen en pie de igualdad, lo cual es propio de la 
esencia y razón de ser de ella. 

Para su finalidad, "la licitación debe reunir ese carácter de igualdad, ya que excluye 

(25) Lucero Espinosa. Manuel. Loc. di Pág. 35. 
(26) Loe. cil. pág. 203. 
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la posibilidad de una colusión o connivencia entre algún licitador y la 
Administración Pública, principio que junto con los de concurrencia y publicidad, 
permite lograr que el contrato se realice con quien ofrezca mejores perspectivas 
para el interés público. 

La referida igualdad, exige que, desde un prinCIpIO del procedimiento de la 
licitación hasta la adjudicación del contrato, o hasta la formalización de éste, todos 
los licitadores u oferentes se encuentren en la misma situación, contando con las 
mismas facilidades y haciendo sus ofertas sobre bases idénticas".(27) 

Además, las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 
deberán tener cuidado en no favorecer a alguno de los participantes, ya que las 
bases de licitación, así como las aclaraciones respectivas deben realizarse y 
entregarse a todos y cada uno de los participantes en tiempo y forma, y en igualdad 
de circunstancias para evitar dejar en Estado de indefensión a alguno de ellos por 
observar ventajas hacia otros, ya que ésto podria acarrear la nulidad absoluta o 
relativa del procedimiento. Asimismo, los criterios de evaluación y adjudicación 
deben estrictamente ser los mismos para todos y cada uno de los oferentes. 

2.3.3 CONCURRENCIA. 

Este principio asegura a la Administración Pública la participación de un mayor 
número de ofertas, lo cual permite tener una más amplia selección, y estar en mejor 
posibilidad de obtener las mejores condiciones en cuanto a precio, calidad, 
financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes. 

Como ya se vio anteriormente, un aspecto de la naturaleza juridica de la licitación 
pública radica en que haga oferta toda persona que, hallándose en condiciones 
legales, desee presentarse formulando su proposición. 

2.3.4 OPOSICION. 

La OpOSIClOn, como del propio término se desprende es el choque de poderes. 
decisiones, actividades, entre dos o más personas, gmpos, etc., de la cual cada una 

f27} Op. cit. pago 204. 
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de ellas defenderá la hipótesis o supuesto planteado. 

"El principio de oposición o contradicción deriva a su vez del principio del debido 
proceso, previsto en el artículo 14 Constitucional, el cual implica la intervención de 
los interesados en las discusiones de controversia de intereses de dos o más 
particulares, facultándolos para impugnar las propuestas de los demás y,' a su vez, 
para defender la propia, de las impugnaciones de otros". (28) 

Supónese razonablemente que, si varios interesados hacen su ofrecimiento, ello 
perinitirá seleccionar al cocontratante de la Administración Pública que ofrezca 
condiciones más ventajosas, sobre la base de una comparación objetiva entre las 
diversas ofertas. (29) 

Es necesario señalar que los principios de OpOSIClon y el de concurrencia 
gramaticalmente corresponden a dos acepciones diferentes, pero consideramos que 
van estrechamente vinculados, ya que al existir concurrencia existirá oposición 
entre las diversas ofertas o posturas presentadas, lo cual permitirá al Estado evaluar 
y analizar todas y cada una de ellas y elegir de entre las mismas, la que reúna las 
mejores condiciones de compra y contratación en general. 

(lS) Lucero Espinosa, Manllel. Loc. cir. pág. 35. 
(}9) Manuel S Marienho{{ Loe cil Pág 201. 
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CAPITULO III 

ANALISIS DE LAS ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO DE LICITACION 
PUBLICA EN SU MODALIDAD DE ADQUISICION DE BIENES O 
PRESTACION DE SERVICIOS. 

3.1 ¿CUANDO LA DEPENDENCIA O ENTIDAD DECRETA PROCEDENTE 
CONVOCAR UNA L1CITACION PUBLICA? 

Como ya fue analizado en el primer capítulo de este trabajo de investigación, las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal establecerán en su 
programa anual de adquisiciones, arrendamientos y servicios, las necesidades que 
estime para satisfacer y garantizar el debido cumplimiento de sus funciones y 
actividades asignadas, por lo tanto, todo requerimiento en materia de adquisiciones, 
correspondiente al capítulo 5000, bienes de inversión, deberán estar contenidos en 
dicho programa, y en caso de no estar contemplados en el mismo, deberán realizar 
la modificación correspondiente a través del procedimiento respectivo. 

En caso de tratarse de los bienes y servicios de los capítulos 2000 y 3000, que son 
de consumo, no es necesario se encuentren contenidos en el programa, ya que éstos 
pueden resultar variables de acuerdo a las necesidades de cada dependencia, y los 
mismos podrán ser adquiridos o sustituidos por otros, sin responsabilidad alguna. 

Ahora bien, el programa deberá ajustarse al presupuesto asignado, así como a las 
disposiciones que para el ejercicio del gasto se dispongan, para lo cual el artículo 7° 
de la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas señala que: "el gasto de las 
adquisiciones, arrendamientos y servicios, así como de obra pública, se sujetará, en 
su caso, a las disposiciones específicas de los presupuestos anuales de egresos de la 
Federación y del gobierno del Distrito Federal, así como a lo previsto en la Ley de 
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal y demás disposiciones 
aplicables. " 

Al inicio de cada ejercicio, les es remitido a cada dependencia y entidad de la 
Administración Pública su calendarización presupuestal por parte de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, la cual tiene su origen en el Decreto de Presupuesto 
de Egresos de la Federación de cada ejercicio. En este Decreto se establecen los 
montos de actuación a que deberán ajustarse los procedimientos de adquisiciones, 
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arrendamientos y servicios en el ejercicio correspondiente que celebren las mismas 
para el mejor desarrollo de sus funciones. 

Cabe aclarar, que todo requerimiento o necesidad respectiva, tendrá que contar con 
suficiencia presupuestal en la partida correspondiente para cada requerimiento que 
se pretenda, ya que no se podrá convocar o llevar a cabo una compra, sino existe el 
saldo disponible. 

Por otra parte señalaremos, que al ser la licitación pública, la regla general, las 
dependencias deberán llevar a cabo la mayoria de sus adquisiciones mediante este 
procedimiento, en virtud de que a través del mismo se garantizan las· mejores 
condiciones en cuanto a calidad, precio, oportunidad, etc., y sólo en caso de no ser 
idónea por el tipo de adquisición o servicio que se pretenda, se deberá proceder por 
alguna de sus excepciones, las cuales analizaremos más adelante. 

Además, al ser impuesta la licitación pública por el Derecho Positivo, ésta debe 
cumplirse estrictamente, ya que se trata de una formalidad esencial en la 
contratación administrativa, establecida por razones de interés público. 

El comité o subcomité de adquisiciones, arrendamientos y servicios de cada 
dependencia de la Administración Pública Federal, determinará como órgano de 
control en base al tipo de bien o servicio, apegarse al principio de la licitación 
pública o bien proceder por alguna de sus excepciones reguladas en la propia Ley, 
recordando que la tramitación de la licitación, además de perseguir como finalidad 
asegurar para la Administración Pública las mejores condiciones disponibles en 
cuanto a precio, calidad, financiamiento y oportunidad, también contempla la 
eficiencia, eficacia y honradez, aspectos éstos últimos que integran la moralidad 
administrativa. 

A continuación describiremos, las etapas o momentos en que se divide el 
procedimiento de licitación pública: a) En su caso, bien o servicio contenido en el 
programa anual de adquisiciones, arrendamientos y servicios; b) Suficiencia 
presupuestal; c) Autorización del comité o subcomité de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios correspondiente; d) Preparación de las bases o pliego de 
condiciones; e) Convocatoria; t) Venta de bases; g) Junta aclaratoria de bases; h) 
Presentación y apertura de proposiciones; i) fallo final (adjudicación); y j) 
Perfeccionamiento o formalización del contrato administrativo. 



65 

3.1.1 ACORTAMIENTO DE PLAZOS. 

Este acortamiento de plazos en las distintas etapas de una licitación pública, tiene 
como finalidad el omitir los plazos o ténninos nonnales establecidos para llevarla a 
cabo, toda vez de existir la urgencia justificada de cierta adquisición o contratación 
de algún servicio prioritario para el buen desempeño de las funciQnes de las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, situación que es 
contemplada por nuestra Legislación, mismo que se encuentra previsto por el 
artículo 34 de la Ley de la materia, el cual dispone que " ... EI plazo para la 
presentación y apertura de proposiciones no podrá ser inferior a cuarenta días 
naturales contados a partir de la fecha de publicación de la convocatoria, salvo que, 
por razones de urgencia justificadas y siempre que ello no tenga por objeto limitar 
el número de' participantes, no pueda observarse dicho plazo, en cuyo caso éste no 
podrá ser menor a diez días naturales contados a partir de la fecha de publicación 
de la convocatoria. En materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios, la 
reducción del plazo será autorizada por el comité de adquisiciones, arrendamientos 
y servicios. En licitaciones nacionales de adquisiciones, arrendamientos y servicios, 
el plazo para la presentación y apertura de proposiciones será cuando menos, de 
quince días naturales contados a partir' de la fecha de publicación de la 
convocatoria" . 

Como se desprende del precepto legal antes invocado, el acortamiento de plazos en 
un procedimiento Iicitatorio, se basa principalmente en el ténnino para la 
presentación y apertura de proposiciones, que como se verá más adelante, es la 
etapa coyuntural de estos procedimientos. 

Desde luego, lo que se pretende con dicbo precepto por lo que se refiere a plazos 
nonnales, es el que asistan al mismo la mayor cantidad posible de participantes, 
derivado del cual existirá un mayor número de ofertas, toda vez que al realizarse de 
esta manera una entidad convocante, pondrá a disposición de los interesados las 
bases de licitación para su compra por 33 días naturales, mismas que no pueden ser 
modificadas sino hasta cuando menos con siete días naturales de anticipación antes 
del acto de presentación y apertura de proposiciones. No obstante ello, este artículo 
prevé que dicho ténnino en ocasiones es muy extenso, y es por ello que recorta el 
lapso de tiempo que como mínimo eXIsta entre la convocatoria y el acto de 
presentación y apertura de ofertas, tomando en consideración que en ocasiones, 
surgen requerimientos y n~cesidJdes para im3 depcnGcnc:a, !ü3 u . .:ak& se establecen 
a corto plazo en virtud de no tenerse programadas, y éstas no pueden esperar a que 
transcurra dicho ténnino, situación que deberá exponer el área que requiera del bien 
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o servICIO al comité o subcomité de adquisiciones, arrendamientos y servicios 
correspondiente, ya que éste es el único facultado para autorizarlo. 

Asimismo, el numeral 1.3 párrafo cuarto de los "Lineamientos para el oportuno y 
estricto cumplimiento del régimen de las adquisiciones, arrendamientos, prestación 
de servicios de cualquier naturaleza, obras públicas y servicios relacionados con 
éstas", señala que: "en las convocatorias de las Iicitacione~ públicas en que se haya 
autorizado una reducción en el plazo para la presentación y apertura de 
proposiciones, deberá indicarse quién autorizo dicha reducción y la fecha en que 
ésta se otorgó"OO¡ 

En resumen, podemos decir que el plazo nonnal establecido por nuestra legislación 
es muy amplio, por lo que en la práctica en la mayoria de las ocasiones tiene que 
solicitarse dicha reducción, motivo por lo cual consideramos que deberia señalarse 
un término más reducido, como lo serian 25 días naturales, mismos que estarian 
más acordes a las necesidades de cada dependencia, y sólo en caso de urgencia 
justificada solicitar y autorizar la reducción de plazos, no como en la mayoria de 
casos que todos los procedimientos se llevan a cabo con acortamiento de plazos, ya 
que estariamos hablando de una falta de planeación de las compras a través de estos 
procedimientos. 

En caso contrario, quedar establecidos únicamente los plazos mínimos que deberán 
cubrirse en cada procedimiento licitatorio, entre la publicación de la convocatoria y 
el acto de presentación y apertura de proposiciones, dejando al criterio de cada 
entidad convocante los plazos para el desenvolvimiento de las etapas subsecuentes 
en base a sus necesidades y urgencia de un bien o servicio determinado. 

3.2 EXCEPCIONES A LA LICITACION PUBLICA 

Existen otros procedimientos, por medio de los cuales la Administración Pública, 
se allega de bienes o servicios necesarios para su funcionamiento, a los cuales se 
les denomina "excepciones"; ésto en el sentido de que como ya se analizó 
anteriormente, la regla general en materia de adquisiciones, arrendamientos y 
servicios es la licitación pública. 

(30) Publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 15 de Mar..o de 1996. Secretaria de Contraloria y 
Desarrollo Admimstralh'o. 
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En este orden de ideas, cabe mencionar que diversos autores reconocen ciertos 
procedimientos como excepción a la licitación pública, por ejemplo, el Maestro 
Lucero Espinosa nos habla de licitación privada, restringida y de la contratación 
directa, mientras Manuel S. Marienhoff, nos habla de licitación privada y de la 
contratación directa. 

Ahora bien, la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas reconoce como e¡¡cepciones 
a la licitación pública, a los procedimientos de invitación restringida, siendo éstos 
los establecidos en el articulo 28 inciso "B", los cuales señala en forma general 
como se cita a continuación: "las dependencias y entidades, bajo su 
responsabilidad, podrán contratar adquisiciones, arrendamientos y servicios, así 
como obra pública, mediante los procedimientos que a continuación se señalan: 

B. Por invitación restringida, la que comprenderá: 

1. La invitación a cuando menos tres proveedores o contratistas, según sea el 
caso, y 

11. La adjudicación directa". 

3.2.1. INVlTAClON RESTRINGIDA A CUANDO MENOS TRES 
PROVEEDORES. 

Antes de analizar, el por qué se le denomina excepción a la licitación pública, así 
como el desarrollo de la misma, citaremos algunos conceptos respecto a este tema. 

El Maestro Manuel S. Marienboff, establece como licitación privada "aquélla a la 
que sólo pueden intervenir como oferentes las personas o entidades expresamente 
invitadas al efecto por la Administración pública".(31) 

Lucero Espinosa Manuel, la define también como licitación privada, señalando 
que: "como sistema restringido de selección del cocontratante de la Administración 
Pública, consiste en un procedimiento a través del cual se invita a personas fisicas o 
juridicas determinadas para que presenten sus ofertas, ante el órgano convocante, 
de las cuales se elegirá la más conveniente para el Estado" .(32) 

r3j)Loc.cir.pág.l77 
(32) Loc. cit. pago 59 



68 

Al respecto, antes de entrar a su estudio podemos decir que se trata de un 
procedimiento a través del cual la Administración Pública invita a determinadas 
personas (fisicas o morales) cuyo objeto principal éste relacionado con la 
modalidad de los bienes o servicios a contratar, a efecto de que concurran o envíen 
sus ofertas en sobres cerrados, y después de la apertura de los mismos y en base a 
un análisis detallado de éstas se elegirá para contratar a la que reúna las 
condiciones legales, técnicas y económicas que garanticen" las más convenientes 
opciones de compra en cuánto a precio, calidad y oportunidad. 

Cabe destacar que para llevar a cabo este procedimiento no se tienen especificados 
plazos o términos para el desarrollo de sus distintas etapas, "término que la 
convocante determinará en base a sus necesidades de la adquisición o servicio a 
contratar, así como en base a la complejidad para la elaboración de las propuestas, 
y llevar a cabo su evaluación. 

A este procedimiento podriamos señalarlo como una pequeña licitación, con la 
esencia de la misma pero a pasos más cortos y ágiles que un procedimiento 
licitatorio. 

Los procedimientos de invitación restringida a cuando menos tres proveedores, 
según lo establece el artículo 83 de la Ley de la materia, deberán sujetarse a los 
mismos lineamientos establecidos para un procedimiento de licitación pública, 
siendo importante mencionar que la apertura de los sobres podrá hacerse con o sin 
la presencia de los participantes, pero invariablemente se invitará a un 
representante del órgano de control de la dependencia o entidad. 

Los procedimientos de invitación restringida se rigen a través de lo dispuesto por 
los artículos 81 y 82 de la Ley de la materia, ya que en éstos se establecen 
caracteristicas que dan lugar a determinar en cual de ellos se fundamenta y soporta 
el gasto de cierta adquisición, debido a la importancia del ejercicio y control de los 
recursos federales, lo cual dispone el párrafo tercero de este último, que establece: 
"La suma de las operaciones que se realicen al amparo de este artículo no podrán 
exceder del veinte por ciento de su volumen anual de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios autorizado o, tratándose de obra pública, del veinte por 
ciento de la inversión total fisica autorizada para cada ejercicio fiscal". 

Por lo anteriormente señalado se deriva que el 80% restante del presupuesto 
disponible en el programa anual de adquisiciones, anendamiemos y servicios, debe 
aplicarse a los procedimientos de licitación pública y a sus excepciones previstas 
por el artículo 81 que analizaremos a continuación. 
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Los supuestos establecidos por el artículo 81 de la Ley de la materia, son aquellos 
que la propia legislación determina que cuando un caso real sobre la adquisición de 
ciertos bienes o contratación de servicios no sea conveniente llevarla a cabo a 
través de un procedimiento de licitación pública, o no se pueda efectuar la misma 
por determinadas circunstancias, la convocante deberá realizar su operación 
mediante alguna de sus excepciones y encuadrar o tipificar el caso concreto en 
alguno de los supuestos que señala este precepto y que se citan a continuación: 

"Las dependencias y entidades, bajo su responsabilidad, podrán contratar 
adquisiciones, arrendamientos, servicios l' obra pública, a través de un 
procedimiento de invitación restringida cuando: 

1. El contrato sólo pueda celebrarse con una determinada persona por tratarse 
de obras de arte, titularidad de patentes, derechos de autor u otros derechos 
exclusivos; 

11. Peligre o se altere el orden social, la economía, los servicios públicos, la 
salubridad, la seguridad o el ambiente de alguna zona o región del país, como 
consecuencia de desastres producidos por fenómenos naturales, por casos 
fortuitos o de fuerza mayor, o existan circunstancias que puedan provocar 
pérdidas o costos adicionales importantes; 

III. Se hubiere rescindido el contrato respectivo por causas imputables al 
proveedor o contratista. En estos casos la dependencia o entidad podrá 
adjudicar el contrato al licitante que haya presentado la siguiente proposición 
solvente más baja, siempre que la diferencia en precio con respecto la 
postura que inicialmente hubiere resultado ganadora no sea superior al diez 
por ciento, y 

IV. Se realicen dos licitaciones públicas sin que en ambas se hubiesen recibido 
proposiciones solventes. 

A. Tratándose de adquisiciones, arrendamientos y servicios, además podrá seguirse 
un procedimiento de invitación restringida cuando: 

1. Existan razones justificadas para la adquisición y arrendamiento de bienes de 
marca determinada; 

11. Se trate de adquisiciones de bienes perecederos, granos y productos 
alimenticios básicos o semi procesados y, bienes usados. Tratándose de estos 
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últimos, el precio de adquisición no podrá ser mayor al que se determine 
mediante avalúo que practicarán las instituciones de banca y crédito u otros 
terceros legitimados para ello conforme a las disposiciones aplicables; 

111. Se trate de servicios de consultoria cuya difusión pudiera afectar el interés 
público o comprometer información de naturaleza confidencial para el 
Gobierno Federal; 

IV. Se trate de adquisiciones, arrendamientos o servicios cuya contratación se 
realice con campesinos o grupos urbanos marginados y que la dependencia o 
entidad contrate directamente con los mismos o con las personas morales 
constituidas por ellos; 

V. Se trate de adquisiciones de bienes que realicen las dependencias o entidades 
para su comercialización o para someterlos a procesos productivos en 
cumplimiento de su objeto o fines propios; 

VI. Se trate de servicios de mantenimiento, conservación, restauración y 
reparación de bienes en los que no sea posible precisar su alcance, establecer 
el catálogo de conceptos y cantidades de trabajo o determinar las 
especificaciones correspondientes; 

VII. Se trate de adquisiciones provenientes de personas fisicas o morales que, sin 
ser proveedores habituales y en razón de encontrarse en estado de liquidación 
o disolución, o bien, bajo intervención judicial, ofrezcan bienes en 
condiciones excepcionalmente favorables, y 

VIII. Se trate de servicios profesionales prestados por personas fisicas. 

uis dependencias y entidades, preferentemente, invitarán a cuando menos tres 
proveedores o contratistas, según corresponda, salvo que ello, a su juicio, no resulte 
conveniente, en cuyo caso utilizarán el procedimiento de adjudicación directa. En 
cualquier supuesto se convocará a la o las personas que cuenten con capacidad de 
respuesta inmediata, así como con los recursos técnicos, financieros y demás que 
sean necesanos. 

En materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios, se invitará a personas 
cuya,; actividades comerciales estén relacio:ladas (,0:;"\ !03 b;f.'lK·~ o servicios objeto 
del contrato a celebrarse". 
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Como un ejemplo de estos, podemos señalar el caso de que una dependencia lleva a 
cabo un procedimiento de licitación pública para la contratación de algún servicio 
prioritario para el debido cumplimiento de sus funciones, pero resulta que por 
detenninada situación éste se declara desierto, en virtud de 10 cual al tratarse de un 
servicio indispensable tendrá que solicitarse al subcomité de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios correspondiente su adjudicación de manera directa con 
un proveedor que satisfaga los requerimientos solicitados por el periodo necesario, 
en 10 que la convocante procede a llevar a cabo el procedimiento por segunda 
ocasión, motivo por 10 cual deberá encuadrarlo en la fracción IJ de este precepto. 

En resumen, estos supuestos se explican por sí mismos, los cuales dada la 
naturaleza de ellos establecen situaciones ajenas a la licitación pública, ya que 
invariablement¡e tendrán que contratarse con detenninada persona, o en su caso, 
invitarse a personas que encuadren en los mismos supuestos, a través de una 
invitación restringida. 

Es muy importante señalar, que para poder llevar a cabo un procedimiento basado 
en este precepto, debe ser previamente autorizado por el comité o subcomité de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios correspondiente, según lo establece el 
artículo 24 fracción 11 de la Ley de la materia que señala entre sus funciones la 
siguiente: 

"Dictaminar sobre la procedencia de celebrar licitaciones públicas, así como los 
casos en que no se celebren por encontrarse en alguno de los supuestos previstos en 
el artículo 81, salvo en los casos de la fracción VI del inciso A, y en el artículo 82". 

Asimismo, como se deriva de lo anterior, las excepciones a la licitación pública 
previstas por el artículo 82 de la Ley de la materia, no tendrán que ser sometidas a 
la dictaminación del comité o subcomité correspondiente, ya que dicho precepto 
dispone que: "las dependencias y entidades, bajo su responsabilidad, podrán llevar 
a cabo adquisiciones, arrendamientos, servicios y obra pública, a través del 
procedimiento de invitación a cuando menos tres proveedores o contratistas, según 
corresponda, o por adjudicación directa, cuando el importe de cada operación no 
exceda de los montos que al efecto se establecerán en los Presupuestos de egresos 
de la Federación y del gobierno del Distrito Federal, siempre que las operaciones 
no se fraccionen para quedar comprendidas en este supuesto de excepción a la 
licitación pública. 

La suma de las operaciones que se realicen al amparo de este artículo no podrán 
exceder del veinte por ciento de su volumen anual de adquisiciones, 
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arrendamientos y servicios autorizado o, tratándose de obra pública, del veinte por 
ciento de la inversión total fisica autorizada para cada ejercicio fiscal. 

En casos excepcionales, las operaciones previstas en este artículo podrán exceder el 
porcentaje indicado siempre que las mismas sean aprobadas previamente de manera 
indelegable y bajo su estricta responsabilidad por el titular de la dependencia o por 
el órgano de gobierno de la entidad, y que sean registradas detalladamente en el 
informe a que se refiere el artículo 80". 

Como se desprende de este precepto, las dependencias y entidades de la 
Administración Pública en base a este artículo realizarán compras a través de las 
excepciones de la licitación pública, sin someterlo a la dictaminación del comité o 
subcomité correspondiente, debiéndose apegar para ello a los montos máximos de 
actuación, para adjudicar o contratar bienes o servicios, los cuales no podrán 
excederse, salvo la excepción señalada en el párrafo precedente. 

Una vez determinado por cada dependencia, que el procedimiento a seguir sea el de 
invitación restringida a cuando menos tres proveedores al amparo de cualesquiera 
de los dos preceptos que lo rigen, cada dependencia invitará a los proveedores 
cuyas actividades comerciales estén relacionadas con los bienes o servicios objeto 
del contrato a celebr~rse, siendo como el nombre lo indica, invitando a cuando 
menos tres proveedores; posteriormente a ello, procederá a enviar a cada uno de 
ellos la invitación correspondiente, así como las bases o pliego de condiciones, 
también denominadas en este tipo de eventos, solicitudes de cotización, mismas 
que incluirán la descripción detallada de los bienes o del servicio a contratar. 

Como ya se mencionó, este procedimiento tiene como inicio la invitación 
correspondiente, la cual contendrá lo establecido en el inciso "A" fracción I del 
citado artículo 83, es decir, se les hará entrega de la invitación correspondiente 
adjunta de las bases para participar en el evento de referencia, las cuales deberán 
contener los aspectos más importantes a tratar, los requisitos a cubrir para poder 
participar, así como los puntos de importancia relevante, entre ellos como ejemplo, 
la documentación y requisitos a cubrir por los invitados, la forma de presentación 
de sus ofertas, las principales causas de descalificación, la manera de declarar 
desierto un evento como éstos, las fechas de entrega del bien o la forma y tiempos 
de prestación del servicio, las condiciones de pago, las garantías, en su caso 
anticipos, las penas convencionales, la forma de evaluación y adjudicación del 
contrato correspondiente, y desde luego la descripción t,swicd de los bienes a 
adquirir o las caracteristicas del servicio por contratar, entre los puntos más 
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relevantes, aunque como ya quedó mencionado en la fracción JII del citado artículo 
83, le serán aplicables todas las disposiciones de la licitación pública que resulten. 

Asimismo, deberá señalarse la fecha de presentación de las propuestas, así como 
del fallo final del procedimiento, siendo importante mencionar que podrá llevarse a 
cabo de dos maneras, siendo éstas, con o sin la asistencia de los participantes 
invitados. Con la intervención de los invitados deberá hacerse de acuerdo a los 
lineamientos aplicables para una licitación pública, y en el otro caso, en el sentido 
de que no será necesaria la asistencia de los invitados a ninguna de las etapas de 
este procedimiento, contrario a lo que se establece para la licitación pública, es 
decir, en este procedimiento podrán enviar con la oportunidad debida sus ofertas a 
la dependencia o entidad convocante, y ésta lo desarrollará a través de los 
funcionarios correspondientes, pero invariablemente bajo. la presencia de un 
representante del órgano de control; y posteriormente remitirles el fallo final 
respectivo por escrito a cada uno de ellos. 

En este procedimiento consideramos que existen cuatro puntos muy importantes 
que merecen un estudio especial, siendo éstos los siguientes: 

El primero de ellos, es el que señala el párrafo segundo del numeral l A de los 
"Lineamientos y criterios para que en los procedimientos de licitación pública e 
invitación restringida y en lo relacionado con la ejecución y cumplimiento de los 
contratos de adquisiciones, obras públicas y servicios de cualquier naturaleza, se 
observe estrictamente lo dispuesto por la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas" 
(lll, el cual dispone que este procedimiento comprende necesariamente tres 
propuestas para llevar a cabo la evaluación, de tal suerte que al concluir el acto de 
apertura de proposiciones técnicas, se cuente con un mínimo de tres propuestas que 
cumplan con el total de documentos solicitados, lo cual deberá asentarse en el acta 
de dicho evento. Cumpliéndose lo anterior, el procedimiento deberá continuarse 
hasta el pronunciamiento del fallo, independientemente de que al efectuar el 
análisis cualitativo sólo una o dos de ellas cumplan con lo requerido en la 
invitación respectiva. 

La interpretación de este precepto es muy importante, en virtud de que debe 
aplicarse estrictamente en estos procedimientos, ya que como menciona, si al 
finalizarse el acto de apertura de ofertas técnicas no se contare con un total de tres 
participantes que cumplan con el total de la documentación requerida en su oferta 

(33) Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 02 de Octuhre de 1996. Secretaria de Contra/oria y 
Desarrollo Administrativo 
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técnica, el evento deberá declararse desierto, por lo tanto volver a desarrollarlo, con 
nuevos invitados seleccionados por la convocante. Es importante señalar, que si 
una dependencia invita a un proveedor es en virtud de que la convocante sabe que 
éste cuenta con la capacidad, infraestructura y oportunidad necesaria para cumplir y 
satisfacer a la convocante con lo requerido. 

Un segundo punto importante de mencionar, es el establecido en el artículo 81 
fracción IV de laLey de Adquisiciones y Obras Públicas, que señala que en el caso 
de no haberse recibido propuestas solventes en dos procedimientos de licitación 
pública, se proceda a llevar a cabo un procedimiento de invitación restringida; y en 
este orden de ideas al ser previstas las mismas disposiciones para uno y para otro, 
en caso de declararse desierto un evento de esta naturaleza, resulta aplicable lo 
establecido por el artículo 23 último párrafo del Reglamento de la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Prestación de Servicios relacionados con bienes 
muebles (aplicación transitoria), que establece lo siguiente: "Realizada la segunda 
convocatoria a que se refiere cualquiera de los dos párrafos anteriores, la 
dependencia o entidad podrá asignar directamente el pedido o contrato al proveedor 
que satisfaga los requisitos exigidos y ofrezca las mejores condiciones en precio, 
calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes". Motivo 
por el cual, si un evento de esta naturaleza se declarase desierto en dos ocasiones, el 
pedido o contrato se podrá adjudicar directamente con el proveedor que reúna las 
condiciones legales y técnicas requeridas por la convocan te, y asimismo, en base a 
una investigación o sondeo de mercado determinar cuales son las condiciones más 
económicas. 

El tercer punto es el relativo a las garantías de cumplimiento de estos contratos o 
pedidos que se deriven de estos procedimientos de invitación restringida a cuando 
menos tres proveedores, ya que el articulo 38 penúltimo párrafo de la Ley de la 
materia establece que: "cuando las dependencias y entidades celebren contratos en 
los casos señalados en los artículos 81, fracción V del inciso A y III del inciso B; y 
82, bajo su responsabilidad, podrán exceptuar al proveedor o contratista, según 
corresponda, de presentar la garantía de cumplimiento del contrato respectivo". 

Derivado de lo anterior, el comité o subcomité correspondiente, deberá establecer 
la posibilidad de exceptuar al proveedor de la presentación y entrega de la garantía 
de cumplimiento de los contratos, siempre y cuando no rebase una cantidad 
determinada establecida por el citado órgano de control, la cual tendrá que 
estable~erse en sus políticas, bases y lineamientos que al efec:o di3pcngan en esta 
materia. 
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Por último, cabe destacar que en este tipo de procedimientos no será necesario que 
los bienes que adquieran las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal cuenten como mínimo con el 50% de contenido de integración nacional, 
como en una licitación pública de este carácter; siendo que en las mismas 
únicamente "para fomentar el desarrollo y participación de las empresas nacionales 
micro, pequeñas y medianas, las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal procurarán que en los procedimientos de invitación restringida que 
realicen con fundamento en el artículo 82 de la Ley, cuando menos el cincuenta por 
ciento del valor de los contratos sean celebrados con empresas nacionales, micro, 
pequeñas y medianas".<34) 

3.2.2 ADJUDlCAClON DIRECTA. 

La contratación directa es un procedimiento que realiza la Administración Pública, 
a través del cual elige directa y discrecionalmente a una determinada persona, fisica 
o juridica, para que contraten sin que exista la concurrencia u oposición de oferente 
alguno.(35) 

Cuando la Administración contrata directamente, busca al contratante de la misma 
manera que los particulares; pero a veces debe cumplir ciertos requisitos mínimos, 
como el solicitar precios a varios interesados.(36) 

Al igual que la invitación restringida a cuando menos tres proveedores, cuando la 
adjudicación directa se realice de acuerdo a lo que establece el articulo 81 deberá 
someterse a la consideración y autorización del comité o subcomité de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios correspondiente. 

Cabe señalar al respecto, un ejemplo claro de este procedimiento, establecido en su 
apartado "A" fracción 1 que a la letra dice: "Existan razones justificadas para la 
adquisición y arrendamiento de bienes de marca determinada", como en el caso de 
refacciones para cierto equipo, las cuales deberán ser necesariamente de la misma 
marca. 

(34) Acuerdo mediante e! cual se dan a conocer las reglas en materia de compras del sector público para la 
participación de las empresa.\ micro, pequerias y medianas: para las resen'as del Tratado de Libre Comercio de 
América del ,\r).~1t. y pan.' la d( !t'm,in,¡ció,: del ¿/Udü J: Jnhgf.1citi,'1 ',/J~jo.)l.al. P~¡ !, ... wJoJ ,'/1 él J)'","¡o Oficiai de la 
FederaCión el dia 24-XI/-Y8. Secretaría de Con:erc;o ,1' Fomento Industrial. Disposición 1I00'ena. 
(35) Lucero Espin().\Q. Manuel. Loc. eil. pag 62 
(36) Sawgués La.\O. Enrique. Tratado de Derecho Admim.Hrati\'O. Tomo 1. Loc. cit. pug 549 
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Asimismo, las adjudicaciones directas al ampa5ro del artículo 82 de la Ley de la 
materia, como ya se observó en el punto anterior, junto con las invitaciones 
restringidas a cuando menos tres proveedores no necesitarán autorización del 
comité o subcomité correspondiente, y éstas operarán de acuerdo a los montos de 
actuación establecidos para cada ejercicio, las cuales en su conjunto integrarán 
como máximo el 20% del volumen anual de adquisiciones, arrendamientos y 
servicIOS. 

Por otro lado, es necesario señalar que los supuestos de adjudicación directa que se 
llevan a cabo con fundamento legal en los artículos 81 y 82, como consecuencia de 
haber sido declarados desiertos dos procedimientos de licitación pública o de 
invitación restringida, tienen como diferencia, en que el primero de ellos debe 
contar con la autorización del comité o subcomité de adquisiciones respectivo. 

En este orden de ideas, el Maestro Lucero Espinosa Manuel señala que: "cuando la 
contratación directa deba llevarse a cabo por haber fracasado una licitación, en los 
casos previstos por la Ley, se realizará sobre las condiciones estipuladas en las 
bases o pliegos de condiciones elaborados para la licitación ya que de lo contrario 
no seria la misma contratación sino una diversa,,(J7) 

El criterio de este autor lo consideramos muy acertado, ya que si una dependencia o 
entidad convocante declarase desierto dos procedimientos de licitación pública, al 
adjudicarlo de manera directa, ésta contratación deberá realizarse con el proveedor 
que satisfaga de manera íntegra los requerimientos solicitados en las bases 
respectivas, asimismo, en base a una investigación o sondeo de mercado establecer 
cual es la más económica. 

Al igual que en el procedimiento de invitación restringida a cuando menos tres 
proveedores, el comité o subcomité correspondiente, deberá establecer la 
posibilidad de exceptuar al proveedor de la presentación y entrega de la garantía de 
cumplimiento de los contratos, siempre y cuando rebase una cantidad determinada 
establecida por el citado órgano de control, la cual tendrá que señalarse en sus 
políticas, bases y lineamientos que al efecto dispongan en esta materia. 

3.2.3 COMPRA ENTRE ENTIDADES Y DEPENDENCIAS. 

Al Ie~pt:cto, consideran-;o:; .:ie trata de Uf! supuesto muy especia! que re\ istc gran 

(37j Loc. Clf, pág. 63 



, 

77 

importancia, y al cual no debe tratársele como excepción a la licitación pública, ya 
que éste es el fundamento legal para las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal cuando entre ellas celebran algún contrato, 
respecto de alguna adquisición o de la prestación de algún servicio, el cual 
únicamente puede verse satisfecho entre las mismas. 

Para someter el caso a consideración y autorización del comité o. subcomité 
correspondiente, lo hacen bajo el amparo del artículo 10 último párrafo de la Ley de 
la materia, el cual dispone que: " no estarán dentro del ámbito de aplicación de está 
Ley, los contratos que celebren las dependencias con las entidades o entre 
entidades", siendo que además dicha adquisición o servicio se encuentra 
contemplado en el programa anual de adquisiciones, arrendamientos y servicios. 

Esta facultad del comité o subcomité de igual manera se encuentra regulada en el 
artículo 24 fracción III del mismo ordenamiento, mismo que establece que: "las 
dependencias deberán establecer comités de adquisiciones, arrendamientos y 
servicios que tendrán las siguientes funciones: fracción I1I .... , así como autorizar 
los supuestos no previstos en estos, debiendo informar al titular de la dependencia o 
al órgano de gobierno en el caso de las entidades. 

En este orden de ideas, cabe hacer mención que los casos de compra o prestación 
de servicios entre entidades o dependencias se encuentran regulados en estos 
supuestos, y en base a los cuales se apegan cuando surgen necesidades que debido a 
su naturaleza sólo pueden verse satisfechas entre las mismas. De igual manera, el 
ejercicio del gasto de este supuesto no es acumulable a ninguno de los establecidos 
por el artículo 82 de la Ley de la materia. 

3.3 SOLICITUD DE AUTORIZACION ANTE EL ORGANO DE CONTROL. 

Una vez que son definidos los bienes o servicios que se pretendan adquirir y, en su 
caso, estén contemplados dentro del programa anual de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios, o se haya efectuado la modificación correspondiente, y 
la dependencia o entidad cuente con suficiente presupuesto, según lo establece el 
artículo 29 párrafo primero de la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas vigente, 
que establece: " Las dependencias y entidades podrán convocar, adjudicar o llevar a 
cabo adquisiciones, arrendamientos y servicios, así como otra pública, solamente 
cuando se cuente con saldo disponible, dentro de su presupuesto aprobado, en la 
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partida correspondiente;" la misma procederá a someterla a la dictaminación del 
comité o subcomité respectivo. 

Respecto a lo anterior, es necesario señalar el criterio del Maestro Lucero Espinosa, 
el cual indica que: "la celebración de contratos por parte de la Administración 
Pública representan compromisos que afectan el gasto público. Por ello, para 
realizar tal compromiso es menester que exista la partida presupuestal con fondos 
disponibles, a la cual se le aplicará el gasto correspondiente, previamente 
autorizado".(38) 

Cabe aclarar, que los casos que se someten a autorización del comité o subcomité 
correspondiente, son las licitaciones públicas, así como los procedimientos de 
invitación restringida, con base en el artículo 81 de la Ley de Adquisiciones y 
Obras Públicas; por lo que hace a los eventos de invitación restringida al amparo 
del artículo 82 no es necesaria su autorización, salvo cuando se trate de bienes 
clasificados como restringidos, que es el capítulo 5000 de su programa anual de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios, los cuales son bienes de inversión, 
sujetos algunos de ellos a la autorización de la Dirección General de Recursos 
Materiales y Servicios Generales de cada dependencia, entidad o sector, según 
corresponda. Asimismo, hay que citar que según el punto anterior al que se 
estudia, también los mencionados en el artículo 1 o último párrafo deben ser 
sometidos a su autorización correspondiente. 

En relación a la documentación que se debe presentar al comité o subcomité 
correspondiente de adquisiciones, arrendamientos y servicios de cada dependencia 
para que sea sometido a consideración algún caso, el "Acuerdo que establece las 
bases de integración y funcionamiento de los comités de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios relacionados con bienes muebles y de las comisiones 
consultivas mixtas de abastecimiento de las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal,,(39) señala en su cuarta disposición que: "Las 
reuniones de los comités, se realizarán conforme a lo siguiente: 

IV. Los asuntos que se sometan a consideración del comité se presentarán en 
listados, en los que se contengan la información resumida de los casos que se 
dictaminen en cada sesión, los que se firmarán por los asistentes que tengan 
derecho a voz y voto." 

(38) Op cit. pág_ 40 
(39) Pllhlicado en el Diario O/iual de la Federación el 03 de mayo de 1990, 
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Este "listado de casos" es incluido en su carpeta de trabajo del órgano colegiado, 
para su dictaminación correspondiente, así como la requisición de compra en el 
caso de adquisición y orden de servicio en el caso de que se trate de la contratación 
de un servicio, la cual describa y precise las caracteristicas y especificaciones 
requeridas, de igual modo se anexará la justificación de las necesidades, la cual 
deberá ser concreta, sólida, suficiente y específica sobre los bienes o servicios que 
se solicitan. Asimismo, cuando el caso lo amerite, un sondeo de mer~ado y, en su 
caso, dictamen. favorable, expedido por el comité o subcomité técnico de 
especialidad, que corresponda. Cuando se trate de bienes o servicios restringidos, 
deberá presentarse, la autorización correspondiente. 

Estos serán los requisitos que deberán presentarse para que sea sometido a la 
autorización de cualquier comité O subcomité que corresponda, caso que ya sea por 
unanimidad o mayoría de votos, resolverá si es procedente o no, y el procedimiento 
a seguir para cada caso. 

Es importante señalar que para un procedimiento de licitación pública, los montos 
de actuación son inoperantes, en virtud de ser ésta la regla general en la materia, a 
través de la cual se huscan las mejores condiciones de precio, calidad, 
financiamiento y oportunidad en la adquisición de bienes o prestación de servicios, 
ya que únicamente no se llevan a cabo cuando éste no es el medio más idóneo para 
llevarla a cabo, derívado de lo cual se establecen las excepciones previstas por el 
artículo 81 de la Ley de la materia citado con antelación. 

3.4. CONVOCATORIA. 

Una vez autorizado el caso correspondiente por el comité o subcomité de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios de la dependencia de que se trate, su 
unidad de adquisiciones procederá a dar la respectiva comunicación al público 
sobre las necesidades de la dependencia; llamado a licitación que se hará mediante 
la correspondiente publicación. 

Siendo una característica de la licitación pública la invitación general e 
indeterminada que se formula a todos los posibles interesados en contratar con la 
Administración Pública, la forma por medio de la cual se logra la indeterminación 
del destinatario de esa invitación es a través de la publicación de la convocatoria 
respectiva; ya que la misma tiene como finalidad el que todos y cada uno de los 
proveedores que estén en aptitudes de contratar con la Administración Pública, 

ESr. TESIS Ng ~Efi~ "310/1118 n ~ "nv~ 
~MJq 6f Li: \;:.~,,/~ ~G'¡\' 1118 ON SlSll flSl 
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proveer de los bienes solicitados a la convocante o prestar el tipo de servicio 
solicitado, acudan a concursar en la respectiva licitación a presentar sus 
proposIcIOnes. 

Ahora bien, la forma de publicación y requisitos que deberán cumplirse encuentran 
establecidos por el artículo 32 de la Ley de la materia, que a la letra dice: 

"Las convocatorias, que podrán referirse a uno o más bienes, servicios u obras, se 
publicarán, simultáneamente, en la sección especializada del Diario Oficial de la 
Federación, en un diario de circulación nacional, y en un diario de la entidad 
federativa donde haya de ser utilizado el bien, prestado el servicio o ejecutada la 
obra, y contendrán: 

1. El nombre, denominación o razón social de la dependencia o entidad convocante; 

JI. La indicación de los lugares, fechas y horarios en que los interesados podrán 
obtener las bases y especificaciones de la licitación y, en su caso, el costo y forma 
de pago de las mismas. Cuando el documento que tenga las bases, implique un 
COSIO, éste será fijado sólo en razón de la recuperación de las erogaciones por 
publicación de la convocatoria y de los documentos que se entreguen; los 
interesados podrán revisar tales documentos previamente al pago de dicho costo, el 
cual será requisito para participar en la licitación. 

1II. La fecha, hora y lugar de celebración del acto de presentación y apertura de 
propOSICIOnes, y 

IV. La indicación de si la licitación es nacional o internacional, si se realizará bajo 
la cobertura de algún tratado, y el idioma o idiomas en que podrán presentarse las 
proposIcIones. 

Además, este precepto establece otros requisitos que deberá contener la publicación 
en la modalidad que nos ocupa en su inciso "A" que dispone: 

a) Tratándose de adquisiciones, y servicios, además contendrán: 

1. La descripción general, cantidad y unidad de medida de los bienes o servicios 
que sean objeto de la licitación, así como la correspondiente a, por lo menos cinco 
de Ins pa;tidas o conceptos de mayor monte; 

11. Lugar, plazo de entrega y condiciones de pago." 
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Cabe hacer mención que: "la publicación de las convocatorias de las licitaciones 
públicas deberá efectuarse atendiendo a lo dispuesto por el articulo Cuarto 
Transitorio de la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas, ésto es, en la sección 
especializada del Diario Oficial de la Federación y simultáneamente en un diario de 
la entidad federativa donde haya de ser utilizado el bien, prestado el servicio o 
ejecutada la obra. Cuando los supuestos a que se refiere la última parte del párrafo 
anterior se requieran en e1 Distrito Fed~ral, la convocatoria será publicada 
exclusivamente en la sección especializada del Diario Oficial de la Federación. En 
la hipótesis de que las convocatorias se refieran a requerimientos consolidados que 
abarquen a tres o más entidades federativas, aquéllas se publicarán únicamente 
en la sección especializada del Diario Oficial de la Federación referido y en un 
diario de circulación nacional".<40) 

Con relación a las convocatorias sobre requerimientos para el Distrito Federal, cabe 
recordar como se analizó en el primer capítulo de este trabajo de investigación, 
estas se apegarán a las disposiciones de la Ley de Adquisiciones para el Distrito 
Federal, la cual establece que deberán ser publicadas simultáneamente en el Diario 
Oficial de la Federación y en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 

Es causa que determina la nulidad de la licitación por violación a la formalidad de 
la publicación, la omisión de la publicación de la convocatoria, así como de los 
requisitos que deba contener y que impliquen una publicación incompleta, confusa, 
deficiente o imprecisa, la misma debe ser redactada en forma clara y precisa para 
que los interesados puedan resolver acerca de presentarse o no al procedimiento 
licitatorio correspondiente. 

Al respecto, el Maestro Sayagués Laso nos ilustra y dice: "generalmente la forma 
de publicación está determinada de manera expresa, debiendo cumplirse 
estrictamente, pues de lo contrario el procedimiento podría resultar viciado,,(41); por 
lo tanto, la publicidad debe ser escrupulosamente cumplida, respetando lo que 
disponga la normatividad vigente. 

hA la convocatoria también le son aplicables las reglas de competencia, razón por 
la cual debe ser emitida por el órgano administrativo que tenga facultades para 
hacerlo, ya que de lo contrario la licitación, en su caso, el contrato, estarian 
afectados de nulidad de pleno derecho por vicios de incompetencia en la 

(40) Lmeamientos D.o.F /5-1/1-96. Loc. cil./tIlmer,11 1.3 
(4J) Loc_ el!. pago 562 
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publicación de la convocatoria.,,(42) 

En relación a este tema, el "Acuerdo que establece la información relativa a los 
procedimientos de licitación pública que las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal deberán remitir a la Secretaria de Contraloria y 
Desarrollo Administrativo por transmisión electrónica o en medio magnético, así 
como la documentación que las mismas podrán requerir a los proveedores para que 
éstos acrediten su personalidad en los procedimientos de licitación pública", 
(Sistema Electrónico de Contrataciones Gubernamentales, COMPRANET), 
establece que la información de las convocatorias deberá ser entregada en las 
oficinas de la Contraloria, en la misma fecha en que está se entregue al Diario 
Oficial de la Federación para su publicación, y deberá incluir para el caso de 
adquisiciones de bienes muebles, el total de las partidas objeto de la licitación. 

Cabe aclarar a este respecto, que el módulo de convocatorias de este sistema, para 
efectos de la convocatoria a publicarse en el Diario Oficial de la Federación es 
generada en el formato de Word para Windows versión 2.0 ó superior, mismo que 
sólo considera después de ser capturado las 5 partidas de mayor monto; y para el 
caso de la información que se remite en este Sistema COMPRANET, contempla en 
su formato la captura de todas las partidas de la licitación de que se trate. 

3.5 BASES PARA UN PROCEDIMIENTO DE LICITACION PUBLICA. 

En este tema tan importante, cabe aclarar que los autores doctrinales toman como 
sinónimo de bases, pliego de condiciones, manejando la Ley de la materia 
únicamente la palabra bases de licitación, que son sencillamente las reglas a que 
deberán ajustarse los participantes que deseen presentar sus ofertas. 

La caracteristica principal de fondo de las licitaciones, es que cuenten con una 
descripción detallada de la contraprestación requerida por la Administración 
Pública que va a constituir el objeto de la contratación o adquisición 
correspondiente, modalidades materia de este trabajo de investigación. 

Por lo que a continuación señalaremos el criterio del Maestro Sayagués Laso, el 
cual define al pliego de condiciones como "el conjunto de cláusulas redactadas por 

(42) Lucero EspillO.\(¡. Manllel. Loc. cit. pago 44 
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la administración, especificando el SUmInIstro, obra o servICIO que se licita, 
estableciendo las condiciones del contrato a celebrar y determinando el trámite a 
seguir en el procedimiento de licitación".(43) 

Ahora bien, consideramos que las bases o pliego de condiciones es el conjunto de 
documentos escritos que determinan la descripción de la necesidad, es decir, las 
condiciones del contrato. 

Lucero Espinosa Manuel, señala que ello "constituye un conjunto de cláusulas 
preparadas unilateralmente por la Administración, destinadas tanto a la 
formalización del contrato a celebrar como a su ejecución, ya que detalla en forma 
circunstanciada el objeto del contrato, su regulación jurídica y los derechos y 
obligaciones de las partes. Por ello las· bases o pliego de la licitación incluye 
condiciones especificas de tipo jurídico, técnico y económico, que se resumen por 
un lado en cláusulas de tipo general, las cuales constituyen verdaderas 
disposiciones juridicas reglamentarias en cuanto versan sobre el procedimiento 
licitatorio en sí; y por otro lado, cláusulas especiales que constituyen disposiciones 
específicas, de naturaleza contractual, relativas al contenido del contrato a 
celebrar".(44) 

En cuanto a las bases o pliego de condiciones éstos son el resultado de un proceso 
preliminar, en el cual, ante una necesidad que debe ser satisfecha, la 
Administración Pública comienza por estudiar qué es lo que necesita, cuánto, cómo 
y a qué plazo necesita la provisión o el servicio, y una vez aclarado ésto, redacta las 
bases o pliego de condiciones determinando las condiciones del contrato a celebrar. 

"Las cláusulas del pliego son la fuente principal de los derechos y obligaciones de 
la Administración y de los proponentes, así como del que resulte contratante. Sus 
reglas deben cumplirse estrictamente".(45) 

Los requisitos y condiciones de las bases serán iguales para todos los participantes, 
a efecto de propiciar mayor competencia y transparencia entre ellos, y no tendrán 
que establecerse disposiciones que soliciten requisitos que no sean esenciales en 
las proposiciones, tales como la utilización de sobres de colores en que se 
contengan las ofertas, protección de datos con cinta adhesiva transparente, 
presentación de ofertas engargoladas o encuadernadas, varias copias de las 

(43) Loc. cit. pág. 560 
(44) Loe. cil. pág. 41 
(45) Sayagués Luso, Enrique. Loc. Cit. pág 560 
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propuestas, y en general cualquier requisito cuyo propósito no sea esencial para el 
objeto de las bases. 

Otro aspecto importante de señalar es que las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, deben cumplir en todo momento con los principios 
emanados de la licitación pública, ya que los participantes tendrán que ofertar sobre 
las mismas bases o pliego de condiciones,. tener igual acceso a la información que 
derive del procedimiento y concursar bajo las mismas condiciones, ya que su 
incumplimiento podría dejar en estado de indefensión a alguno de ellos, 
omitiéndose cumplir con los principios que regulan a dicho procedimiento y desde 
luego viciándolo de nulidad, motivo por el cual los principios de ella deben 
cumplirse estríctamente. 

Es necesario señalar que el artículo 33 de la Ley de la materia, establece los 
requisitos mínimos que deberán contener las bases o pliego de condiciones para 
una licitación, los cuales obligan a los oferentes hasta el momento en que son 
descartadas o desechadas sus propuestas, y siguen obligando al adjudicatario, como 
el contrato mismo, hasta el momento de su terminación; precepto que dispone lo 
siguiente: 

"Las bases que emitan las dependencias y entidades para las licitaciones públicas se 
pondrán a disposición de los interesados a partir de la fecha de publicación de la 
convocatoria y hasta siete dias naturales previos al acto de presentación y apertura 
de proposiciones, y contendrán, como mínimo, lo siguiente: 

1. Nombre, denominación o razón social de la dependencia o entidad 
convocante; 

11. Poderes que deberán acreditarse; fecha, hora y lugar de la junta de 
aclaraciones a las bases de la licitación, siendo optativa la asistencia a las 
reuniones que, en su caso, se realicen; fecha, hora y lugar para la 
presentación y apertura de las proposiciones, garahtías, comunicación del 
fallo y firma del contrato; 

111. Señalamiento de que será causa de descalificación, el incumplimiento de 
alguno de los requisitos establecidos en las bases de licitación; 

IV. El idioma o idiomas en que podrán presentarse bs pro posicione,; 
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V. La indicación de que ninguna de las condiciones contenidas en las bases de 
licitación, así como en las proposiciones presentadas por los proveedores, 
podrán ser negociadas, y 

VI. Criterios claros y detallados para la adjudicación de los contratos y la 
indicación de que en la evaluación de las proposiciones en ningún caso 
podrán utilizarse mecanismos de puntos o porcentajes. 

Tratándose de adquisiciones, arrendamientos y servicios, además contendrán: 

1. Descripción completa de los bienes o servicios; información específica sobre 
el mantenimiento, asistencia técnica y capacitación; relación de refacciones 
que deban cotizarse cuando sean parte integrante del contrato; 
especificaciones y normas que, en su caso, sean aplicables; dibujos; 
cantidades; muestras; pruebas que se realizarán y, de ser posible, método 
para ejecutarlas; periodo de garantía y, en su caso, otras opciones adicionales 
de cotización; 

11. Plazo, lugar y condiciones de entrega; 

1lI. Requisitos que deberán cumplir quienes deseen participar; 

IV. Condiciones de precio y pago; 

V. La indicación de si se otorgará anticipo, en cuyo caso deberá señalarse el 
porcentaje respectivo, el que no podrá exceder del cincuenta por ciento del 
monto total del contrato; 

VI. La indicación de si la totalidad de los bienes o servIcIOs objeto de la 
licitación, o bien, de cada partida o concepto de los mismos, serán 
adjudicados a un solo proveedor, o si la adjudicación se hará mediante el 
procedimiento de abastecimiento simultáneo a que se refiere el artículo 49, 
en cuyo caso deberá precisarse el número de fuentes de abastecimiento 
requeridas, los porcentajes que se asignarán a cada una, y el porcentaje 
diferencial en precio que se considerará; 

VII. En el caso de los contratos abiertos, la información que corresponda del 
"",¡culo 4R: 
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VIII. Señalamiento de que será causa de descalificación la comprobación de que 
algún proveedor ha acordado con otro u otros elevar los precios de los bienes 
y servicIos; 

IX. Penas convencionales por atraso en las entregas; 

X. Instrucciones para elaborar y entregar las proposiciones y garantías, y 

Xl. La indicación de que, en los casos de licitación internacional en que la 
convocante determine que los pagos se harán en moneda extranjera, los 
proveedores nacionales, exclusivamente para fines de comparación, podrán 
presentar la parte del contenido importado de sus proposiciones, en la 
moneda ,extranjera que determine la convocante; pero el pago se efectuará en 
moneda nacional al tipo de cambío vigente en la fecha en que se haga el pago 
de los bienes". 

Con respecto a la documentación que debe enviarse a la Contraloría, según el 
Acuerdo relativo al Sistema Electrónico de Contrataciones Gubernamentales 
(COMPRANET), las bases de licitación deberán remitirse el mismo día que se 
entregue la convocatoria correspondiente en el Diario Oficial de la Federación para 
su publicación, y el texto que se remita a la Contraloría deberá coincidir en todos 
sus términos con el que se ponga a disposición de los proveedores y contratistas en 
las oficinas de la convocante para su venta, exceptuando a las que por su 
complejidad técnica o volumen de información no sean susceptibles de 
incorporarse a Compranet, por lo que en tales casos deberá especi ficarse en la 
convocatoria respectiva que las bases de licitación no estarán disponibles para su 
consulta en Compranet y que el sistema de pago de bases en bancos no estará 
disponible; la información correspondiente a este punto deberá generarse en 
formato Word para Windows versión 2.0 o superior. 

3.5.1 DOCUMENTOS JURIDICOS DE ACREDITACION y FORMA DE 
PRESENT ACION DE LOS MISMOS. 

Las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal en las bases o 
pliego de condiciones de la licitación pública correspondiente, deberá establecer la 
docllr.Jer.tació;, que deberá;; presentar los pro\'eed~~cs dura"!,, k pcesentación y 
apertura de las proposiciones. 
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Se presupone que un proveedor, al adquirir las bases para una licitación cuenta con 
la infraestructura técnica, capacidad legal y financiera para participar en el 
procedimiento a celebrar, no obstante ello la convocante solicitará documentación 
relativa a ello para verificar dicha capacidad y personalidad juridica del proveedor. 

Como se señaló en el capítulo primero de este trabajo de investigación; el propío 
artículo 134 Constitucional establece que en un procedímíento lícitatorio, la entrega 
de proposiciones se hará por escrito, mediante dos sobres cerrados que contendrán, 
por separado, la propuesta técnica y la propuesta económica, a efecto de garantizar 
debidamente la transparencia de este procedimiento. 

Por 10 que respecta a "la documentación complementaria -estados financieros, 
identificación, poderes que deberán acreditarse, entre otros documentos- deberá 
presentarse simultáneamente con la propuesta técnica, dentro del sobre de ésta o 
fuera de él, a elección del participante" (46l 

Anterionnente, las dependencias y entidades de la Administración Públíca Federal 
para verificar la personalidad, capacidad técnica, legal, administrativa y financiera 
de los proveedores participantes, requerían entre otros los documentos públicos y 
privados siguientes: 

• Acta constitutiva· de la empresa partlclpante, así como las modificaciones 
respectivas, protocolizadas ante notario público e inscritas debidamente en el 
Registro público de la propiedad y el comercio. 

• Alta ante la Secretaria de Hacienda y Crédito Público.(Personas fisicas. y 
morales) 

• Estados financieros y/o en su caso pagos trimestrales dell.S.R. e l.V.A. 

• Identificación oficial con fotografia. 

• Poder notarial del representante legal. 

• Currículum. 

f4{¡) LlII(!amicntOl D.OF. 15-111-96 Loc ál. numerai 2.8 
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• Escrito en el que manifiesten Bajo Protesta de decir verdad, no encontrarse en 
alguno de los supuestos del artículo 41 de la Ley de Adquisiciones y Obras 
Públicas y 47 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos. 

• Recibo que ampare el pago y recepción de las bases. 

• Testimonio por escrito de conocer y aceptar el contenido de las bases. 

De esta documentación la dependencia o entidad la solicitará en original y copia, a 
efecto de verificar la autenticidad de los documentos que queden en poder de la 
convocante, y como lo señala el numeral antes descrito, deberá presentarse dentro 
del sobre de la oferta técnica o fuera de él, ya que si bien la presentación de la 
documentación dentro del mismo no es lin requisito indispensable, tampoco se 
considera causa de descalificación, pero sí lo será el omitir alguno de los 
documentos requeridos. 

Por lo que respecta a la oferta técnica, se deberá presentar conforme ya quedó 
establecido con antelación, en sobre cerrado de manera inviolable; asimismo, toda 
la documentación que será entregada al área convocante por los participantes y que 
no sean documentos con carácter devolutivo, deberá ser firmada por el 
representante legal. 

Por lo que respecta a la oferta técnica, ésta deberá contener lo siguiente: 

• Carta original de preferencia en papel membretado, firmada por el representante 
legal de la empresa participante, en la que precise la oferta técnica, consistente 
en otorgar los bienes o prestar los servicios indicados en las mismas, en los 
términos y condiciones que en el mismo se citan. 

• Carta garantía de los bienes o servicios ofertados. 

• Información complementaria que pueda proporcionar, como catálogos, 
documentos o videos que contengan las características específicas de los bienes 
o de su programa de trabajo. 

• No deberá considerar precios, en caso de incluirlos, será motivo de 
descaliticación del participante. 
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En relación a la documentación complementaria, "no es admisible establecer como 
requisito para participar en las licitaciones, que la persona que asista a entregar la 
propuesta cuente con poderes de representación de la empresa en cuyo nombre 
presente aquélla. En este caso será suficiente contar con una carta poder simple e 
identificación, toda vez que la persona que suscriba la propuesta en la licitación es 
la que debe contar con los documentos notariales que lo acrediten como apoderado 
o administrador de la empresa con I.as facultades legales expresas para 
comprometerse y contratar en nombre y representación de la misma" .(41) 

Ahora bien, una nueva disposición implementada por la Secretaria de Contraloria y 
Desarrollo Administrativo, según el Acuerdo relativo al Sistema Electrónico de 
Contrataciones Gubernamentales (COMPRANET l, establece que en las 
licitaciones públicas de adquisiciones, arrendamientos y servicios en la que los 
proveedores participen a través de un representante, la única documentación que 
las dependencias y entidades podrán requerir a éstos, con objeto de acreditar su 
personalidad para participar en las mismas, será un escrito en el que el firmante 
manifieste, bajo protesta de decir verdad, que cuenta con facultades suficientes para 
suscribir a nombre de su representada la propuesta correspondiente, formato que es 
establecido en el propio acuerdo, mismo que podrá reproducirse de distinta manera 
por los participantes, pero invariablemente en él, deberán establecerse los datos 
principales del proveedor, tales como el número del registro federal de 
contribuyentes; el nombre de su apoderado o representante; su domicilio, teléfono, 
etc., y en el caso de personas morales el número y fecha de la escritura pública en 
la que consta el acta constitutiva y sus reformas, el nombre, el número del notario 
público ante el cual se dio fe de la misma, la relación de los accionistas y la 
descripción del objeto social de la empresa. Asimismo, del representante legal del 
proveedor, el número y fecha de la escritura pública en la que consta que cuenta 
con facultades suficientes para suscribir la propuesta, así como el nombre y número 
del notario público ante el cual fue otorgada. 

Cabe hacer mención que el formato que integra éstos datos deberán adjuntarlo a su 
propuesta técnica debidamente requisitado, y las convocantes tendrán que 
abstenerse de solicitar a los participantes, para acreditar la personalidad jurídica de 
éstos, cualquier otra documentación distinta de la que se precisa, debiendo 
exclusivamente requerir a la empresa ganadora, previo a la firma del contrato, 
copia certificada para su cotejo y copia simple para su archivo de los documentos; 
no obstante ello, la persona que concurra en representación de una persona fisica o 

(47') Op <ir numaa/I f, 
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moral al acto de presentación y apertura de proposiciones deberá presentar carta 
poder simple para poder participar, así como copia de una identificación oficial con 
fotografia. 

Como se desprende de lo anterior, la documentación para acreditar la personalidad 
juridica de un proveedor, ya no será requerida dentro de los documentos públicos y 
privados solicitados para poder participar, sino que únicamente se requerirá al 
proveedor (es) ganador (es) para la firma del contrato respecti va; debiendo 
únicamente solicitar la convocante aparte de ello, los documentos señalados con 
anterioridad, tales como el recibo de compra de bases, curriculum, testimonio por 
escrito de conocer y aceptar el contenido de las bases, etc. que consideren 
necesarios para cumplir con las obligaciones que deriven de cada procedimiento. 

Por lo que respecta, a la presentación de la oferta económica al igual que la técnica 
será presentada en sobre cerrado de manera inviolable, los cuales deberán ser 
firmados por el representante legal o quien cuente con facultades legales para ello. 

Con relación a la oferta económica deberá contener lo siguiente: 

• Incluir el costo unitario y total de los bienes o servicios que el partIcIpante 
consideró en su oferta técnica, desglosando el impuesto al valor agregado 
(I.Y.A.). 

• Garantía de sostenimiento de las proposiciones. 

Asimismo, en las bases o pliego de condiciones se indicará que no será 
contemplada la oferta económica del participante que incumpla, total o 
parcialmente, cualquiera de los requisitos especificados en la oferta técnica. 

"E·I interesado que desee participar en la licitación debe tener cuidado en la 
preparación de su oferta, ya que de la redacción, confección y presentación de la 
propuesta depende que su proposición sea aceptada".(48) 

3.5.2 CRONOGRAMA DESCRITO DEL PROCEDIMIENTO CON LOS 
RESPECTIVOS HORARIOS Y FECHAS DE SUS DISTINTAS ETAPAS. 

(48; Lucero EIJJIIlOHI Lo( 01 púl?, 4(, 
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Dentro del contenido de las bases o pliego de condiciones de la licitación pública 
respectiva, la dependencia o entidad convocante al desglosar sus etapas, deberá 
señalar el lugar, fecha y horarios en que se celebrarán todos y cada uno de los actos 
que integran el procedimiento licitatorio. 

La publicación se hará por medio del Diario Oficial de la Federación y la 
convocan te establecerá las fechas de celebración de estos eventos, con la finalidad 
de que los panicipantes que se presenten a licitar, conozcan las fechas exactas de 
las distintas etapas del procedimiento y estén conscientes de cuando sea necesaria u 
opcional su asistencia a los mismos, o ésto sea causa de descalificación del 
procedimiento licitatorio correspondiente, y con ello puedan acudir en tiempo y 
forma a la presentación de sus ofenas. 

3.5.3 DISPOSICIONES GENERALES. 

3.5.3.1 GARANTlAS. 

Dentro de las obligaciones de los oferentes, una de ellas es afianzar sus 
obligaciones en su calidad de oferente, para lo cual debe otorgar la llamada 
"garantía de la ofena" y, en su caso, la "garantía de cumplimiento del contrato". 

Los proveedores que panicipen en procedimientos de licitación pública, deberán 
considerar el sostenimiento de sus ofenas y el cumplimiento del contrato. 

"Para la determinación del porcentaje de garantías, las convocantes podrán 
considerar la conveniencia de establecer un 5% máximo del monto total de la 
propuesta para garantizar la seriedad de las ofenas, y un 10% máximo del monto 
total del contrato para garantizar el cumplimiento del mismo·'.'''' 

Los comités y subcomités correspondientes determinarán la forma y el monto de 
las garantias que deban aplicarse en estos casos; la unidad de adquisiciones será 
responsable de que se garantice legal, técnica, económica y administrativamente las 
operaciones de compra que se formalicen. 

Es muy imponante establecer en las bases o pliego de condiciones, clara y 

(.jlh LiI1('omil!lIlo\ D,Q F 15·111·1)6 Loc ClI. "lImeral ~ 1) 
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expresamente el tipo de garantías y el monto de las mismas, que cada operación de 
compra amerite, así como en favor de quién se otorgarán, ya sea de la Tesorería de 
la Federación, de las Entidades o de las Tesorerías de los Estados y Municipios. 

Básicamente el cumplimiento de los contratos siempre es solicitado mediante 
fianza, y el sostenimiento ya sea a través de esta misma garantía o de un cheque 
certificado o de caja. Asimismo, en las bases o pliego de condiciones deberá 
establecerse que las fianzas deberán ser expedidas por institución legalmente 
constituida y facultada para tal efecto, y que la misma será liberada por la unidad 
de adquisiciones de cada dependencia o entidad, siempre y cuando el proveedor 
haya cumplido previamente y a satisfacción el objeto y condiciones que motivaron 
su expedición. 

A este respecto, el artículo 10 de la Ley de la matería señala las siguientes 
dependencias 

1. Las unidades administrativas de la Presidencia de la República; 

11. Las secretarías de Estado y departamentos administrativos; 

III. Las Procuradurías Generales de la República, y de Justicia del Distrito 
Federal; . 

IV. El gobierno del Distríto Federal; 

V. Los organismos descentralizados, y 

VI. Las empresas de participación estatal mayoritaria y los fideicomisos públicos 
que, de conformidad con las disposiciones legales aplicables, sean 
considerados entidades paraestatales. 

Cabe destacar, como se señalo al analizar de manera breve la Ley de Adquisiciones 
y Obras Públicas, a partir del día 05 de Diciembre de 1997 por Decreto que reforma 
disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, el 
Gobierno del Distrito Federal así como la Procuraduría General de Justicia del 
Distrito Federal ya no conforman parte de ella. 

Como ya quedo señalado, la garantía de seriedad de las proposiciüne5 deberá ser 
incluida dentro del sobre de la oferta económica; con respecto a la garantía de 
cumplimiento de contrato, se deberá establecer cierta fecha para su presentación, ya 
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que ésta junto con el contrato respectivo, son requisitos indispensables para 
efectuar el pago que corresponda. 

Las garantías de sostenimiento de las ofertas y de cumplimiento de contrato tendrán 
las mismas disposiciones para la licitación pública, así como para los 
procedimientos excepción a la licitación pública. 

Como ya se señalo en temas anteriores, la dependencia o entidad convocante podrá 
exceptuar al proveedor o contratista, según corresponda, de presentar la garantía de 
cumplimiento del contrato respectivo. 

Con referencia a los montos de actuación, establecidos en cada ejercIcIO para 
efectos del artículo 82 de la Ley de la materia, las dependencias y entidades 
establecerán hasta qué monto podrán exceptuar al proveedor de la presentación de 
la garantía de cumplimiento del contrato, lo cual establecerán dentro de sus 
políticas, bases y lineamientos de su comité o subcomité correspondiente. Por 
ejemplo, al darse a conocer el fallo de un procedimiento de invitación restringida a 
cuando menos tres proveedores, y el monto del contrato a celebrar no rebase el 
monto base establecido, se exceptuará a este proveedor de la presentación de la 
garantía correspondiente, igualmente seria con una adjudicación directa de bienes o 
prestación de servicios, siempre y cuando no rebase el monto preestablecido. 

'"Las garantías de "oferta" les son devueltas a los licitadores que no resulten 
adjudicatarios; en cambio, al oferente que resulte adjudicatario. el depósito de 
garantía de oferta le será devuelto después de celebrado el contrato"'."O) 

Posteriormente a la notificación de que un proveedor resultó ganador, éste deberá 
canjear la garantía de sostenimiento de la oferta por la de cumplimiento del 
contrato, y una vez que haya cumplido a satisfacción de la convocante las 
obligaciones respectivas, ésta será liberada. 

CAUSAS POR LAS CUALES SE HARAN EFECTIVAS LAS GARANTlAS. 

A este respecto, el párrafo segundo del artículo 50 de la Ley de la materia señala 
que: "El proveedor a quien se hubiere adjudicado el contrato como resultado de una 

(50) Miguel S M(/rJ(,lI/lOfJ. Loc Cil. PÚg. 238 
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licitación, perderá en favor de la convocante la garantía que hubiere otorgado si, 
por causas imputables a él, la operación no se formaliza dentro del plazo a que se 
refiere este artículo", 

Otros supuestos que suelen dar origen a hhacer efectivas las garantías de 
sostenimiento, es cuando el participante: 

Retire su propuesta una vez iniciado el acto de presentación y apertura de 
proposICIOnes. 

- Retire su propuesta antes de emitirse el fallo final. 

No firme el licitante ganador, el contrato derivado de la adjudicación de la 
licitación, en la fecha señalada. 

- No entregue oportunamente la fianza de cumplimiento del contrato. 

Estos supuestos los consideramos convenientes, ya que una vez iniciado el acto de 
presentación y apertura de ofertas, cada participante deberá sostener sus ofertas y 
a su vez cumplir con las obligaciones respectivas que llegasen a derivarse, ya que 
no podria darse lugar a que incumpliera con cierta obligación en el momento que 
desee, motivo por el cual es necesario establecer una sanción, que en este caso es la 
ejecución de la fianza correspondiente. 

En el caso de las fianzas de garantía de cumplimiento de contrato, éstas se harán 
efectívas después de agotar las penas convencionales pactadas en los contratos por 
incumplimiento en las entregas. 

3.5.3.2 MODIFICACIONES A LAS BASES, PEDIDOS O CONTRATOS. 

Las bases de licitación producen efectos jurídicos propios, en cuanto que la 
Administración Pública no puede modificarlas después de haber efectuado el 
llamado a la licitación, sino dentro de ciertos limites establecidos por la propia Ley; 
pero no podrá hacerlo,' bajo ninguna circunstancia, una vez iniciado el acto de 
presentación y apertura de ofertas. 

Al respecto, el artículo 35 de la Ley de la materia, establece los supuestos entre los 
cuales podrán modificarse, y que a continuación se describen: 
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"Las dependencias y entidades, siempre que ello no tenga por objeto limitar el 
número de participantes, podrán modificar los plazos u otros aspectos establecidos 
en la convocatoria o en las bases de la licitación, cuando menos con siete días 
naturales de anticipación a la fecha señalada para la presentación y apertura de 
proposiciones, siempre que: 

1. Tratándose de la cor.vocatoria, las modificaciones se hagan del conocimiento de 
los interesados a través de los mismos medios utilizados para su publicación, y 

11. En el caso de las bases de la licitación, se publique un aviso a través de la 
sección especializada del Diario Oficial de la Federación a que se refiere el artículo 
32, a fin de que los interesados concurran, en su caso, ante la propia dependencia o 
entidad para conocer, de manera específica, la o las modificaciones respectivas. 

No será necesario hacer la publicación del aviso a que se refiere esta fracción, 
cuando las modificaciones deriven de las juntas aclaratorias, siempre que, a más 
tardar en el plazo señalado en este artículo, se entregue copia del acta respectiva a 
cada uno de los participantes que hayan adquirido las bases de la correspondiente 
licitación. 

Las modificaciones de que trata este artículo no podrán consistir en la sustitución o 
variación sustancial de los bienes o servicios convocados originalmente. o bien. en 
la adición de otros distintos". 

Lo anteriormente estipulado, consideramos se encuentra bien establecido, ello en 
virtud de que las dependencias deben ajustarse a las limitan tes y formalidades que 
para este fin exige el propio ordenamiento, pues sólo pueden versar sobre plazos u 
otros aspectos enunciados en la convocatoria o en las bases mismas. 

"Las bases de licitación pública no pueden ser modificadas. La doctrina ha 
considerado que dicha modificación puede hacerse de manera limitada, siempre y 
cuando no se haya efectuado la presentación de ofertas y que tales modificaciones 
se hayan dado a conocer oportunamente a todos los participantes"'511 

Por lo que se refiere a la información que deberá ser enviada a la Contraloría a 
través del Sistema Electrónico de Contrataciones Gubernamentales 
(COMPRANET1, los avisos de modificaciones a las convocatorias y bases de las 

(5/ ¡ !./le;,1'rJ EspiJ/O.\ll. ;\lmll/('l. Loe. Cil. pág. 1 ~Ii. 
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licitaciones deberán remitirse el día en que se entreguen al Diario Oficial de la 
Federación para su publicación. 

Otro supuesto más de modificación a las bases, es la justificación del ajuste del 
pedido. Un ejemplo de ello es cuando el costo de los bienes o servicios sobrepasa 
el monto presupuestado, y la convocante procede a ajustar el número de bienes o 
servicios lequeridos, a efecto de no sobrepasar dicho monto, ello en virtud de que 
en base a un sondeo de mercado los precios resultan convenientes. 

Por otro lado, las dependencias y entidades de la administración pública podrán 
modificar los contratos vigentes dentro de los seis meses posteriores a la fecha 
de su finna, fonnalizándose invariablemente por escrito, únicamente en lo que se 
refiere a incremento en los bienes o servicios, o prórrogas en la vigencia de estos, 
hasta un máximo del 15% de lo pactado originalmente, siempre y cuando se 
establezca en las bases de licitación, se cuente con el presupuesto disponible, y el 
precio de los bienes sea igual al acordado inicialmente, ello de confonnidad con el 
artículo 53 de la Ley en cita. 

Por lo cual, las dependencias y entidades no necesitarán la autorización del comité 
o subcomité correspondiente de adquisiciones, arrendamientos y servicios, ya que 
esto pennite que, cuando no sea programado debidamente el control y ejercicio del 
gasto, o por causas de interés general se requiere una mayor cantidad de bienes o de 
servicios fuera de lo autorizado por el comité o subcomité de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios correspondiente, podrán incrementar éstos hasta un 
máximo del 15% para soportar cualquier contingencia. toda vez que podrán hacerlo 
bajo su responsabilidad, debiendo contar para ello con el saldo disponible dentro de 
la partida correspondiente. 

3.5.3.3 PLAZO, LUGAR Y CONDICIONES DE ENTREGA DE LOS 
BIENES O FORMA DE PRESTACION DEL SERVICIO. 

Estos aspectos están previstos en el artículo 33 inciso A fracción II de la Ley de la 
materia, como requisito, que deberán contener las bases o pliego de condiciones, y 
a los cuales deberán ajustarse los proveedores participantes, ya que ninguna de las 
condiciones de las bases podrán ser negociadas. 

Se deberán establecer las fechas exactas, así como los lugares o almacenes en que 
serán entregados los bienes motivo de la licitación, o en su caso. el periodo durante 
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el cual se podrán adquirir éstos. Asimismo, los lugares, oficinas o instalaciones en 
donde se prestará el servicio, o si en base a la naturaleza de éste, el mismo se 
prestará en las instalaciones del proveedor ganador o ganadores, estableciéndose el 
periodo durante el cual se prestarán los servicios solicitados por la dependencia o 
entidad convocan te. 

3.5.3.4 CONDICIONES DE PRECIO Y PAGO. 

Las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, programan a 
inicio de año sus necesidades en la materia para desarrollar en óptimas condiciones 
sus actividades y funciones encomendadas, y es por ello que en los distintos 
procedimientos se requiera fundamentalmente la condición de precios firmes y fijos 
hasta la conclusión del contrato correspondiente, lo cual establece el artículo 51 de 
la Ley de Adquisiciones y ODras Públicas al señalar que: 

"En las adquisiciones, arrendamientos y servicios, deberá pactarse preferentemente 
la condición de precio fijo. 

En relación a los casos justificados, se podrán pactar en el contrato decrementos o 
incrementos a los pr~cios, de acuerdo con la fórmula que determine previamente la 
convocante en las bases de la licitación. En ningún caso procederán ajustes que no 
hubieren sido considerados en las propias bases de la licitación. 

Tratándose de bienes o servicios sujetos a precios oficiales, se reconocerán .los 
incrementos autorizados". 

Lo anterior, lo consideramos acertado, ya que los precios deberán ser precios fijos y 
firmes durante el periodo que cubra el contrato respectivo, y sólo en caso de precios 
oficiales, ajustarse a los incrementos. 

Asimismo, deberán establecer en forma explícita en las convocatorias y bases de la 
licitación, la fecha en que se hará exigible la obligación de pago por parte del 
proveedor ganador o ganadores, es decir, no podrán establecer en las bases de la 
licitación condiciones tales como: "dentro" de los !Ix" y "y" días, a la recepción 
"satisfactoria" de la convocante, u otras similares y equivalentes que generen 
ambigüedad o subjetividad en la determinación de la fecha en <tu~ se haga exigible 
la obligación de pago. 
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El momento de referencia que se establezca para determinar la fecha exacta en que 
se haga exigible la obligación de pago, invariablemente deberá ser verificable en 
forma documental, a partir de la fecha en que se haga constar la recepción de los 
bienes en almacén o lugar que se precise; a partir de la fecha en que se haga constar 
la aprobación de la calidad de los productos, entre otros, ello considerando la 
presentación de la factura debidamente autorizada y requisitada sin errores de 
elaboración. 

En relación a 10 anteriormente señalado, el artículo 52 de la Ley de la materia 
establece en su primer párrafo que: "Las Dependencias y Entidades deberán pagar 
al proveedor el precio estipulado en el contrato, a más tardar dentro de los veinte 
días naturales siguientes contados a partir de la fecha en que se haga exigible la 
obligación a cargo de la propia dependencia o entidad", además las diferentes 
Unidades administrativas deberán aclararlo en la convocatoria y bases de licitación 
para que los proveedores que quieran participar conozcan de éstas condiciones. 

3.5.3.5 ANTICIPOS. 

Este tema dada su naturaleza de constituirse también como una garantía, pudo 
haber sido tema de dicho apartado, pero a nuestra consideración es un punto que 
merece un análisis por separado ya que es un tema de importancia para la materia 
que nos ocupa, y al respecto señalaremos que el artículo 33 inciso "A" fracción V 
de la Ley de la materia, prevé que en las bases de licitación o pliego de condiciones 
las dependencias y entidades harán "la indicación de si se otorgará anticipo, en 
cuyo caso deberá señalarse el porcentaje respectivo, el que no podrá exceder del 
cincuenta por ciento del monto total del contrato". 

Cabe mencionar que todo anticipo otorgado por una dependencia, se justificará y 
someterá a la previa consideración y resolución del comité o subcomité según 
corresponda, mismo que tomará en cuenta que sea estrictamente necesario, por el 
tipo de bien o servicio a licitar; los cuales únicamente se otorgarán cuando se traté 
de adquisición de bienes sujetos a un proceso largo de fabricación, por etapas; y 
bienes que por su valor, tamaño y especificaciones no se tengan en existencia y 
sólo se fabrican y producen a partir de la formalización de un contrato. 

Es preciso decir, que los anticipos que otorguen las dependencias deberán 
constituirse por la totalidad del monto del anticipo, según 10 establece el artículo 38 
fracción II de la Ley de la materia, que a la letra dice: 
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"Quienes participen en las licitaciones o celebren los contratos a que se refiere esta 
Ley, deberán garantizar: fracción ll. Los anticipos que, en su caso, reciban. Esta 
garantía deberá constituirse por la totalidad del monto del anticipo." 

Lo anterior, se considera acertado, ya que ésta es una forma de soportar 
debidamente un recurso erogado por una dependencia, por un bien que no se ha 
recibido a satisfacción y es una manera de obligar a la aseguradora a través de la 
fianza respectiva a cubrirlo en el caso de incumplimiento a las obligaciones 
correspondientes a cargo del fiado. 

3.5.3.6 CAUSAS DE DESCALlFICACION 

Consideramos· que este es otro punto muy importante dentro de la materia que nos 
ocupa, ya que las causas que originan la descalificación de algún participante deben 
ser debidamente fundadas y motivadas, toda vez que de no encontrarse apegadas a 
la normatividad vigente, podría ser causal de inconformidad por parte de algún 
participante en alguno de estos eventos, lo que ocasionaría un obstáculo para la 
contratación por parte de la dependencia hasta en tanto se resuelva la misma. 

"Las convocan tes no podrán establecer en las bases de las licitaciones la previsión 
relativa a "reservarse el derecho" de descalificar o no a los concursantes, ya que es 
causa de descalificación el incumplimiento de alguno de los requisitos de las bases, 
excepto los indicados como optativos y por lo tanto, la descalificación o 
desechamiento no es un acto discrecional de la convocan te, sino que se trata de un 
acto regulado por los artículos 33 fracción 111, 45 Y 58 de la Ley de la materia. 

No podrá ser motivo de descalificación el que un participante se ausente del evento, 
siempre y cuando hubiere presentado la propuesta".(52) 

Concluyendo este punto, consideramos que los casos y las causas de 
descalificación de los participantes se asentarán en las actas de los eventos de 
presentación y apertura de proposiciones y de fallos correspondientes, por lo que 
las dependencias deberán tener el cuidado pertinente de apegarse a lo establecido 
en la normatividad vigente y en sus bases de licitación .. ya que como se desprende 
de dicho precepto el incumplimiento de un solo requisito traerá como consecuencia 

(52) Linl'Umienro~ D.Q.F. JJ-Ill-1}6. Loc. cit. numera/l.4 
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su descalificación, para 10 cual deberá fundar y motivar la descalificación de los 
participantes que incumplan con 10 solicitado en bases. 

3.5.3.7 DECLARAR DESIERTA UNA LlCIT AC10N 

Este tema relativo al término "desierta", se refiere en que al ser convocado un 
procedimiento de licitación pública o de invitación restringida a cuando menos tres 
proveedores, no exista una persona fisica o moral a la cual se le adjudique el 
contrato respectivo, es decir no hay la conclusión satisfactoria por parte de la 
dependencia o entidad convocante por circunstancias ajenas a ella y propias de la 
materia que nos ocupa, ya que regula oportunamente estos casos. 

Al respecto, el Maestro Manuel S. Marienhoff señala que: "una licitación pública 
puede fracasar no sólo por falta de oferentes, sino también cuando la o las ofertas 
presentadas resulten "inadmisibles".<5J) 

Las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal deberán 
establecer clara y detalladamente cuándo y en qué casos se procederá a declarar 
desierta una licitación pública. 

El fundamento legal sobre este tema 10 encontramos en el artículo 4 7 de la Ley de 
la materia que establece que: " las dependencias y entidades procederán a declarar 
desierta una licitación cuando las posturas presentadas no reúnan los requisitos de 
las bases de la licitación o sus precios no fueren aceptables, y volverán a expedir 
una nueva convocatoria. 

Tratándose de licitaciones en la que una o varias partidas se declaren desiertas por 
no haberse recibido posturas satisfactorias, la dependencia o entidad podrá 
proceder, sólo por esas partidas, en los términos del párrafo anterior, o bien, cuando 
proceda, en los términos del artículo 82". 

Algunos de los supuestos que consideramos pueden presentarse, y son los 
siguientes: 

1. Cuando ningún proveedor hubiere adquirido las bases para palticipar. 

(53, LO( (ir. Pág.2.'iY 
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II. Cuando ninguna de las ofertas presentadas reúna los requisitos establecidos en 
las bases de la licitación o que sus precios no sean aceptables, previo el sondeo de 
mercado efectuado. 

Como se desprende de lo antes descrito, el efecto de una licitación que resulta 
desierta es el de admitir que la contratación se lleve a cabo prescindiendo de una 
licitación pública y el contrato podrá efectuarse mediante un procedimiento de 
invitación restringida, situación que establece el artículo 81 fracción IV el cual 
señala que: "las dependencias y entidades bajo su responsabilidad, podrán 
contratar adquisiciones, arrendamientos, servicios y obra pública, a través de un 
procedimiento de invitación restringida, cuando: .. .fracción IV: Se realicen dos 
licitaciones públicas sin que en ambas se hubiesen recibido proposiciones 
solventes". 

Desde luego al declarar desiertas dos licitaciones públicas y con el efecto de darle 
más transparencia a las adquisiciones, lo más conveniente seria un procedimiento 
de invitación restringida a cuando menos tres proveedores, pero en base a la 
opinión de su comité o subcomité de adquisiciones, arrendamientos y servicios, en 
el caso de los supuestos sometidos a su dictaminación, detenninará lo más 
conveniente a seguir para cada caso dependiendo del tipo de bien o servicio y de las 
necesidades a satisfacer por parte de la convocante, pudiendo para ello adjudicarlo 
de manera directa. 

En este orden de ideas, el Maestro Lucero Espinosa, establece que: "cuando la 
contratación directa deba llevarse a cabo por haber fracasado una licitación, en los 
casos previstos por la Ley, se realizará sobre las condiciones estipuladas en las 
bases o pliegos de condiciones elaborados para la licitación ya que de lo contrario 
no sería la misma contratación sino una diversa. n(54) 

Nosotros consideramos que la idea de este autor es conveniente, en virtud de que al 
declararse desierta una licitación pública, el pedido o contrato debe adjudicarse de 
manera directa y no realizarse un procedimiento de invitación restringida a cuando 
menos tres proveedores, toda vez que ya se hizo un llamado público, y por ciertas 
circunstancias no se adjudicó el mismo, por lo que deberá buscarse el proveedor 
que cumpla con las condiciones legales, técnicas y económicas (sondeo de 
mercado) más convenientes para la convocante, y garantice satisfactoriamente el 
cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones respectivas. 

(54) Loc. cir Pág. 63. 
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3.5.3.8 CANCELACJON DE UNA LICITACION 

Con respecto a este tema, señalaremos que las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, podrán cancelar una licitación pública, sin ninguna 
responsabilidad para el área convocante, debiendo para ello fundainentar tal 
decisión, y será en los siguientes casos: 

a) En caso fortuito o de fuerza mayor. 
b) Cuando concurran razones de interés general. 
c) Por resolución administrativa o judicial que así lo ordene. 

Por otra parte, si la licitación fuere cancelada se avisará por escrito a todos y cada 
uno de los participantes, así como a través de los mismos medios utilizados para su 
publicación. 

Una vez convocada una licitación pública es muy dificil que una dependencia o 
entidad cancele la misma, puesto que ya se conocen sus alcances y necesidades de 
la dependencia, por las cuales convocó la adquisición o servicio. 

Otro supuesto es el que estipula el artículo 33 último párrafo de la Ley de la 
materia el cual dispone que: "en el ejercicio de sus atribuciones, la Contraloria 
podrá intervenir en cualquier acto que contravenga las disposiciones que rigen las 
materias objeto de esta Ley. Si la Contraloría determina la cancelación del proceso 
de adjudicación, la dependencia o entidad reembolsará a los participantes los gastos 
no recuperables en que hayan incurrido, siempre que éstos sean razonables, es¡én 
debidamente comprobados y se relacionen directamente con la operación 
correspondiente". 

Este supuesto, desde luego deriva de no haberse llevado conforme a derecho el 
procedimiento respectivo, ya que el mismo se encuentra viciado de nulidad por 
alguna causa que da origen a su cancelación, ello independientemente de lo 
aplicable por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

3.5.3.9 IDIOMA DE LAS PROPOSICIONES. 

En las bases o pliego de condiciones de una licitación, deberá establecerse lo 
señalado por el artículo 33 de la Ley de la materia que prevé los requisitos mínimos 
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que deberán contener, el cual en su fracción IV señala: "el idioma o idiomas en que 
podrán presentarse las proposiciones". 

Por lo tanto, en el caso de las licitaciones públicas de carácter nacional que 
convoquen las dependencias y entidades de la administración pública, por lógica y 
naturaleza establecerán que sus proposiciones se presentarán en el idioma español. 

3.5.3.10. ENTREGA DE MUESTRAS. 

Las muestras físicas de los bienes, también son una parte importante de la oferta 
técnica de cada proveedor, ya que representan el bien que oferta, misma que será 
presentada en el acto de apertura de proposiciones en su primera etapa o en el 
momento que la convocante lo haya establecido en bases, y servirán para que se 
haga una evaluación de las mismas, a través de las pruebas de control de calidad, 
resistencia, etc., que la convocante determine y estén acordes al tipo de bienes que 
se pretendan adquirir; con base en ellas y a las proposiciones técnicas emitir el fallo 
técnico correspondiente, en el cual se establecerán las muestras y proposiciones que 
cumplen con los requerimientos técnicos requeridos para la contratación. 

3.5.3. ll ABASTECIMIENTO SIMULTANEO O POR PARTIDAS. 

La adjudicación, en los casos previamente justificados por la convocante, podrá 
hacerse de manera que los requerimientos de un mismo bien o servicio puedan 
distribuirse en dos o más proveedores distintos. 

En relación a lo anterior, el artÍCulo 49 de la Ley de la materia establece que: "las 
dependencias y entidades, previa justificación de la conveniencia de distribuir 
la adjudicación de los requerimientos de un mismo bien a dos o más proveedores, 
podrán hacerlo siempre que así se haya establecido en las bases de la licitación. En 
este caso, el porcentaje diferencial en precio que se considerará para determinar los 
proveedores susceptibles de adjudicación, no podrá ser superior al cinco por ciento 
respecto de la proposición solvente más baja". 

Dicho precepto lo consideramos aceptable, toda vez que la con,ocante dada la 
naturaleza del bien o servicio, determinará si el mismo es más eficaz y oportuno, si es 
prestado o suministrado por dos o más personas fisicas o morales. 
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Por otra parte, diremos que el único inconveniente es el caso de que en bases se 
establezca que se requerirán dos o más fuentes de abastecimiento simultáneo, y el 
problema es que si el porcentaje diferencial en precio entre las posturas presentadas 
no se encuentra dentro de lo establecido por la Ley de la materia, el bien o servicio 
deberá adjudicarse a la proposición solvente más baja. 

Relativo a la adjudicación por partidas, da oportunidad a los pr0veedores de que 
únicamente puedan cotizar los bienes que ellos consideren puedan ofertar, sin ser 
causa de descalificación el no cotizar todas y cada una de ellas, siempre y cuando así 
sea establecido en las bases de licitación correspondientes. 

3.5.3.12 CONTENIDO, EMPAQUE, TRANSPORTACION y SEGUROS. 

Los temas a tratar en el presente apartado, únicamente son aplicables cuando se 
hablé de la modalidad de adquisición de bienes, excluyendo a la prestación de 
servicios, por tratarse de temas exclusivos de dicha modalidad. 

Por lo que respecta al contenido, "en las bases de las licitaciones públicas de 
carácter nacional, que para la adquisición de bienes elaboren las dependencias y 
entidades, deberá incluirse como requisito cumplir por el participante, escrito en el 
que manifieste bajo protesta de decir verdad, que los bienes que oferta y entregará, 
son producidos en México y contendrán un grado de contenido nacional de por lo 
menos el 50%.,,'551 

Todo ello, en virtud de que en el caso de tratarse de una licitación pública 
internacional, no existe problema alguno en virtud de que los bienes a adquirir 
pueden ser de origen nacional o extranjero, sin que necesariamente sea exigible 
algún grado de integración nacional. 

Lo anterior, lo consideramos conveniente, ya que propicia la mayor participación 
de medianas, micro y pequeñas empresas nacionales, desde luego dando 
preferencia al producto nacional, a excepción de cuando éste no sea idóneo en 
calidad o no sea producido en México. 

Asimismo, el participante ganador en una licitación, deberá empacar 

(55; Lineamientos D.D.F. 15-111-96 Loc. cir numeral 2.3 
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adecuadamente los bienes para prevenir daños o pérdidas durante su transportación 
y almacenaje provisional, ya que ésto será por cuenta y riesgo del proveedor hasta 
su entrega-recepción en el lugar o almacén que determine la convocan te. De igual 
manera, los seguros deberán correr por cuenta y riesgo del proveedor desde sus 
instalaciones hasta su entrega en el lugar señalado por la convocante, misma que 
deberá recibirlos a su entera satisfacción. 

3.5.3.13 CRlTERIOS DE EV ALUACION y ADJUDICACION. 

Con relación a este tema la convocante deberá comparar, en forma equivalente las 
diferentes condiciones ofrecidas por los licitadores, verificando que cumplan 
estrictamente·con lo solicitado en las bases de licitación correspondientes. 

Lo anterior, debe hacerse en estricto apego a lo establecido en el párrafo primero y 
segundo del artÍCulo 46 de la Ley de la materia que a la letra dicen: 

"Las dependencias y entidades, para hacer la evaluación de las proposiciones, deberán 
verificar que las mismas incluyan la información, documentos y requisitos solicitados 
en las bases de licitación. 

Una vez hecha la evaluación de las proposiciones, el contrato se adjudicará a la 
persona que, de entre los licitantes, reúna las condiciones legales, técnicas y 
económicas requeridas por la convocante, y garantice satisfactoriamente el 
cumplimiento de las obligaciones respectivas". 

Todas estas condiciones, deberán ser verificables en los dictámenes y fallos que se 
deriven del análisis y evaluaciones realizadas por la convocante, debiendo observar 
que las mismas cumplan con los requisitos establecidos en base a las tablas 
comparativas elaboradas para cada caso, estableciendo criterios claros y detallados 
para la adjudicación de los contratos y la indicación de que en la evaluación de las 
proposiciones en ningún caso podrán utilizarse mecanismos de puntos O porcentajes. 

Como un ejemplo, seria la evaluación de las ofertas técnicas, las que deberán tomar 
en cuenta primeramente el cumplimiento de la documentación administrativa y legal 
solicitada, posteriormente que los bienes o servicios cumplan con los requerimientos 
técnico'} especificados en las ba3es. sin impartIr espe~iiic~cilJ!:e'i, bi~nes o servicios 
adicionales en caso de otorgarse el contrato respectivo, ya que las convocantes 
deberán apegarse estrictamente a lo establecido en las bases respectivas. 
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Una vez emitido el fallo técnico respectivo y determinado que proposiciones cumplen 
con los aspectos técnicos, para la evaluación de las ofertas económicas, y emisión del 
fallo final correspondiente, el contrato debe adjudicársele a la proposición solvente 
más baja. 

3.5.3.14 PENAS CONVENCIONAL::S y RESCISION DE LOS PEDIDOS O 
CONTRATOS. 

Las penas convencionales, como su nombre 10 indica, son sanciones que previamente 
son establecidas para el caso de incumplimiento de una obligación por parte de 
alguna de las partes. 

En la materia que nos ocupa, éstas son aplicables cuando existe atraso en las entregas 
de los bienes o en la prestación del servicio, por causas imputables al proveedor o 
prestador del servicio, y las cuales deberán ser establecidas por las convocantes 
desde las bases de licitación, y en caso de incumplimiento a las condiciones 
establecidas en las bases de licitación y contratos respectivos, los proveedores se 
harán acreedores a las penas convencionales estipuladas. 

Las penas convencionales deben aplicarse: 

al Sobre el valor total neto de los productos o servicios no recibidos a satisfacción, de 
acuerdo con las condiciones de compra pactadas; es decir, sin considerar los 
impuestos y descuentos consignados en el contrato. 

b l En caso de incumplimiento en el plazo de entrega posterior a la fecha de entrega 
pactada en el contrato, durante el tiempo que sea necesario, sin rebasar el monto total 
de la garantía del cumplimiento en el contrato. 

Respecto a "las penas convencionales a cargo de los proveedores que se pacten o 
apliquen por atraso en el cumplimiento del contrato, por ningún concepto podrán 
exceder al importe de la garantia de cumplimiento que se hubiere establecido. 

En caso de incumplimiento por parte del proveedor, el procedimiento de rescisión 
deberá iniciarse dentro de los diez días naturales siguientes a aquél en que se hubiere 
agotado e! plazo para hacel e[ecti vas la~ pen~ conv~11ciomilc~, 0 en ~aso de que éstas 
no hayan sido pactadas dentro de los diez días naturales siguientes al vencimiento de 
la fecha de cumplimiento estipulada en el contrato, salvo que por causas 
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excepcionales y justificadas el servidor público responsable otorgue por escrito y 
previo a su vencimiento, un plazo mayor para la entrega".(56) . 

En relación a lo anterior, el párrafo primero del articulo 54 de la Ley de la materia 
establece lo siguiente: 

"Las dependencias y entidades podrán pactar penas convencionales a cargo del 
proveedor por atraso en el cumplimiento de los contratos. En las operaciones en que 
se pactare ajuste de precios, la penalización se calculará sobre el precio ajustado". 

El importe de las penas deberá deducirse al proveedor por la operación especifica de 
que se trate, antes de su cobro efectivo, y en caso de que no sea posible deducir su 
cobro de los pagos al proveedor por no entregar éste las mercancías, la convocante 
deberá rescindir el contrato correspondiente y llevar a cabo el abastecimiento de los 
bienes o servicios, en la forma que su comité o subcomité de adquisiciones determine; 
y posteriormente proceder a la ejecución de la fianza por incumplimiento del contrato 
a través de la Tesoreria que corresponda. 

Derivado de lo anterior, la rescisión de un contrato deberá iniciarse después de haher 
agotado las penas convencionales establecidas, se hayan cobrado o no al proveedor de 
manera efectiva. 

Por último, cabe señalar que las dependencias y entidades deberán reportar 
formalmente y de inmediato del proveedor incumplido a la Secretaría de Contraloría 
y Desarrollo Administrativo para que por medio de ésta y de conformidad con sus 
atribuciones y facultades determinen la sanción que corresponda, y el tipo .de 
sanciones establecidas por causas derivadas de incumplimiento de los proveedores, el 
cual será publicado por dicha Secretaría en el Diario Oficial de la Federación. 

3.6 VENTA DE BASES. 

Respecto a este tema, consideramos que consiste en la disponibilidad de las bases o 
pliego de condiciones de la licitación a los diferentes proveedores con capacidad para 
cumplir con el contenido de las mismas, contratar y obligarse con la Administración 
Pública Federal; siendo que para la venta de bases no deberán establecerse uno o 

(56) Op. cit. numera/2.10 
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varios días específicos, en virtud de que el artículo 33 de la Ley de la materia 
establece que: "las bases que emitan las dependencias y entidades para las 
licitaciones públicas se pondrán a disposición de los interesados a partir de la fecha de 
publicación de la convocatoria y hasta siete días naturales previos al acto de 
presentación y apertura de proposiciones". 

En relación con los plazos nonnales señalados para llevar a cabo un procedimiento de 
licitación pública, las bases deberán ponerse a la venta de los interesados hasta 33 
días naturales a partir de la fecha de publicación de la convocatoria, y en el caso de 
autorizarse con acortamiento de plazos, lógicamente el periodo de venta se reducirá, 
pero invariablemente deberá respetarse en todo momento los siete días naturales 
previos a la presentación y apertura de ofertas, ya que durante el mismo no se podrán 
modificar los plazos u otros aspectos establecidos en las bases durante este periodo. 

"A fin de detenninar el costo de las bases a que se refiere la fracción IJ del artículo 
32 de la Ley de la materia la cuota a pagar por los interesados deberá calcularse 
considerando exclusivamente el monto a recuperar por publicación de la convocatoria 
en el Diario Oficial de la Federación, y en su caso, de la publicación que se realice en 
la Entidad Federativa respectiva, más el costo de la documentación que les sea 
entregada, dividiendo el costo total entre el número mínimo de participantes que se 
estime adquirirán las citadas bases, por lo que no podrán incluirse los costos relativos 
a indirectos, asesorias, estudios, materiales de oficina, mensajeria u otros que aunque 
tengan relación en la preparación de las bases, no estén indicados en la Ley. ,,¡57) 

Es necesario señalar que cualquier persona física o moral podrá adquirir las bases o 
pliego de condiciones de la licitación que desee, independientemente de su capacidad 
legal, técnica y financiera, ya que éstas serán analizadas y evaluadas de acuerdo a la 
documentación que presente un proveedor a la entidad convocante, así como de las 
ofertas que llegasen a presentar durante el desarrollo del procedimiento licitatorio 
correspondiente. 

Como ya quedó comentado con antelación, el costo, fonna, y lugar de pago de las 
bases o pliego de condiciones deberán ser establecidos en la convocatoria 
correspondiente, de igual manera los interesados podrán revisar tales documentos 
previamente al pago de dicho costo, el cual será requisito para participar en la 
licitación. 

(57) Op. dI. numera/lA 
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Con la implementación por parte de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo 
Administrativo del Sistema Electrónico de Contrataciones Gubernamentales 
(COMPRANET), las bases pueden adquirirse por medio de éste, a través del Sistema 
de pago en bancos, por lo cual "las dependencias y entidades establecerán precios 
diferenciados para el pago de las bases de licitación: a) el precio de las bases que 
estarán disponibles en forma impresa en las oficinas de la convocante, y b) el precio 
de las bases disponibles en Compranet y su esquema de recibos y pago en bancos. 

En todos los casos, el precio de adquisición de las bases a través de Compranet deberá 
ser inferior, debiendo señalar las dependencias y entidades, tanto en la convocatoria 
como en las bases de licitación, los precios diferenciados a que hace referencia el 
párrafo anterior.,,(581 

Respecto a este tema, es importante señalar que las bases deben adquirirse de manera 
individual, es ¡lecir deberá extenderse un recibo de compra de bases por persona 
(fisica o moral), ya que la fracción VII del artículo 2° de la Ley de la materia 
define al proveedor como "la persona que celebre contratos de Adquisiciones, 
Arrendamientos o Servicios y ... ", ello aún y cuando un representante tenga facultades 
para obligarse por dos o más personas a la vez; ya que ésto traeria como consecuencia 
su descalificación en el acto de presentación y apertura de ofertas. No obstante que 
los recibos que genera COMPRANET y elabora la dependencia convocante 
únicamente cuentan con los espacios para la razón social de una persona y su registro 
federal de contribuyentes. Situación que a efecto de no provocar confusión deberá 
establecerse en la convocatoria y bases respectivas. 

Es importante mencionar que regularmente la forma de pago de las bases o pliego de 
condiciones, se hace con cheque certificado o de caja en favor de la Tesorería que 
corresponda, siendo en ocasiones en efectivo. Esta situación debe quedar establecida 
en la convocatoria respectiva. 

3.7 JUNTA ACLARATORlA DE BASES. 

Está se va a llevar a cabo a través de los funcionarios correspondientes la dependencia 
o entidad convocante, los cuales serán encargados de presidir la misma como órganos 
de control, incluyendo entre ellos el responsable del área' técnica que solicitó el bien 
o servicio, quienes también resolverán las dudas o aclaraciones que tengan los 

(58) Acuerdo D.OF. J J-IJ'-97. Loe. cit. numeral 6 
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proveedores que adquirieron las bases o pliego de condiciones, respecto de su 
contenido, interpretación y esencia de las mismas, mediante las contestaciones que 
estimen pertinentes. 

En relación a este tema es necesario indicar que el artículo 33 fracción II de la Ley de 
la materia señala como requisito de las bases: " ... fecha, hora y lugar de la junta de 
aclaraciones a las bases de licitación, siendo optativa la asistencia a las reuniones que, 
en su caso, se realicen ... "; toda vez que nuestra legislación no establece ténnino 
exacto para su celebración, se deberá considerar lo relativo a las modificaciones a las 
bases, ya que las mismas no pueden ser modificadas sino sólo hasta 7 días anteriores 
al acto de presentación y apertura de proposiciones; y si aunado a ello tomamos en 
consideración lo establecido en el tema anterior, éstas se pondrán a disposición de los 
interesados a partir de la fecha de publicación de la convocatoria y hasta siete días 
naturales previos al acto de presentación y apertura de ofertas, lo que trae como 
consecuencia que ésta deberá celebrarse siete días naturales antes de la 
presentación y apertura de ofertas y el último día de venta de bases. 

Por lo que este evento, deberá celebrarse en las horas subsecuentes al día en que se 
tennine la venta de las mismas, ya que de celebrarse en fechas posteriores se 
incumpliria con el ténnino establecido para su modificación; horario que de alguna 
manera no se encuentra debidamente regulado por nuestra legislación. 

Posterionnente al ténnino de dicha junta, la dependencia por conducto de su unidad 
de adquisiciones, levantará un acta de la misma, que consignará de manera 
sintetizada, las preguntas y respuestas que se fonnulen durante dicha junta, de 
acuerdo con los ténninos establecidos para tal efecto. 

La dependencia o entidad convocante quedará relevada de la obligación de aclarar 
dudas que sean presentadas posterionnente a la junta aclaratoria de bases. 

"La inasistencia de los participantes a la junta de aclaraciones no obstante haber 
adquirido las bases de la licitación, será de su estricta responsabilidad; sin embargo 
podrán acudir con la debida oportunidad a la d~endencia o entidad para que les sea 
entregada copia del acta de la junta respectiva",<5 ) 

En relación con lo anterionnente descrito, el artículo 35 fracción II, párrafo 
segundo de la Ley de la materia establece que:" ... no será necesario hacer la 

(59) Lineamientos D OF. J 5-11/-96. Loc. cil. numeral J.5 



111 

publicación a que se refiere está fracción, cuando las modificaciones deriven de las 
juntas de aclaraciones, siempre que, a más tardar en el plazo señalado en este 
artículo, se entregue copia del acta respectiva a cada uno de los participantes que 
hayan adquirido las bases de la correspondiente licitación". 

Es decir, cuando se modifiquen los plazos u otros aspectos de las bases o pliego de 
condiciones y de la convocatoria, éstos deberán darse a conocer a los interesados a 
través de los mismos medios utilizados para su publicación, a excepción de lo 
señalado en el párrafo precedente, ya que establece que se les entregará copia del acta 
respectiva con la debida oportunidad, ello para que preparen con tiempo, claridad y 
precisión sus proposiciones correspondientes. 

Derivado de lo. anterior, la inasistencia de los proveedores a la junta de aclaración de 
bases que hayan adquirido las bases o pliegos de condiciones para la correspondiente 
licitación, no será causa de descalificación del procedimiento licitatorio, pero 
invariablemente deberán apegarse a lo establecido con antelación, a efecto de conocer 
de las modificaciones que de ella deriven y que son esenciales para la finalidad de 
cada procedimiento licitatorio. 

En resumen, podemos concluir diciendo que las bases de licitación, así como las 
modificaciones que deriven de la junta aclaratoria, constituyen las reglas del juego a 
que deberán sujetarse las proposiciones de los distintos participantes. 

Por lo que respecta al envío de esta información a la Contraloría, las actas de las 
juntas de aclaraciones deberán remitirse, a más tardar el segundo día hábil siguiente 
a aquel en que se celebren, generada en formato word para windows versión 2.0 o 
supenor. 

3.8 ACTO DE PRESENTACION y APERTURA DE PROPOSICIONES. 

Esta etapa coyuntural da inicio formal a un procedimiento de licitación pública, y 
durante el desarrollo se determinará el número de proveedores con interés en el 
suministro de bienes o prestación de servicios, así como los que cumplen con los 
requerimientos técnicos solicitados por la convocante, y los costos ofertados por cada 
uno de ellos que servirán como base para la emisión del fallo final correspondiente. 

Los plazos para la presentación y apertura de proposiciones, como ya se analizó 
con anterioridad, se encuentran determinados por el artículo 34 de la Ley de 
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Adquisiciones y Obras Públicas, y el cual invariablemente deberá celebrarse el día 
estipulado en la convocatoria y bases de licitación. 

En cuanto a la manera de elaboración y presentación de las ofertas el artículo 36 de la 
Ley establece que: "en licitaciones públicas, la entrega de proposiciones se hará por 
escrito, mediante dos sobres cerrados que contendrán, por separado, la 'propuesta 
técnica y la propuesta económica, incluyendo en ésta última la garantía de seriedad de 
las ofertas". 

Los interesados en presentarse a la licitación deben examinar cuidadosamente el 
pliego de condiciones, porque las propuestas tienen que ajustarse estrictamente al 
mismo. De lo contrario sus propuestas no podrian ser consideradas.(60) 

Ahora bien, este acto será presidido por los funcionarios públicos que designe la 
convocante, quienes serán los únicos con facultad para aceptar o desechar cualquier 
proposición de las que presenten los participantes, sino se encontrasen ajustadas a 
Derecho y a las bases del evento correspondiente. 

Como ya se señalo anteriormente en los documentos juridicos de acreditación y 
forma de presentación, la documentación complementaria deberá presentarse 
simultáneamente con la propuesta técnica, dentro del sobre de ésta o fuera de él, a 
elección del participanie. 

Un aspecto importante de considerar es el sí ¿se requiere algún número mínimo de 
licitadores u oferentes para la validez de la licitación? A este respecto, el Maestro 
Sayagués Laso, señala que "el llamado a licitación es válido cualquiera que sea .el 
número de proponentes. Es la regla, el principio."!6!) 

"La presentación de las ofertas es una etapa fundamental en el procedimiento de 
licitación, porque fija definitivamente la situación de los proponentes y también de la 
Administración .• ~62) 

El oferente tendrá la obligación de mantener sus ofertas durante el plazo que se 
establezca y deberá afianzar sus obligaciones en su calidad de proponente. 

(60) Sayagurs Laso. Endque.J..o Licitación Pública. Loe. cit. Pág. 127. 
(61) Sayagués Laso. Ennque. Tratado de Derecho Administrativo /. Loe.cit. pág. 564. 
(62) Idem 
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3.8.1 PRIMERA ETAPA. 

Confonne al cronograma del procedimiento de licitación pública se procederá a llevar 
a cabo el acto de presentación y apertura de proposiciones en su primera etapa, a la 
cual suele denominársele "Acto de apertura de proposiciones técnicas y recepción de 
ofertas económicas". 

Cabe hacer mención, que ésta es la única etapa donde necesariamente se requiere la 
asistencia de los participantes que hayan adquirido las bases de licitación, lo cual 
será causa de descalificación sino se llegasen a presentar con antelación o cuando 
máximo a la hora señalada para que tenga verificativo la misma; dado que está 
situación no se encuentra regulada por· nuestra legislación, ni en ningún otro 
ordenamiento aplicable en la materia, más sin en cambio en la práctica es establecido 
por las dependencias y entidades convocantes, toda vez que iniciado dicho evento, no 
se permitirá el acceso a ningún participante ni la presentación de sus ofertas; lo 
anterior, en virtud de que en un procedimiento de esta naturaleza no se puede estar en 
espera o depender de la presencia de cierto proveedor, ya que éste debe ser ágil y 
oportuno, toda vez de que como ya se menciono anteriormente es la etapa coyuntural 
de estos eventos y la cual determina el curso del mismo. Además, de que 
inmediatamente a la apertura y lectura de las ofertas tendrá que levantarse el acta 
respectiva en la que se asentarán las propuestas técnicas recibidas y las desechadas 
con las causas que la motivan y se recibirán las ofertas económicas para su resguardo 
por la convocante, y llevar a cabo su apertura en la fecha y horario señalado para la 
segunda etapa. 

"La presentación de la oferta traduce una declaración de voluntad que tiene por 
inmediato establecer, crear O modificar derechos o relaciones juridicas entre el 
proponente con el licitante y demás oferentes que participen en el procedimiento."·3) 

El procedimiento a seguir en el desarrollo de la presentación y apertura de 
proposiciones en su primera etapa se rige por lo establecido en el artículo 45 de la 
Ley de la materia, que señala lo siguiente: 

El acto de presentación y apertura de proposiciones, en el que podrán participar los 
licitantes que hayan cubierto el costo de las bases de la licitación, se llevará a cabo en 

(63) Roberto Dromi, José. La Licitación Pública.4" Reimpresión. Edil. Astrea de Alfredo y R.icordo de Palma. Buenos 
Aires 1989. Pág. 336. 
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dos etapas, conforme a lo siguiente: 

1. En la primera etapa, los licitantes entregarán sus proposiciones en sobres cerrados 
en forma inviolable; se procederá a la apertura de la propuesta técnica exclusivamente 
y se desecharán las que hubieren omitido alguno de los requisitos exigidos, las que 
serán devueltas por la dependencia o entidad, transcurridos quince días naturales 
contados a partir de la fecha en que se dé a conocer el fallo de la licitación; 

Cabe hacer mención, que al ser nombrados los participantes de manera individual 
harán entrega de la documentación solicitada en las bases correspondientes para 
poder participar, la que podrán presentar dentro del sobre de la oferta técnica o fuera 
de él a su elección y los funcionarios que presidan el evento harán la revisión 
correspondiente de dicha documentación; posteriormente se procederá a abrir su 
oferta técnica exclusivamente de los que hayan cumplido satisfactoriamente con los 
requisitos. Asimismo, harán entrega de las muestras o catálogos respectivos en caso 
de tratarse de alguna adquisición que en las bases se haya señalado su presentación en 
este evento para su evaluación correspondiente. 

La fracción II de este precepto establece que: "los participantes rubricarán todas las 
propuestas técnicas presentadas. En caso de que la apertura de las proposiciones 
económicas no se realice en la misma fecha, los sobres que las contengan serán 
firmados por los licitantes y los servidores públicos de la dependencia o entidad 
presentes, y quedarán en custodia de ésta, quién informará la fecha, lugar y hora en 
que se llevara a cabo la segunda etapa. En su caso, durante este período, la 
dependencia o entidad hará el análisis detallado de las propuestas técnicas aceptadas;" 

Al respecto, "la doctrina ha considerado que la oferta debe contener ciertos requisitos 
jurídicos los cuales clasifica en tres categorías: a) subjetivos; b) objetivos); c) 
formales. Los subjetivos se refieren a la persona del proponente; los objetivos al 
contenido de la oferta y los formales al trámite, documentación e instrumentación de 
la propuesta.,,(64) 

En esta etapa es muy importante que las dependencias o entidades, analicen cuáles 
participantes no cumplen con lo solicitado en las bases, debiendo ser suficientemente 
fundada y motivada su resolución al respecto, ello en virtud de que de esto se podría 
derivar alguna inconformidad al respecto. 

(64) Lucero Espinosa, Manuel. Loe. cil. pág. 46 
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3.8.2 SEGUNDA ETAPA 

En esta etapa, la dependencia o entidad al ya haber realizado el análisis técnico 
correspondiente de la documentación solicitada para poder participar, de las 
proposiciones técnicas y de las pruebas de control de calidad realizadas a las muestras 
presentadas, a través de un dictamen determinará que ofertas cumplen con los 
requisitos técnicos especificados de los bienes por adquirir o del servicio por contratar 
solicitado en las bases correspondientes, asimismo hará mención de las desechadas. 
Consecuentemente y fundamentado en ello, procederá a emitir el fallo técnico 
correspondiente, al cual dará lectura en voz alta y señalara los participantes que han 
cumplido, y pasan a la siguiente etapa, que es la apertura de las ofertas económicas. 

Las dependencias y entidades deberán fundamentar todo dictamen que emitan, en los 
cuales para hacer su evaluación, deberán verificar que las mismas incluyan la 
información, documentos y requisitos solicitados en las bases de licitación. 

En relación a lo antes expuesto, la fracción III del artículo 45, establece lo siguiente: 
... lII. En la segunda etapa, se procederá a la apertura de las propuestas económicas de 
los licitantes cuyas propuestas técnicas no hubieren sido desechadas en la primera 
etapa o en el análisis detallado de las mismas, y se dará lectura en voz alta al importe 
de las propuestas que contengan los documentos y cubran los requisitos exigidos. 

Asimismo, en relación a esto la fracción VII señala que: "la dependencia o entidad 
levantará acta de las dos etapas del acto de presentación y apertura de proposiciones, 
en la que se hará constar las propuestas aceptadas, sus importes, así como las que 
hubiesen sido desechadas y las causas que lo motivaron; el acta será firmada por los 
participantes y se les entregara copia de la misma". 

Consideramos que un punto importante no establecido por nuestra legislación, es que 
el acto de fallo técnico es parte de la primera etapa, es el análisis mediante el cual se 
determina el cumplimiento de los requisitos técnicos previstos en bases; en virtud de 
lo cual a nuestra consideración, la dependencia deberá levantar un acta 
correspondiente al complemento de la primera etapa; independientemente de que 
hubiere o no participantes descalificados. 

Cabe hacer notar que la segunda etapa de un procedimiento licitatorio, es la apertura 
de las of~rtas económicas de los proveedores q¡¡C hubiesen pa~ado ~ la misma, precios 
que deberán quedar establecidos en el acta respectiva; las cuales serán evaluadas a 
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través de tablas comparativas que servirán como fundamento para la emisión del 
dictamen y fallo final correspondiente. 

3.9 ACTO DE FALLO FINAL. 

En lo que se refiere al fallo final de un procedimiento licitatorio, podemos decir que 
es la determinación propiamente del participante que se ajustó debidamente a los 
requerimientos técnicos solicitados en bases y estableció desde luego la oferta 
económica más conveniente para la Administración Pública. 

Es necesario mencionar que la adjudicación es una de las más fundamentales etapas 
de la licitación'. Todo el procedimiento de esta última tiende, precisamente, a permitir 
una adecuada "adjudicación", efectuándose así la selección concreta del 
cocontratante.(65) 

Además, hay que recalcar que la adjudicación constituye el acto que contiene la 
decisión unilateral del órgano convocante, el cual determinará después de su estudio y 
análisis de las ofertas aceptadas, la propuesta más ventajosa. 

Si el fallo de la licitación no se realiza en la misma fecha, (presentación y apertura 
de proposiciones) dos proveedores, por lo menos, y los servidores públicos de la 
convocante presentes, firmarán las proposiciones económicas aceptadas. Y la fecha 
que deberá quedar comprendida dentro de los cuarenta días naturales contados a 
partir de la fecha de inicio de la primera etapa, y podrá diferirse por una sola vez, 
siempre que no exceda de veinte días naturales contados a partir del plazo 
establecido originalmente. 

De ésta, levantará el acta respectiva, asimismo las dependencias y entidades podrán 
optar por comunicar por escrito el fallo de la licitación a cada uno de los licitantes, 
informando los motivos de la adjudicación, así como en su caso el por qué sus 
propuestas no fueron elegidas. 

Como se desprende de lo estipulado en este precepto, una dependencia o entidad 
convocante podrá llevar a cabo el acto de apertura de ofertas en sus dos etapas y el 

(65J Greca Alcides. La Licilación v el privilegio er. los contratos administrativos. Imprema de la Universidad del Litoral, 
Santa Fe 1941. Pág. 25 
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acto de faBo final en un sólo día, pero invariablemente esto en la práctica seria casi de 

imposible realización, debido a que primeramente se debe realizar el análisis y 
evaluación de las ofertas técnicas para emitir el dictamen que servirá como 
fundamento para la emisión del fallo técnico correspondiente, y posteriormente 
proceder a la evaluación y comparación de las ofertas económicas, situación que es 
dificil desarroBar en un solo día. 

"La adjudicación es entonces, el acto de la Administración Pública en el que está, 
previo examen de las propuestas u ofertas presentadas, decide cuál de ellas es la más 
conveniente, y la acepta, quedando con ello simultáneamente determinado el 
cocontratante para ese caso particular. Dicho cocontratante es el licitador que formulo 
la oferta considerada como más conveniente".(66) 

Es importante señalar que, en muchas ocasiones se ha establecido que una vez Begado 
el acto de faBo final de una licitación, ésta no necesariamente debe adjudicarse a la 
oferta más económica, ya que el precio dista mucho de ser la más conveniente. 

Con respecto a eBo, nosotros consideramos, que en el acto de faBo final, 
efectivamente el contrato respectivo debe adjudicársele a la proposición económica 
más baja, en base a lo siguiente: 

Una dependencia o entidad convocante al emitir el dictamen y faBo técnico, en el cual 
se determinaran las proposiciones que cumplen con los aspectos técnicos solicitados, 
y que por lo tanto pasan a la segunda etapa, que es la apertura de sus ofertas 
económicas, al emitirse el fallo final del procedimiento, indudablemente debe 
adjudicarse a la proposición económica más baja, toda vez que el participante' ya 
cumplió con los aspectos técnicos requeridos y solamente deberá decidir para la 
adjudicación final los costos del bien o servicio, por lo que un procedimiento 
licitatorio no siempre garantiza las mejores condiciones técnicas, sino cuando menos 
las requeridas en bases. 

En relación a lo anterior, el artÍCulo 46 de la Ley de la materia dispone que una vez 
hecha la evaluación de las proposiciones, el contrato se adjudicará a la persona que, 
de entre los licitantes, reúna las condiciones legales, técnicas y económicas requeridas 
por la convocante, y garantice satisfactoriamente el cumplimiento de las obligaciones 
respectivas. Si resultare que dos o más proposiciones son solventes y, por tanto, 

(66) Sayagll~\' Laso. Enrique .. u/licitación Pública. Loe. cil. Pág 35. 
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satisfacen la totalidad de los requenmlentos de la convocante, el contrato se 
adjudicará a quién presente la proposición cuyo precio sea el más bajo. 

En resumen, consideramos que la dependencia o entidad deberá establecer en sus 
bases respectivas debidamente los aspectos técnicos que solicitará lo más precisos y 
detallados posibles, asimismo, en su caso, bien definidas las pruebas de control de 
calidad que se efectuarán para verificar que cumplan las caracteristicas que se 
requieran como: acabados, terminación, medidas, resistencia, etc.; calidad de los 
bienes o servicios que se encontrará descrita a través de ello; lo anterior en virtud de 
que el fallo técnico se basa en el dictamen mediante el cual se definen las 
proposiciones que cumplen con los aspectos técnicos requeridos. 

A fin de determinar la naturaleza juridicadel acto de fallo final, se debe considerar 
que constituye la última fase del procedimiento licitatorio, que se efectúa para la 
preparación de la voluntad contractual administrativa y que una vez notificada la 
adjudicación al beneficiario, queda concertada la contratación con independencia de 
su formalización en el instrumento respectivo, mediante el cual comienzan a 
generarse los derechos y obligaciones de las panes contratantes. 

En este orden de ideas es necesario señalar que: "la adjudicación es un acto· unilateral 
de la licitante, del que se desprenden derechos y obligaciones para las partes que 
intervinieron en el procedimiento de licitación, por lo que su naturaleza juridica es la 
de un acto administrativo. ,,(67) 

En relación al envío de la información a la Secretaría de Contraloría y Desarrollo 
Administrativo, a través del sistema COMPRANET, los fallos de las licitaciones 
deberán remitirse a más tardar el día hábil siguiente en que se emitan por la 
dependencia o entidad, ello sin petjuicio de lo dispuesto por el artículo 37 de la Ley 
en cita, que señala la obligación de publicar en el Diario Oficial de la Federación la 
identidad de los ganadores de cada licitación pública. 

Por otra parte, diremos que al emitir el fallo correspondiente, se libera a todos los 
participantes a quienes el fallo no fue favorable de la obligación de seguir sosteniendo 
sus ofertas, así como la garantía de respectiva; y da lugar a que el adjudicatario 
presente ante la convocante la garantía relativa al cumplimiento del contrato. 

(6?J Lucero Espinosa. Manuel. loe. cit. Póg 56 
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3.10 FORMALIZAClON DEL PEDIDO O CONTRATO. 

El presente tema consiste en el conjunto de derechos y obligaciones entre la 
Administración Pública y detenninado proveedor, los cuales derivan de la 
adjudicación respectiva de alguno de los procedimientos establecidos en la Ley de 
Adquisiciones y Obras Públicas, mismos que estrictamente deberán ajustarse a lo 
señalado en las. bases de licitación correspondientes, mismo que invariablemente 
deberá efectuarse por escrito. 

El artículo 50 de la Ley de la materia dispone que los contratos deberán suscribirse en 
un ténnino no mayor de veinte días naturales contados a partir de la fecha en que se 
hubiere notificado al proveedor el fallo correspondiente, el cual perderá en favor de la 
convocante la garantía que hubiere otorgado si, por causas imputables a él, la 
operación no s.e fonnaliza dentro del plazo a que se refiere este artículo, pudiendo la 
dependencia o entidad adjudicar el contrato al participante que haya presentado la 
segunda proposición solvente más baja, y así sucesivamente en caso de que éste 
último no acepte la adjudicación, siempre que la diferencia en precio con respecto a la 
postura que inicialmente hubiere resultado ganadora, no sea superior al diez por 
ciento. 

Por lo se refiere a los derechos y obligaciones entre las partes éstas deberán respetarse 
durante el tiempo establecido en las bases respectivas, motivo por el cual su 
incumplimiento dará lugar a la rescisión del contrato respectivo. 

"El contrato se perfecciona con el otorgamiento de ese documento, es decir, a partir 
de la finna del contrato, el cual servirá, además, como elemento eficiente para la 
prueba de la contratación, que de otro modo se hará por la constancia del acto de 
adjudicación y su notificación y los documentos anexos a aquél"(68) 

Finalmente señalaremos que el fallo final de un procedimiento, detennina al oferente 
que contratará con la Administración Pública, toda vez que sus ofertas resultaron las 
más convenientes, situación que necesariamente deberá verse fonnalizada a través de 
un contrato escrito confonne a las disposiciones de carácter civil y administrativas 
que nos ocupan, ya que el contrato es el único documento que crea derechos y 
obligaciones entre las partes. 

(68) Escola Hecror. Jorge. Tratado inIegraf de los contratos administrativos. Ediciones. De pafflUl, Buenos Aires, 1979. 
Pág. 356. 
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3.11 INFRACCIONES Y SANCIONES. 

Respecto a estas figuras podemos indicar que, las infracciones son el incumplimiento 
a alguna de las disposiciones establecidas por la Ley de la materia, de las cuales 
necesariamente tendrá que derivar una sanción, que podrá ser administrativa, civil o 
penal, según corresponda. 

En cuanto a las responsabilidades a fincarse a los servidores públicos que no apliquen 
las disposiciones vigentes, el párrafo segundo del artículo 89 señala: " A los 
servidores públicos que infrinjan las disposiciones de esta Ley, la Contraloria 
aplicará, conforme a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 
las sanciones que procedan". 

Con respecto a las sanciones establecidas a los proveedores partiCipantes, ya 
analizamos anteriormente que la Administración Pública podrá aplicar penas 
convencionales a los proveedores por incumplimiento en la entrega de los bienes o en 
la prestación del servicio. 

Ahora bien, otro tipo de sanciones establecidas para los proveedores participantes son 
las relativas a cuando un proveedor se encuentra impedido para presentar propuestas 
o celebrar contratos sobre las materias reguladas por la Ley, siendo la única facultada 
para su imposición la Secretaria de Contraloria y Desarrollo Administrativo, derivado 
del incumplimiento en las entregas, por haber proporcionado información que resulte 
falsa o se haya actuado con dolo o mala fe en un proceso de adjudicación, o que al no 
cumplir sus obligaciones contractuales se haya petjudicado gravemente a la 
dependencia o entidad, sanción que es publicada en el Diario Oficial de la 
Federación. 

3.12 INCONFORMIDADES. 

Las inconformidades son los medios de defensa que la Ley de Adquisiciones y Obras 
Públicas otorga a los participantes en un procedimiento licitatorio, cuando a su juicio 
sus derechos e intereses se han visto afectados y transgredidos en cualquier etapa de 
un procedimiento licitatorio, en cualquier fase, y que desde luego siente no han sido 
aplicadns en estricta observ~ncia hs dic:rnsici(me~ de t.? Le')' ('itad~ 
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Al respecto, es necesario señalar el criterio del Maestro Lucero Espinosa, que dice: 
"cuando en el procedimiento de licitación pública existieran actos que lo viciaran, los 
licitadores cuentan con medios de impugnación para la defensa de sus derechos 
públicos o intereses legítimos"(69) 

Por lo tanto, las personas interesadas podrán inconformarse por escrito ante la 
Contraloria, por los actos que contravengan las disposiciones que rigen las materias 
objeto de esta Ley, dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que éste 
ocurra, o el inconforme tenga conocimiento del acto impugnado, según lo dispuesto 
por el artículo 95 de la Ley de la materia, debiendo manifestar para ello bajo protesta 
de decir verdad los hechos que le consten relativos al acto impugnado y acompañar la 
documentación que sustente su petición. 

La dependencia o entidad en contra de la cual se inconformo un proveedor deberá dar 
contestación a la misma, exponiendo el por qué de la emisión del acto que se 
impugna y remitir a la Contraloría la documentación en el plazo requerí do, asimismo 
señalar en su caso si se le causa algún peIjuicio con la suspensión de la misma, 
quedando bajo responsabilidad de los funcionarios de la dependencia la continuación 
del procedimiento. 

Aquí es muy importante señalar que en muchas ocasiones, un participante recurre a 
este medio de impugnación sin el soporte adecuado como para que éste proceda, sin 
embargo debido a que la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo 
comunica inmediatamente a la dependencia del recurso interpuesto, ésta opta por la 
detención del procedimiento licitatorío, a efecto de evitar que en cierto caso la misma 

le sea desfavorable y se apliquen con ello las sanciones correspondientes, a excepción 
de cuando por la naturaleza del bien o servicio sea de urgencia justificada y se cause 
un peIjuicio a la Administración Pública. En virtud de lo anterior, la propia 
Contraloría deberá aplicar la sanción que corresponda al inconforme en el caso de 
proporcionar información falsa, actuar c:m dolo o mala fe en determinado 
procedimiento o durante el desahogo de una inconformidad, así como en su caso, 
fincar la responsabilidad que corresponda al o servidores públicos responsables. 

Una resolución de la Contraloría tiene por consecuencia la nulidad del procedimiento 
a partir del acto o actos irregulares, la nulidad total del procedimiento o la declaración 
de improcedencia de la inconformidad. 

(69) Loe. dI. Pág.J40. 
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3.13 RECURSO DE REVOCACION. 

En caso de que la resolución de la inconformidad dictada por la Secretana de 
Contralona y Desarrollo Administrativo no satisfaga las pretensiones del promovente, 
éste podrá interponer el recurso de revocación ante la misma Contralona -dentro del 
término de diez dias naturales contados a partir del dia siguiente al de la notificación, 
el que se tramitará conforme a las normas establecidas para su interposición y 
desahogo correspondiente. 

En el supuesto de que dichas resoluciones sean adversas a los intereses del particular 
inconforme, éstos podrán optar por recurrir al juicio de amparo previsto por nuestra 
Carta Magna, ante el juzgado de distrito que corresponda, lo cual da vigencia al 
Estado de Derecho, puesto que nuestro sistema jundico otorga varias instancias a los 
particulares para hacer valer sus intereses inmngidos por determinada autoridad. 

3.14 ORGANOS DE CONTROL INTERNOS Y EXTERNOS ENCARGADOS DE 
LA OBSERVANCIA Y APLICACION DE LA LEY DE ADQUISICIONES Y 
OBRAS PUBLICAS. 

En vista de la participación de las Secretanas de Hacienda y Crédito Público, de la 
Secretana de Contra lona y Desarrollo Administrativo y de la de Comercio y Fomento 
Industrial en la aplicación de la Ley de la materia, se prevé la facultad para cada una 
de ellas, en el ámbito de sus atribuciones, de expedir las normas administrativas que 
se requieran para la adecuada aplicación de la Ley, ellas como órganos de conirol 
externos. 

Cabe recordar que la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas vigente fue expedida por 
la Secretana de Hacienda y Crédito Público, además de ser quien controla el ejercicio 
del gasto público federal a través de los presupuestos anuales de egresos de la 
Federación y del gobierno del Distrito Federal. 

Con relación a la interpretación de esta Ley en su articulo 8° establece que la 
Secretana (S.H.y c.P.), la Contralona (SECODAM) y la de Comercio y Fomento 
Industrial (SECOFI), en el ámbito de sus respectivas competencias, estarán facultadas 
para interpretar esta Ley a efectos administrativos. 
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Es importante hacer mención que la mayoría de los lineamientos, acuerdos, oficios­
circulares y demás disposiciones administrativas son publicadas en el Diario Oficial 
de la Federación por la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, para la 
estricta observancia y aplicación de la Ley tomando en cuenta la opinión de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la de Comercio y Fomento Industrial, 
las cuales son tendientes a garantizar que los recursos económicos del Estado que se 
eroguen en materia de adquisiciones, prestación de servicios de cualquiera naturaleza, 
se destinen a los fines a que están afectos, en las mejores condiciones para el Estado y 
con la transparencia y honradez que exige el ejercicio de la función pública. 
Asimismo, deberán promover la participación de las empresas micro, pequeñas y 
medianas, de igual manera, en el ejercicio de sus respectivas facultades, podrán 
veríficar, en cualquier tiempo, que las adquisiciones, y servicios, se realicen confontle 
a lo establecido en esta Ley o en otras disposiciones aplicables y a los programas y 
presupuestos autorizados. 

La forma y términos en que las dependencias deberán remitir a dichas Secretarias la 
información relativa a los actos y contratos materia de esta Ley, serán establecidos de 
manera sistemática y coordinada por dichas Secretarías, en el ámbito de sus 
respectivas atríbuciones. 

Ahora bien, en relación a la Secretaria de Contraloría y Desarrollo Administrativo 
recordemos que a la misma compete la resolución de las inconformidades presentadas 
por los distintos proveedores de la Administración Pública Federal, de igual modo 
con el Sistema Electrónico de Contrataciones Gubernamentales (COMPRANET) 
implantado por la misma según acuerdo de fecha lI de Abril de 1997, ésta tiene un 
mayor control sobre los distintos procedimientos materia de la Ley que nos ocupa, ya 
que dentro de sus facultades compete el revisar con rigor los métodos de planeación 
de los procedimientos, su desarrollo, así como el de las responsabilidades de los 
servidores públicos, adoptando y promoviendo las medidas que fortalezcan la gestión 
transparente y eficaz de estas actividades. 

En cuanto al estricto cumplimiento de los principios constitucionales enunciados, de 
la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas y demás disposiciones reglamentarias 
aplicables, es una obligación de ineludible observancia para los servidores públicos 
que intervengan en la preparación y formalización de los actos y contratos que en esta 
materia se realicen, asi como para aquéllos que ejerzan atribuciones de control y 
vigilancia. 

Por lo que se refiere al origen de los comités de adquisiciones, arrendamientos y 
servicios de la Administración Pública Federal, se encuentra en el "Acuerdo que fija 
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los lineamientos para la integración y funcionamiento de los comités de compras y de 
las comisiones consultivas mixtas de abastecimiento de la Administración Pública 
Federal", publicado en el Diario Oficial de la Federación por la Secretaría de 
Comercio y Fomento Industrial el 13 de octubre de 1980, mediante el que se definió 
la obligación de crear tales órganos en cada dependencia o entidad, considerando que 
su integración contribuiria a la elaboración y vigilancia de las nonnas que regían 
sobre las adquisiciones y ejercieran control para que se realizarán confonne a la Ley. 

Posterionnente, fue publicado por la entonces Secretaría de Programación y 
Presupuesto en el Diario Oficial de la Federación el "Acuerdo que establece las bases 
de integración y funcionamiento de los comités de adquisiciones, arrendamientos y 
servicios relacionados con bienes muebles y de las comisiones consultivas mixtas de 
abastecimiento de las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federar', con fecha 3 de mayo de 1990, mismo que deroga al anterionnente señalado; 
el cual dentro .de lo más relevante del mismo es que establece que los comités se 
integrarán en las dependencias por el Oficial Mayor quién será el presidente; el 
secretario ejecutivo quién será el responsable directo de las adquisiciones, un 
representante de cada Subsecretaría, los responsables directos del área de finanzas, 
programación y presupuesto, almacenes y otros que se consideren necesarios quienes 
fungirán como vocales; un representante del órgano interno de control 'Y del área 
jurídica, así como en su caso, quien designe la Secretaría, los cuales fungirán como 
asesores; los miembros de estos podrán nombrar suplentes. Los vocales tendrán 
derecho a voz y voto Y los asesores e invitados sólo a voz. Mencionando además que 
los diferentes comités deberán tomar como base la fonna antes señalada. 

Referente a las sesiones de estos comités, las ordinarias se efectuarán quincenalmente 
y cuando sea necesario se celebrarán extraordinarias, como máximo una vez de 
manera semanal; sesiones que se llevarán a cabo con un quórum mínimo de la mitad 
más uno de los miembros con derecho a voto, y en caso de empate sobre la votación 
de cierto asunto el presidente tendrá voto de calidad. En su primera sesión del 
ejercicio fiscal que corresponda se establecerá su calendario de reuniones que se 
enviará a la Secretaría de Programación y Presupuesto. La carpeta de trabajo de los 
integrantes se entregará a éstos con cuando menos dos días hábiles de anticipación en 
el caso de las ordinarias y de un día hábil en las extraordinarias, junto con los asuntos 
que se someterán a consideración de éste; de cada sesión se levantará el acta 
correspondiente, asimismo los comités elaborarán informes anuales respecto de los 
logros obtenidos. 

Otro aspecto que menciona es que cuando la entonces Secretaria de Programación y 
Presupuesto determine la instalación de una comisión consultiva mixta de 
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abastecimiento, ésta se integrará por el titular de la dependencia quien la presidirá; el 
responsable directo del área de adquisiciones quien fungirá como secretario ejecutivo; 
los responsables del área de programación y presupuesto, de finanzas, juridica y de 
control interno y representantes de la Secretaria de Programación y Presupuesto, 
Contraloria y de Comercio y Fomento Industrial, de la dependencia coordinadora de 
sector, debiendo nombrar al suplente respectivo; comisiones que sesionarán 
mensualmente en reuniones ordinarias, salvo que existan asuntos urgentes a tratar se 
celebrarán extraordinarias, éstas se llevarán a cabo cuando asistan la mitad más uno 
de sus miembros, levantándose el acta respectiva de dicha sesión. 

Asimismo, cada comité deberá nombrar a los servidores públicos encargados de 
presidir y recibir las ofertas, las muestras, garantías, poderes, etc., en los distintos 
procedimientos derivados de la Ley de la materia. 

Las funciones de estos órganos colegiados, se encuentran previstas por el artículo 24 
de la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas, siendo estás: 

1. Revisar los programas y presupuestos de adquisiciones, arrendamientos y 
servICIOS, así como formular las observaciones y recomendaciones 
convenientes; 

[1. Dictaminar sobre la procedencia de celebrar licitaciones públicas, así como los 
casos en que no se celebren por no encontrarse en alguno de los supuestos de 
excepción previstos en el artículo 81, salvo en los casos de la mcción V[ del 
inciso A y en el artículo 82; 

1lI. Proponer las políticas internas, bases y lineamientos en materia de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios, así como autorizar los supuestos no 
previstos en éstos, debiendo informar al titular de la dependencia o al órgano 
de gobierno en el caso de las entidades; 

[v. Analizar trimestralmente el informe de la conclusión de los casos dictaminados 
conforme a la fracción 11 anterior, así como los resultados generales de las 
adquisiciones, arrendamientos y servicios y, en su caso, disponer las medidas 
necesanas; 

V. Analizar exclusivamente para su opinión, cuando se le solicite, los dictámenes 
y fallo, emitidos por los servidores púhlicos resronsable, de ello' 
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VI. Elaborar y aprobar el manual de integración y funcionamiento del comité, 
conforme a las bases que expida la Secretaría, y demás disposiciones 
aplicables. 

De igual modo, establece que la Secretaria de Hacienda y Crédito Público podrá 
autorizar la creación de comités en órganos desconcentrados cuando las 
caracteristicas de sus funciones así lo justifiquen. 

Como se desprende de lo anterior, éstos son los encargados de verificar, analizar y 
evaluar que los procedimientos de adjudicación, como lo es la licitación pública o 
alguna de sus excepciones sean los más convenientes para cada dependencia y se 
ajusten a las disposiciones vigentes en la materia, y en especial en estricta 
observancia a !a aplicación de lo dispuesto por el artículo 82 de la Ley de la materia 
relativo al 80-20. 

Estos órganos colegiados deberán racionalizar, aprovechar y optimizar los medios y 
recursos que sean destinados para la adquisición de bienes o contratación de 
servicios que sean necesarios para el mejor desarrollo de las funciones y 
actividades encomendadas a determinada dependencia, toda vez que sus decisiones 
son irrevocables, ya sea que los casos sean autorizados por unanimidad o por 
mayoría de votos. 

Por último, hablaremos de los comités técnicos de especialidad, que se crean en 
cada dependencia, los cuales son los encargados de dar opinión a los distintos 
comités o subcomités de adquisiciones, sobre la adquisición de determinado bien, 
es decir emitir su opinión favorable para su compra y si es que éste cumple con las 
necesidades a que se destinarán, entre ellos podemos citar al comité de 
intercomunicaciones y de informática. Asimismo, en el caso de bienes clasificados 
como restringidos que son los relativos al capítulo 5000 del programa anual de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios, conocidos como bienes de inversión 
(muebles e inmuebles) se deberá contar con la autorización del procedimiento que 
implemente en cada una de ellas la Oficialía Mayor correspondiente. 
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CAPITULO IV 

ASPECTOS A ADICIONAR EN EL PROCEDIMIENTO DE LICITACION 
PUBLICA. 

4.1 RECEPCION MAXIMA DE SOLICITUDES DE ACLARACION DE 
BASES POR ESCRITO. 

Como ya vimos anteriormente en el punto referente a la junta de aclaración de 
bases, nuestra legislación actual no establece un término para la celebración de 
dicha junta o juntas, pero para ello son tomados en consideración dos aspectos muy 
importantes que repercuten en los términos de la celebración entre un evento y otro, 
siendo éstos, las modificaciones a las bases de licitación y la venta de las mismas. 

Ahora bien, como se desprende del análisis realizado en el capítulo 111 de este 
trabajo de investigación, la junta aclaratoria de bases debe celebrarse el último día 
de venta de bases, ya que con ello se ajusta una dependencia o entidad a los 
términos señalados para la realización de cada evento. 

La recepción máxima de solicitudes de aclaración de bases por escrito que se 
propone, no es una etapa más propiamente, ya que éstas son establecidas en nuestra 
propia Ley, pero se trata de un aspecto que de alguna manera coadyuvaria a un 
mejor desarrollo de la junta de aclaración de bases y al mejor entendimiento para 
los participantes de los requerimientos de una entidad convocante. . 

Este aspecto consiste en que una dependencia o entidad convocante pueda o se 
encuentre en condiciones de dar las debidas respuestas en la junta de aclaración de 
bases a los distintos proveedores que hayan adquirido las bases para un 
procedimiento licitatorio, mismo sobre del cual tengan dudas de la presentación de 
un documento, de los términos, de cómo elaborar sus proposiciones, o de cualquier 
aspecto sobre el contenido de unas bases de licitación, ya que los mismos deben 
apegarse a lo solicitado por la convocante; es decir, está recepción máxima de 
solicitudes de aclaración de bases por escrito podria establecerla la convocante en 
bases señalando que previo a la celebración de la junta de aclaración de bases, se 
recibirán todas las dudas que tengan los participantes sohre el rontenido de las 
bases de licitación, ya que con ello la convocante estará en condiciones de que al 
momento de celebrarse la junta de aclaración de bases, ya se cuenten con las 
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respuestas idóneas a dichas dudas, y con ello se coadyuve a los participantes a tener 
una clara, precisa y detallada apreciación del contenido y esencia de las bases de 
licitación y de los requerimientos establecidos en ellas, lo anterior para tener una 
buena cantidad de ofertas de la cuales a una o varias, según el caso, se adjudicará el 
contrato respectivo y con ello se garantizará al Estado las mejores condiciones en 
cuanto a precio, calidad, financiamiento y oportunidad. 

Una vez iniciada la junta de aclaración de bases la entidad convocante estará en 
condiciones de dar lectura a todas y cada una de las preguntas presentadas por los 
distintos participantes con su respectiva respuesta a cada una, sin peIjuicio de poder 
aclarar lo conducente en cada una de ellas por el personal de la convocante que 
presida el desarrollo de la junta de aclaración de bases. 

No obstante lo anterior, ésto no será considerado como punto a evaluar, sino tan 
sólo como un aspecto que los participantes deberán tomar en cuenta para llevar un 
procedimiento más ágil, detallado y entendible para ellos mismos y así evitar que el 
evento se prolongue demasiado tiempo; ya que es cuando deben quedar aclaradas 
todas y cada una de las dudas de los participantes a través de las preguntas 
realizadas, y con ello tendrán una mejor perspectiva de cómo preparar debidamente 
sus proposiciones respecto de la modalidad que traten, ya sea adquisición de bienes 
o prestación de un servicio. 

Además de ello, es importante señalar que las dependencias y entidades tienen la 
obligación de aún y cuando no envien por escrito sus aclaraciones o dudas, podrán 
preguntar las mismas o repreguntar sobre las contestaciones que prepare la 
convocante en el momento de la celebración de la junta aclaratoria, momento hasta 
el cual todavía está obligada la dependencia a dar la debida contestación a las 
preguntas que se formulen, ya que después de la celebración de dicha junta queda 
relevada la convocante de contestar alguna aclaración que no sea en igualdad de 
condiciones para los participantes, ya que se dejaria de cumplir con un principio 
fundamental de la licitación. 

Con la consideración de este aspecto en las bases de licitación, la convocante 
tendrá una mejor preparación de las respuestas a las inquietudes de los 
participantes, y con ello al término de la misma éstos tendrán una mejor 
apreciación de los requerimientos de la convocante, ya sea en cuanto a los aspectos 
de elaboración de las proposiciones, legales o técnicos según sea el caso y quedará 
debidamente entendible el contenido de dichos requerimier.tos, ya que de ello 
depende la buena preparación de las proposiciones, que como se analizó en su 
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momento las bases y junta aclaratoria de las mismas son lo que integran las reglas 
del juego, a lo que deberán apegarse estrictamente los distintos participantes. 

Derivado de lo anterior, consideramos que podrá establecerse en bases que la 
presentación de las solicitudes de aclaración de bases por escrito será a partir de la 
venta de bases y hasta un día hábil anterior a la junta aclaratoria de bases, para así 
poder estar la convocante en condiciones de dar la respuesta más clara y apropiada 
a las mismas, y. dejar en igualdad de circunstancias a todos y cada uno de los 
participantes. 

4.2 RECEPCION y REVISION PRELIMINAR DE DOCUMENTOS 
PUBLICO S y PRIVADOS. 

Como ya se analizó anteriormente, en relación a los documentos jurídicos de 
acreditación y forma de presentación de los mismos, los participantes que 
adquieran bases para un procedimiento licitatorio deberán presentar 
simultáneamente a la proposición técnica los documentos públicos y privados que 
solicite la dependencia o entidad convocante, asimismo ya quedó establecido en 
dicho tema, según el punto 8 del "Acuerdo que establece la información relativa a 
los procedimientos de licitación pública que las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal deberán remitir a la Secretaria de Contraloría y 
Desarrollo Administrativo por transmisión electrónica o en medio magnético, así 
como la documentación que las mismas podrán requerir a los proveedores para que 
éstos acrediten su personalidad en los procedimientos de licitación pública", en el 
cual señala que " .. .la única documentación que las dependencias y entidades podrán 
requerir a éstos, con objeto de acreditar su personalidad para participar en las 
mismas, será un escrito en el que el firmante manifieste Bajo Protesta de Decir 
Verdad, que cuenta con facultades suficientes para suscribir a nombre de su 
representada las propuestas correspondientes ... "; por lo que únicamente deberán 
presentar junto a su proposición técnica el formato que para tal efecto la Secretaría 
de Contraloría y Desarrollo Administrativo estableció en la publicación de este 
Acuerdo. 

Luego entonces, la dependencia o entidad convocan(e ya no solicitará a un 
participante la documentación que es establecida en dicho formato para acreditar su 
personalidad, ya que sólo se presentar~ hasta el momento en que un participante 
resulte ganador en el procedimiento correspondiente para la formalización del 
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contrato respectivo, situación que ya fue analizada con anterioridad en el presente 
trabajo de investigación. 

No obstante ello, una convocante requiere necesariamente de más documentación 
aparte de la ya señalada, pero necesita se presente con anterioridad a la recepción 
de las proposiciones respectivas, como ya fue analizado en el capítulo III de este 
trabajo, siendo entre ella la siguiente: Testimonio por escrito de conocer y aceptar 
el contenido de las bases, estados financieros, escrito en el que el firmante 
mani fieste Bajo Protesta de decir verdad que no se encuentra en alguno de los 
supuestos establecidos por el artículo 41 de la Ley de Adquisiciones y Obras 
Públicas ni en los establecidos por el artículo 47 de la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos, curriculum, y el recibo que ampare 
el pago y recepción de las bases, éste último en virtud de que la convocante no sabe 
que proveedor adquiere bases a través de los recibos que genera el sistema 
COMPRANET, razÓn por la cual es necesaria su presentación ante la convocante 
para que ésta se encuentre en condiciones de admitir las proposiciones 
correspondientes; además de ello, alguna otra documentación que a juicio de la 
convocante requiera por las caracteristicas de la adquisición o del servicio por 
contratar. 

Además de ello, deberán exhibir carta poder simple e identificación oficial con 
fotografia de la persona quien concurra en representación de una persona fisica o 
moral en caso de no asistir el representante legal, o en el supuesto de que éste 
último se presente, deberá exhibir su poder notarial correspondiente; estos 
requisitos tienen como finalidad, llevar a cabo un registro preliminar de dicha 
documentación antes de la presentación y apertura de ofertas, no siendo motivo de 
descalificación el omitir presentarlos en dicha revisión, y sólo es con efectos de 
agilizar la primera etapa de presentación y apertura de ofertas. 

Es decir, una dependencia o entidad establecerá la fecha o fechas en que se lIevará 
a cabo el registro preliminar de está documentación, pudiendo ser a nuestro juicio 2 
ó 3 dias hábiles anteriores a la celebración de la primera etapa de la presentación y 
apertura de ofertas, y desde luego posterior a la junta aclaratoria de bases, para lo 
cual elaborará los formatos que correspondan para su recepción y registro en las 
cédulas correspondientes, y con ello comprobar los participantes en dicho acto que 
cumplió con su presentación en tiempo y forma, lo cual señalará la convocante en 
el acta que se levante en la primera etapa. 

También es nece,;ario citar que si un participante en caso de no entregar su 
documentación en dicho registro preliminar, la exhiba erróneamente a lo solicitado, 
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éste podrá reponerlo o presentarlo al inicio del acto de presentación y apertura de 
ofertas, sin ser ello causa de descalificación del participante, ya que ésto es propio 
de dicho evento; con ello la convocante podrá ahorrar tiempo y exclusivamente 
dedicarse a la apertura de las ofertas técnicas, ya que se podría decir que las 
mismas son la esencia de los requerimientos de una licitación, ya que bien podria 
decirse que la documentación es como el requisito para poder participar en un 
procedimiento de esta naturaleza. Lo anterior, es con la finalidad de que la 
convocante facilite la entrada al procedimiento de un mayor número de 
participantes y como consecuencia de ello tenga una mayor cantidad de ofertas de 
las cuales la convocante previo las etapas subsecuentes, satisfaga con la mejor 
opción sus necesidades públicas para el buen desarrollo de sus actividades 
encomendadas dentro de la Administración Pública Federal. 

4.3 VISITAS DE EVALUACION. 

Las vIsitas técnicas de inspección a las instalaciones de las personas físicas o 
morales participantes, es un aspecto muy importante de considerar, básicamente en 
la contratación de servicios en donde debido a la naturaleza de los mismos deban 
necesariamente verse satisfechos en las instalaciones de los participantes en el 
procedimiento Iicitatorio, toda vez que con ellas se puede verificar su 
infraestructura y capacidad técnica, para con ello poder determinar si cuenta con la 
misma, y pueda cumplir en cierto momento con la prestación del servicio de 
acuerdo a las necesidades de la dependencia o entidad convocante. 

Dentro de alguno de los puntos importantes para la prestación de ciertos servicios, 
es lo que respecta a la ubicación de las instalaciones del licitador participante, ya 
que en muchas ocasiones una dependencia o entidad requiere de la prestación de 
los servicios a licitar en determinada zona específica por el tipo de servicio que 
requiere, es decir, por ejemplo, si una dependencia o entidad ubicada en el Distrito 
Federal, por las funciones que desempeña dentro de la Administración Pública 
Federal, requiere del mantenimiento preventivo y correctivo . de su parque 
vehicular, necesariamente sus instalaciones deberán encontrarse dentro del 
perimetro del área metropolitana, ya que sus unidades por el tipo de servicio que 
prestan se necesita se encuentren en constante movimiento, por lo que ésto deberá 
especificarse de manera clara, precisa y detallada en las bases de licitación. 

Indudablemente las visitas técnicas de inspección formarían parte del análisis 
técnico que lleve a cabo la entidad convocante, es decir, de la evaluación de estas 



132 

visitas y de las ofertas técnicas, la dependencia o entidad determinará si cumplen 
con los requisitos, documentos e infraestructura necesaria para la buena prestación 
del servicio solicitado, lo cual determinarán en al fallo técnico correspondiente. 

Por lo anterior, consideramos que las visitas técnicas deberán llevarse a cabo 
posteriormente a la primera etapa de la apertura de ofertas, ello para encontrarse la 
dependencia o entidad convocante en posibilidades de evaluar debidamer.te las 
mismas y establecer en su fallo técnico las ofertas que cumplen y pasan a la 
segunda etapa del procedimiento licitatorio correspondiente. 

Por lo que se refiere a la contratación de servicios que por su naturaleza deban 
prestarse en las instalaciones de la propia convocante (limpieza, fumigación, etc.), 
consideramos que no es necesario deban realizarse las mismas, así también en el 
caso de la adquisición de bienes podrian resultar inoperantes, ya que como se 
estipula en bases, cuando ello es factible presentan la muestra del bien que 
corresponda, no así cuando pOr el volumen de éste basta con la simple oferta de 
ellos ó la presentación de algún catálogo. 

Por otra parte, existe el supuesto de la adquisición de bienes que necesitan ser 
elaborados de acuerdo a las caracteristicas y especificaciones requeridas por la 
convocante, su entr~ga en ciertos periodos, ya que llevan un proceso de 
elaboración; por lo que en este tipo de adquisiciones podria ser viable la realización 
de visitas a las instalaciones para verificar su ubicación, capacidad e infraestructura 
técnica de cada participante, no obstante ello sin limitar la participación de un 
oferente por requisitos no indispensables. 

En las visitas técnicas a dichas instalaciones es factible conocer fisicamente el 
desarrollo de las actividades llevadas a cabo por el prestador de servicios ó la 
manera en que se desarrolla el mismo. Por lo cual, el personal designado por la 
entidad convocante a las instalaciones de los participantes llenarán las cédulas o 
formatos correspondientes, las cuales previamente elaborará y especificará en 
bases, y con ello verificará qué participantes cubren los rubros establecidos y 
sol icitados por la convocante (ubicación, equipo, personal, infraestructura, etc.). 

En síntesis, consideramos necesario que en dicha modalidad (contratación de 
servicios) deben establecerse las visitas técnicas, no como una etapa fija, sino ser 
contempladas en las bases de licitación como un punto a evaluar, que servirá para 
analizar junto a las proposiciones técnicas y también como baje ¡Jara emitir un fallo 
técnico apegado a Derecho. 



ANEXO 

PROCEDIMIENTO DE LlCIT ACION PUBLICA EN LA MODALIDAD DE 
ADQUISICION DE BIENES O CONTRA T ACION DE SERVICIOS. 

BlC'fl o servicio, en su caso, contemdo en el 
programa anual de adquisiciones, 

am:ndllmientos y serviCIOS 

Suficiencia prnupuestal 

Dictammaci6n del comIté o subcomne de 
adquisiciones.,arrendamientos y servicios 

Elabomción de bases de licitaCIón. 

Pubhcación de la convocatoria en el 
DIario Ofic131 de la FederaCIón 

Venta de bases 

Junta de aclaración de bases 

Acto de presentación y apenurn de 
proposiciones 

Fallo final 

Fuma del conuato 

.' ,~., . 
-' , ~ - . 

Primera tlapa 
Apcttura de ofertas técnicas y recepción de 

ofenas económicas 

111 
Fallo ttcnioo 

Segunda etapa 
Apertura de ofenas económIcas 

133 



REQUISITOS QUE DEBERA CONTENER LA CONVOCATORIA DE UNA 
L1CITACION PUBLICA. 

Nombre. denominación , razón 
social de la dependencia o entidad 
con~ocante 

I 
Lugar, fectLa, horario dI! consulta, 
costo y fonna de pago de MSes 

I 
Fecha, hom y lugar de celcbmción 
del acto de presentación y ap¡.'ftura 
de proposiciones 

I 
Indicación de trataJ>e de licitacIón 
pública nacional o intemac:ional, y 
el idioma o idiomas en quepodrnn 

presentarse las proposiciones 

I 
Descripción general, cantidad y 

unidad de medida del bien o 
servicio 

(emeo panidas de mayor monto) 

I 
Lugar. plazo de entrega, periodo 

de prestación del servicIO y 
condiCiones de pago 

BASES DE L1CITACION 
(REQUISITOS MINIMOS QUE DEBERAN CONTENER) 

Nombre, denominación {l I1lZÓn 
social de la dependenCia o mlidad 
convocanle 

I 
Poderes que deber.in acreditarse 
(carta poder Simple en favor de la 
persona que concumI en 
representación de una pCl>Ol\3 
fisica o moral al 81:\0 de 
presentaclOfI y apertura de 
proposiciones, o en su caso, el 
poder notarial correspondiente). 

1 

I Fecha, hora y ,IUsa_'_d'_lolJUnt3 ._J 
aclanllOna de bases 

-+ 
Fecha. hora y lU!!llr de presCJltllci<m y 
apenurn de propo5iclOnes. garantías. 

comumcaClOn del fallo ~ fim13 de 
contrato 

134 
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Señalamiento de que será causa de 
descalificación, el inc::umpllmu~nto 
do algullO do ,O> requlSllOS 

establecidos m ,,, base~ do 
hCltación 

I 
Idioma o idiomas en que deberlo 
presentarse las proposiciones 

I 
IndicacIÓn de que .\¡nguna de las 
condicIOnes contemdas en las 
bases de la licitaclOO. así como en 
las proposlclOne!. presentada5. 
podrán ¡,cr negOCiadaS 

J 
enlerios claros y detallados para 
la adjudicación de los contratos 

I . , , . c\"aluación do ,,, 
proposIciones m mngún o~ 
podrán utilizarse mecanismos de 
puntos o porcentajes. 

I 
Descripción completa do ,O> 
bienes o servicIOS. información 
especifica sobre el mantenimiento, 
aSistencia lecmca y capacitacIÓn; 
relaCIón do refacciones qoo 
debecin cnlLl.lIrse cuando ,= 
parte inlegnmle do! contrato. 
especificacIOnes y normas que. en 
~u caso. sean aphcables. dibuJOS; 
cantidades. muestras. pruebas que 

" realizarán ,. do '" posible. 
método para ejecutarlas, penodo 
de gamnha y. en su caSll, otras 
opciones adICIonales de COIITaclón. 

I 
Plazo. lugar, condiCIOnes d, 
enllega o periooo de prestacion del 
serviCIO 

I 
Requlsllos que deberán cumplir 
quienes dl!Scen participar 

1 

~~'"oc, d, ,=." Y p"o 

1 ,. l'lf!"~rl(ln d~ ~i 'C "lr"1'ar.i 
anllclp!.J. '" cuyo "ro debern 
señala~e el porcentaje respecuvo. 
el que no podrd e,ceder del 500 • 

del monh' IOIaI del c~ntra!O 



AdjudicacIón de bienes o 
servIcios por panida o a un sólo 
proveedor o, en su taso, 
medIante abastecImIento 
simultáneo, mdkaodo el no. de 
fuentes requeridas, los 
porcentajes a asIgnar y el 
porcentaje diferencial en precio 
que se considerará. el cual 00 

podrá ser superior al 5%. 

I 
Indkación SI se trata de un 
contrato abierto confonne a lo 
dispuesto por el an 48 de la Ley 
de Adquisiciones y Obras 
PUbhcas 

I 
SeñalamienlO de que será causa 
de descalificaCIón la 
comprobacIón de que algím 
proveedor ha acordado con otro 
u otros elevar los precios de los 
bienes o servicios. 

I 
Penas convencIOnales por atraso en I 

las entregas I 
I 

InstruccIOnes para claborar y 
entregar \as propoSIciones )" 
garantias 

I 
UllIldlC3Clón de que. en los casos 
de Ikitaeión internacional en que 
la Convocante detennine que los 
pagos se harán en moneda 
utranjern. los proveedores 
naCIOnales. uclusivamenle para 
fines de tOmparaclón. podrán 
presentar la pane del comenido 
importado de sus propo~,ciones. en 
la monoda euranJen que 
detennme la convocante: pero el 
pago Se efectuarn en moneda 
nacional al tipo de cambIO vigente 
en la fecha en que se haga el pago 
de los bIenes 
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DESARROLLO DE LAS ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO DE LlCITACION PUBLICA 
EN LA MODALIDAD DE ADQUlSICION DE BIENES O CONTRA T ACION DE 

SERVICIOS. 

JUNTA ACLARATORIA DE BASES 

No necesaria 
" 

asistencia d, 1m 
participantes. 

I 
Funcionarios que presiden el evento, 
Incluyendo el área tecnica sohcitame. 

I 
P~guntas ... emales o por escrito 
sobre el contenido de las bases de 
licitación o interpretaCión de las 
mismas 1"" p'.' d, ," 
proveedores partiCipantes 

I 
SolvenlaC¡Ón de las preguntas por pa,:~1 
de los funcionanos que presiden ell 
evento. 

I 
Levantamiento y lectura d,' ~~ 
respectiva. en la cual se establecen 
todas)' cada una de las preguntas y 
respuestas vertidas en dicho evento. 

I 
Finna de la acta y entrega de copia a 

cada uno de 105 partiCipantes 

ACTO DE APERTURA DE PROPOSICIONES (PRIMERA ETAPA). 
ACTO DE APERTURA DE PROPOSICIONES TECNICAS y RECEPCION DE 

OFERTAS ECONOMICAS. -

Necesaria 
" 

asistencia d, 1m 
partiCipantes 

I 
Funcionanos '" presiden d 
evento. incluyendo el área técnica 
que soliCIta el bien o servicio 

I 
Emrc-g¡! d·: k" documento~ 

públicos y pnvados sohcltados. así 
como de dos sobres cerntdos en 
fonna inviolable que contn:nen las 
pll,l¡Xl">ICIOIl<"> (técmca y 
económica] 



RC'o'isión d, ,,, documentos 
públicos y pnvados. y apertUra de 
ofertas técnicas. 

I 
Lectura d, contenido d, ofcnas 
técmcas 

I 
Rubrica de las ofenas por parte de los 
servidore¡; públicos y participantes 

I 
Levantanuento y lectura d,' "m 
respectiva. incluyendo " señalamiento de cuales se dese<:han 
por onutir alguno de los reqUISItos 
exigidos 

I 
Finna de la acta y entrega de copia a 
cada uno de los participantes. 

ACTO DE APERTURA DE PROPOSICIONES (SEGUNDA ETAPA) 
- ACTO DE FALLO TECNICO y APERTURA DE OFERTAS ECONOMICAS-

No necesana ,. aSistencia d, ,,, 
participante~ 

I 
Lectura d,' fallo téCDlco de, 
procedimiento. rn "'" • ,. 
cvaluación de la.-; ofertas y, en su 
caso, , .. pruebas rea1iz.ada~ • , .. 
muesuas correspondientes. 

Apeltura de ofertas económicas de los 
parucipames cuya~ proposiciones 
técnicas no hayan Sido desechadas 

I 
Lectura de importes de la~ 
proposiciones económicas 

I 
Rúbrica d, , .. propoSICIOnes 
económicas po< "n, " 

,,, 
sm--idores públiCOS y participantes. J 
----- -------

Le"antamu:nto del acta respecll\iI, 
lOchcando las propoSiCiones que 
cumplan con l{l~ documentos 
e~igldo, y entrega de COplil a cada 
uno de lo~ pamclpantc> 

Levantamiento de acta al emilir el 
fallo técnico, Independimtemente 
de que hubiese o no proposiciones 
deo;echadas 
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FALLO FINAL DEL PROCEDIMIENTO. 

No necesaria la asistencia de los 
participantel; 

I 
Funcionarios que presiden el 

evento. Incluyendo el area t~nica 
que sohcita el bien o serviCIO 

I 
Lectura del dictamen y fallo final 
correspondiente. 

I 
levantamiento y finna del acla 
respectiva, asi como entrega de 
COplil a cada uno de los 
participantes 

FORMALIZACION DEL CONTRATO RESPECTIVO. 

Finna del contrato dentro de los 
vemte días naturales contados a 
partir de la fecha en que se hubi~ 
nouficado al proveedor el rallo 
cOlTe'\pondiente 

I 
Entrega de la ftalll.a de 
cumplimiento respectiva 

I 
Entrega de los bienes o prestación 

del servicio requerido. 
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MOTIVOS QUE ORIGINAN INCONFORMIDAD ES 

CONVOCATORIA 

Pubhcaclón d, l. con\'OCa1ona 
fuero de los medIos señalados por 
1. Ley de AdquIsIcIOnes y Obras 
Pubhca~ 

I 
Costo e~cesivo de las bales 

I 
No pcnmtir la revisión de las bases, 

previo al pago de las mismas 

I 
Establedmlcnlo de plazos fuera 
d, 10' cstablecnios pm " desarrollo d,1 procedimIento 
confonne • " "" de 
AdqUISICIOnes y Obras Públicas 

I 
'o " caso d, efectuar 
modificaciolle!> a La convoca!"ria y 
no hacerla del conOCImIento de los 
interesados a través de J(\S mismos 
medios utlhzados 

BASES 

I Negallva de venta de las bases 

I 
Especificaciones dd bien o 
serviCIO, de m3n:3 determinad:! a 
IicilllT 

I 
Solicitar e~penencla sl'pcnor , 
detenninado tiempo o "''''' celebJado contrato~ antenonncnte 
con la convocantc I 

I 
S(\hcuar rcqUI'lto' 00 esenciales. I 
taJ~ como la utih,.l1CIOn de \.Obre; 
""',,,,,,. pro"",,,,, d, ",,,, '".. I 
crota. oferta~ C'OlUIl1101ada. o 
encuadernada,_ \-ao<l. Cllpm,. etc 



No respetar el periodo de comprn 
de bases establecido por la Ley de 
AdquiSiciones y Obras Públicas 

I 
Solicitar porcentajes supenores a ,,, establecidos I"n " presentación de garantías. 

I 
Plazos de entrega reducidos 

I 
Efectuar modificaciones , ,~ 

b= f~n d, ,,, tmnioos 
señalados para ello. 

I 
SolicItar cantIdad excesiva d, 
muestras 

JUNTA ACLARATORIA 

No se comuniquen las 
modifICaciones dem'lIdas de eslil 
junta a todos los partiCipantes 

I 
Modificaciones que conshluyan 
susutución o variación sustancial 

de los bienes o sef'licios que 
fueron convocados ongmalmente. 

ACTO DE APERTURA DE PROPOSICIONES 

ModificaCión de horario, lugar y 
fecha a los sei\alados en las bases 

I 
Aceptación de garamias que no 

cubran el monto solicitado 

I 
Autori1.ación d, 

" 
c,'nvocanle 

paro l~ modificaCión o correccIón 
de pn; poSICIones 

I 
'ioh~l\a;-l~ vc_'mcia d~l 

TepIl"S(:nt.mte legal de la empresa 

I 
I Mala ~aluac,ón en el d1Clamen i Il-cmco 
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I 
No entregar acta de las 
etapas de apertura de ofertas 
a los participantes. 

FALLO FINAL 

Diferir el (a1.IO por. más de 20 días l 
naturales, contados a partir del plazo 

estable<;uro onginalmente 

I 
Emisión del fallo en condICiones :l 

distmtas 11 las mencionadas en las bases" I 
T 

Declarar desierta la licitaC.lón en fonna I 
. injuslificada I 

I 
No entregar el acta de fallo 11 lo~ 1 
partIcIpantes. 

GARANTIAS DE CUMPLIMIENTO 

Monto elevado de las gar.mtias 

CONTRA T ACION 

ServicIOS contnltados. 
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PROCEDIMIENTO DE L1CIT ACION PUBLICA EN SU MODALIDAD DE 
OBRA PUBLICA. 

Construcción, instalación, 
cOMervación. mantenimiento, 
reparllClón, demolición de bienes 
inmuebles, etc., contenido en el 
progrnma anual de adquisicIones, 
arrendamientos, servicios y obra 
pública 

I 
Suficiencia presupuestal 

I 
Dictaminaci6n d,' comiré , 
subcomité de obra pública. 

I 
Elabomclon d, ""~ d, 
licitación 

I 
Pubhcaclón de la convocalona en 
el Diario Oficial de la Federación 

I 
Venta de bases 

I 
Lugar, feclm y hOJa para la visita ., S1ll0 d, realización d, ,,' 
trabajos 

I 
Junta adatatona de base5 Primera el'p, 

r-
Apenurn d, ofertas técnicas 

I recepción de ofenas económicas 

Acto de presentación y apenurn ~ 
de proposIcIones. 

I Fallo técniCO 

L- SriEunda etapa 

Fallo final Apertura de ofenas ecollÓmicas 

1 
Fuma del conlrnlO 
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CONCLUSIONES 

PRlMERA.- La Administración Pública Federal para el desarrollo de sus 
actividades y funciones, debe satisfacer todas y cada una de sus necesidades 
públicas, por tal motivo, requiere de la contratación de servicios o del suministro de 
ciertos bienes por parte de la iniciativa privada a cambio de una contraprestación 
económica, la cual debe llevarse obligatoriamente con cargo total o parcial a fondos 
federales. 

SEGUNDA.- En nuestro sistema jurídico los procedimientos que utiliza la 
Administración Pública Federal, para dicha contratación o suministro, se 
encuentran regulados por la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas, la cual es la 
Ley reglamentaria en su artículo 134 de nuestra Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, siendo el objetivo de dicha Ley, el administrar con 
eficacia, eficiencia y honradez los recursos económicos de los que disponga el 
Estado, por lo que a través de los procedimientos establecidos deben garantizarse, 
las mejores condiciones de compra. 

TERCERA.- Es necesaria la expedición del Reglamento de la Ley de 
Adquisiciones y Obras Públicas para que coadyuve a su correcta aplicación y 
estricta observancia en los distintos procedimientos regulados por estos 
ordenamientos. Lo anterior, con la finalidad de eliminar disposiciones innecesarias 
que resultan obsoletas e inoperantes, en virtud de encontrarse en contraposición con 
lo dispuesto por la legislación actual, motivo por el cual se han publicado en el 
Diario Oficial de la Federación lineamientos y oficios-circulares que establecen 
disposiciones, con la finalidad de apoyar en el estricto cumplimiento y aplicación 
de los preceptos estipulados por la Ley de Adquisiciones y Obras Públicas. 
Respecto a los procedimientos de adquisiciones y contratación de servicios 
regulados por la Ley en cita y demás normatividad vigente, consideramos que en 
todo momento deberán garantizar a la Administración Pública las mejores 
condiciones de compra en todos sus aspectos, por lo que necesariamente sus 
ordenamientos reguladores y controladores deben estar acordes con la práctica 
cotidiana, a la prevención de casos concretos y no aplicarse únicamente cuando no 
se opongan a la legislación actual. 

CUARTA.- El procedimiento regla general, establecido por nuestra 
legislación es la licitación púhlica, la cu11 tiene como finalidad asegurar al Estado 
las mejores condiciones en cuanto a precio, calidad, financiamiento y oportunidad, 
por tratarse de una invitación indeterminada a distintas personas (fisicas o morales), 



bajo uno de los principios de ella, como lo es la Publicidad, que en este caso se 
lleva a través de la sección especializada del Diario Oficial de la Federación, para 
que por medio de éste se cumpla con el principio de la Concurrencia, mediante la 
participación de los interesados. De ellos derivan la Igualdad que debe existir entre 
los participantes, los cuales presentan sus ofertas en sobres cerrados que deberán 
ser elaborados en cumplimiento a los requerimientos de las bases preparadas para 
cada compra y abiertos públicamente, y por consiguiente con la presentoción de sus 
ofertas existirá la oposición entre las mismas por resultar beneficiario de un 
procedimiento licitatorio. Con lo anterior, la Administración Pública obtendrá las 
mejores condiciones técnicas y económicas para el Estado en cumplimiento a la 
estricta observancia de los principios fundamentales de la licitación. 

QUINT A.- Las bases de licitación constituyen los requerimientos que una 
dependencia ¡j entidad convocante necesita para la satisfacción de sus necesidades 
públicas, mismas que conjuntamente a lo derivado de la junta de aclaración de 
bases, integran lo que son las reglas que impone el Derecho Positivo y a las cuales 
deben ajustarse los distintos participantes, ya que producen efectos jurídicos 
propios, que son la base para la creación de derechos y obligaciones para la 
Administración Pública y el participante que resulte ganador en un procedimiento 
licitatorio, y que se ve formalizada con la firma del contrato o pedido respectivo. 

SEXT A.- Una licitación pública debe efectuarse de acuerdo a la naturaleza 
y esencia de un procedimiento, a través del cumplimiento de todas y cada una de 
sus etapas establecidas en los distintos ordenamientos de la Ley de la matería, ya 
que el incumplimiento de ello podría traer la nulidad del procedimiento y el 
fincamiento de responsabilidad administrativa. 

SEPTlMA.- La licitación pública no es el único procedimiento por medio del 
cual la Administración Pública Federal se allega de bienes o servicios, ya que 
nuestra Legislación contempla los procedimientos de Invitación restringida como 
excepción a esta regla general. 

OCT A V A.- Nuestra legislación establece acertadamente medios de 
impugnación a favor de los participantes en una licitación, para que ellos hagan 
valer sus intereses o derechos que han sido infringidos por decisiones de la 
Administración Pública Federal, siendo el recurso de inconformidad, el cual 
restringe la actuación discrecional de una entidad convocante, misma que deberá 
ajusta!'se g b nonnativjd~,d vigente en la 'llRtrnR y e-Vit::lf un pr0r.:¡;"ciimie~to vióado. 
Asimismo, contempla medios para que la Administración Pública logre efectuar la 
reparación del daño o peJjuicios al particular, que le sean causados con motivo de 



violaciones en los procedimientos, al fincar responsabilidades a los funcionarios 
que hayan intervenido en éstas. 

NOVENA.- La Secretaría de Contraloria y Desarrollo Administrativo a 
través de las Contralorias Internas de cada Sector, deberán tener la capacidad de 
observar los actos y resoluciones emitidos por cada dependencia, verificando que 
se cumplan estrictamente las disposiciones establecidas por el artículo 134 de 
nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley de 
Adquisiciones y Obras Públicas y demás lineamientos aplicables, ya que su 
incumplimiento dará lugar a que se proceda en los términos de estos ordenamientos 
y de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, para fincar 
responsabilidades y sanciones que a cada caso correspondan, como sería la previa 
denuncia a efecto de que se ejercite la acción penal según proceda en términos del 
Código Penal para el Distrito Federal en Materia Común y para toda la República 
en Materia Federal. 

DECIMA.- Los comités o subcomités de adquisiciones, arrendamientos y 
servicios de todas y cada una de las dependencias de la Administración Pública 
Federal, gozan de una autonomía plena, por lo cual no existe órgano que modifique 
o revoque sus decisiones; en consecuencia consideramos que dichas decisiones 
deberán quedar dentro del ámbito de observación del comité central de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios en su carácter de coordinador de sector y 
de las Contralorías Internas, para lo cual deberá establecerse la manera de observar 
y guiar las decisiones tomadas por estos órganos, ello a través de la revisión de sus 
informes de actuación (semestral y anual), aplicando sanciones a los diferentes 
integrantes en los términos de la conclusión anteríor o en su caso amonestando a 
los órganos por las decisiones tomadas. 

DECIMA PRIMERA.- La recepción máxima de solicitudes de aclaración 
de bases por escrito en un procedimiento licitatorío permitiria a los distintos 
participantes enviar con anticipación a la junta aclaratoria de bases sus dudas sobre 
el contenido de las mismas, ya sea de carácter administrativo, legal o técnico, ello 
para que una vez que se celebre, la entidad convocante pueda dar las respuestas 
apropiadas, para lo cual detallará clara y precisa cada situación y con ello los 
participantes tengan una mejor apreciación de cómo elaborar debidamente sus 
proposiciones de acuerdo a los requerimientos de cada dependencia, además de que 
permitirá desarrollar de manera más eficaz y rápida este primer paso de un 
procedimiento. 



DECIMA SEGUNDA.- La recepción y revisión preliminar de documentos 
públicos y privados, sería un punto importante para dar debido cumplimiento y 
poder participar en un procedimiento licitatorio, ya que permitiria a la dependencia 
o entidad convocante llevar a cabo una revisión y registro anterior a la celebración 
de la primera etapa de presentación y apertura de proposiciones, y así garantizar 
que existirá una mayor concurrencia de participantes al no tener que depender un 
participante de presentar su documentación en ésta primera etapa. En estas 
circunstancias al existir un registro anterior, tendrá como opción presentar su 
documentación en dicho registro preliminar, en virtud de que si omitiere algún 
escrito o se presente erróneamente a lo solicitado, esto no será causa de 
descalificación, toda vez que ésto es propio de la primera etapa de presentación y 
apertura de ofertas, motivo por lo cual podrá presentarlo al inicio de ésta sin ser 
ello causa de descalificación. Por lo anterior, consideramos se garantizará un mayor 
número de ofertas en los procedimientos licitatorios, lo cual es su esencia y 
naturaleza propia; asimismo, referente a las etapas de presentación y apertura de 
proposiciones estas se deberán· realizar basadas específicamente en la apertura de 
las propuestas, su evaluación, análísis y determinaciones correspondientes. 

DECIMA TERCERA.- Consideramos que las visitas técnicas de inspección 
a las instalaciones de los participantes en una licitación, seria un aspecto importante 
de considerar, sobre todo en la contratación de servicios que por su naturaleza 
deban verse satisfechos en las instalaciones de los participantes, ya que implica el 
que una dependencia o entidad convocante podrá verificar su infraestructura y 
capacidad técnica de cada uno de ellos, realizando una evaluación a las distintas 
proposiciones y en estas condiciones podrá emitir un fallo técnico favorable a 
aquéllos que cumplan con el total de los requisitos solicitados en las bases de 
licitación correspondientes para la prestación del servicio licitado. . 

DECIMA CUARTA.- La licitación pública no siempre garantiza las mejores 
condiciones de calidad; en virtud de que una dependencia o entidad convocante al 
llevar a cabo el análisis y evaluación de las ofertas técnicas a través de los métodos 
establecidos en bases, lo hará comparándolas con los requerimientos técnicos 
solicitados originalmente, y al cumplir determinado proveedor con los mismos, 
invariablemente pasará a la etapa de apertura de ofertas económicas, por lo cual, lo 
único que deberá tomarse en consideración para otorgar el contrato respectivo, será 
adjudicarlo a la proposición solvente más baja. En virtud de lo anterior, el anexo 
técnico deberá ser claro, especifico y detallado, ya que si un proveedor ofreciera en 
su oferta técnica requisitos o condiciones adicionales, éstas p"sarán a segundo 
término. ya que el dictamen y fallo técnico respectivos deberán basarse 
exclusivamente sobre lo solicitado en las bases. 
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adquisiciones, arrendamientos y servicios relacionados Con bienes muebles y de las 



comisiones consultivas mixtas de abastecimiento de las dependencias y entidades 
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